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QUE PRONUNCIÓ 

ANTE LA TERCERA SALA DEL SUPERIOR TRIBUNAL DE JUSTICIA 

DEL DISTRITO 

EL Lie. D, LUIS PTIÉRREZ OTSRO, 

Al verse los autos ejecutivos promovidos 
POR LA TESTAMENTARIA DE D. BERNARDO SAYAGO 
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Una circunstancia imprevista, la enfermedad de mi 
apreciabilísimo y distinguido companero y amigo el Sr. 
Lie. D. Ignacio Sánchez Trujillo, que había sido el pa- 
^ trono de la testamentaría da Sayago en segunda ins- 
tancia, ha hecho que intervenga en este negocio que 
me era desconocido, y del cual tuve que imponerme y 
formé juicio al verificarse su vista. Por lo pronto creí 
reducido mi encargo á leer los importantísimos traba- 
jos ya concluidos por el Sr. Lie. Trujillo, y que dentro 
de poco saldrán también á luz; pero su lectura, la de 
las principales constancias de autos que solicité y ob- 
tuve en las audiencias del informe, y la contestación 
que dio á los primeros el inteligente y ameritadísimo 
abogado de la Compañía, Sr. Lie. D. Eafael Donde, 
igualmente amigo mió muy respetable, criaron en mi 
ánimo la convicción profunda de la justicia con que la 
demanda se ha entablado, é hicieron que para robus- 
tecer de nuevo su solicitud y fundamentos, produjera 
esta réplica en que he intentado, cuanto mis pequeñas 
fuerzas lo consienten, dar respuesta á los hábiles ar-j^ *•- /! /I O Q 
gumentos que por la parte contraria se formularon en^ ' -^^"^ 



el acto de la vista, y agregar á las razones incontesta- 
bles, desde antes vertidas en favor de la causa que de- 
fiendo, las más que á mi juicio existen para hacer, jun- 
tamente con aquellas, seguro su triunfo. Un trabajo 
ejecutado con tal premura, adolece de más defectos, 
como es natural, que los muchos reconocidos que de 
ordinario presentan los mios. Así es que lo entrego á 
la publicidad 'sin pretensiones de ningún género, con- 
tando con la especialísima benevolencia del Tribunal 
al cual va dirigido, de mis dignos colegas en el ejerci- 
cio de la profesión,- y llevando por exclusivas miras al 
hacerlo, facilitar y abreviar su lectura por este medio 
á los señores Magistrados que no escucharon las nove- 
dades del debate, pues motivos del procedimiento tu- 
vieron por resultado que sólo se verificara ante el ilus- 
trado é integérrimo Sr. Lie. D. Mariano Botello; y lla- 
mar vivamente la atención sobre cuestiones que si en , 
el juicio particular de ahora, se refieren nada^ más á 
fos intereses privados de una testamentaría, en gene- 
ral' son trascendentes á los del comercio y de la socie- 
dad. 
México, Agosto 28 de 1886. 

Luís Gutiérrez Otero, 



Señores Magistrados: 

Después de los brillantes trabajos que, en esta ins- 
tancia y en defensa de su causa, ha presentado á la 
ilustrada consideración de la Sala mi apreciablo y dis- 
tinguido companero y amigo el Sr. Lie. D. Ignacio 
Sáuchez Trujillo, y de la copia de inteligencia y erudi- 
ción con que ha destruido, uno. á uno, los argumentos 
de la Sentencia apelada y los que ha hecho la parte 
contraria, llegando á la conclusión, evidente á la luz de 
toda justicia y procedente con el más perfecto derecho, 
de que la Compañía limitada del Ferrocarril Mexicano 
debe cubrir el importe de los pagarés que son materia 
de este juicio, con los réditos, perjuicios y costas que 
por ley Corresponden; después de haberse consumado 
en pro de la testamentaría de Sayago y por su digno 
patrono, la tarea que le fué encomendada en reivindi- 
cación de los desconocidos derechos que se colocaron 
bajo el amparo de su ciencia y de su pericia, parécemé 
que casi nada quedaría que agregar á lo que con ese 
objeto y con tal acierto se ha expuesto, y que yo seria. 



por mil títulos, quien menos pudiera halagarme con la 
creencia de traer á la discusión ideas y razones nue- 
vas, de interés y de trascendencia, que por su fondo ó 
por su forma no desmerezcan de la altura en que se 
halla el debate. 

Pero él se encuentra abierto también de nuevo, y ya 
que por la vez primera me cabe la honra de escuchar 
los desesperados y diestros esfuerzos que, con fácil pa- 
labra y correcto estilo, hace el distinguido adversario 
con quien en este asunto contiendo, y que al amparar 
con su nombre á la parte demandada le presta el ma- 
yor de los servicios que á su alcance se encuentran; y 
ya que, además, es tan robusta y floreciente la acción 
del actor, que por donde quiera y á todas horas que se 
la examine y valorice, ofrece abundantes consideracio- 
nes para apoyarla y defenderla, voy, aunque con el te- 
mor de la propia insuficiencia, á desenvolver siquiera 
sea breve y desordenadamente las razones que surgen, 
en mi concepto, de las respuestas contrarias, y pueden 
todavía agregarse al caudal de las ya emitidas, para 
demostrar que en este negocio en que á la par se inte- 
resan legítimos derechos privados y los públicos del 
Comercio, que no ha de mirar impasible los ataques 
á la buena fé, á la verdad y al crédito que le sirven de 
base y garantía, no existe otra solución posible en el 
orden legal y jurídico, sino la ya pedida con tanta ins- 
tancia y por la cual claman los fueros incontrovertibles 
de la razón y de la ley. 

La sentencia que actualmente revisa la Sala ha sido, 
por expresarme en estos términos, aniquilada ál em- 
puje de los ataques que descargó sobre ella el Sr. Lie. 
TrujiUo, y de cuanto contiene no queda en pié sino la 
respetable memoria del Juez que la autorizó con su 
firma, y que, pagando tributo á la debilidad humana, 



dejó escrito en ese documento un vivo testimonio del 
•poderío y los triunfos que aun sobre las más rectas 
conciencias y sanas intenciones, suele ejercer y logra 
adquirir el error. Sentencia, Señores Magistrados, en 
que no domina ningún pensamiento fijo, y en conse- 
cuencia verdadero; en que se confunden las especies 
jurídicas más diversas, en que se incurre en las con- 
tradiciones más notorias, en que se hacen las interpre- 
taciones y aplicaciones de derecho más inadecuadas. 

Para desautorizar ese fallo no se necesita mucho: á 
diferencia de Aquiles, invulnerable por todas partes, él 
presenta descubiertos todos sus flancos, y por todos 
lados puede ser impugnado, herido y, científicamente, 
puesto en riesgo indefectible de perecer. En este pim-^ 
to no hay que añadir, en sustancia, nada que aventaje 
ni iguale al menos á lo dicho por el Sr. Lie. Trujillo. 
Apenas me permitiré, para que la falta de prestigio de 
tal documento resalte á plena luz, indicar algunas de 
sus circunstancias, acerca de las cuales llamo con el 
debido respeto la atención de la Sala, que revelan el 
extraviado espíritu con que fué dictado, y la falta de 
unidad, así como incongruencia de sus partes, con 
que para deducir la más ilegítima de las consecuen- 
cias se condujo á término. No voy á referirlas todas; ta- 
rea difusa é innecesaria por otra parte, supuesto que al 
leer y aplicar á la sentencia maduro examen, como la 
Sala va á verificarlo, saltan á la vista y se imponen por 
sí solos al espíritu los defectos que convierten á la re- 
solución en un tejido inconexo, á pesar de sus largas 
dimensiones, de especies que no forman el precedente 
de ninguna deducción segura, y por de contado no lo 
forman de la que el Juez quiso inferir. En vez de que 
el ánimo se sienta arrastrado por esa lectura y examen 
á prestar asentimiento al fallo; en vez de que á la in- 



fluencia de aquéllas operai;iones vaya creándose, ca 
rao acaece en ocasiones semejantes; una convicción 
propicia á la verdad de lo que se lee y examina, no 
'juedan á la postre de este trabajo intelectual sino hi^ 
perplegidad, la incertidumbre acerca de las ódeas y loa 
elementos que agitaban y dominaban el criterio judi- 
cial que se aplicó a la solución de las graves cuestio- 
nes discutidas, y la prueba irrecusable de que lo dicho» 
y consignado por escrito, no produce de ninguna suer- 
te y en razón y en derecho, que van siempre aliados- 
en armonioso conjunto, la conclusión en que se fijó el 
inferior. Voy á hacer nada más una citas por vía de 
ejemplo: la Sala les dará su valor, y sin que yo las au- 
- mente, verá después como crecen y se multiplican, al 
someter esa sentencia al crisol purificador de su im- 
parcial y elevado criterio. 

Yo encuentro, Señores Magistrados, por ejemplo se- 
gún lo dicho y con verdadera sorpresa, que al referir- 
se en el Considerando quinto las condiciones que- 
guarda el pagaré número 73, para deducir de ellas co- 
mo se afirma en el Considerando sexto, que pertenece 
en pleno dominio á otra persona que no es la testa- 
mentaría de Sayago, la cual se desprendió de él á con- 
secuencia de su endoso,^ se enumeran cuantas parecie- 
ron oportunas, excepto la que radical y sustancialmen- 
te tocaba á la cuestión pendiente en el particular: á. 
saber, la de que ese endoso no fué hecho por valor 
recibido, que es, cabal y precisamente, el requisito con 
que este título se cori-vierte en traslativo de dominio. 
Cierto y bien cierto, Señores Magistrados, que como 
dice el Considerando sexto, y según lo enseñan todos 
los Autores y lo sanciona la ley y la jurisprudencia,, 
Mel endoso es el medio legal de que puede valerse el 
duenb de un documento á la orden para trasferir á otra 



el dominio del mismo. n Cierto, y ya adelante me apro- 
vecharé de la preciosa confesión de este inconcuso 
principio para batir al fallo con sus propias armas, y á 
la contraria con las armas de la sentencia que defien- 
de. Cierto, como es cierta la cita del número 74 de la 
obra de Zamorano; tan cierto como lo que el mismo 
autor dice en el número 93 por medio de estas termi- 
nantes palabras: nLa omisión del valor recibido ó de 
•»la fecha reduce el endoso á una simple comisión de 
íí cobranza, y á la persona á cuyo favor se ha hecho, á 
•» un mero comisionado del endosante. n De manera- 
que si el Juzgado se hubiera fijado en lo que omitió y 
hubiera seguido prestando su aquiescencia á las ense- 
ñanzas del autor que invoca, no hubiera incurrido en 
el absurdo de sostener, según ahora aparece sostenién- 
dolo, que un endoso en cobranza arrebató á la testa- 
mentaría Sayago el dominio del pagaré. Solamente 
que el endoso hubiera sido -por valor recibido, tendna 
aplicación exacta lo que en el Considerando sexto se 
continúa exponiendo respecto de aquel documento, en 
estos términos: '*de esto se sigue que habiendo endo- 
rsado el Sr. Sayago el pagaré número 73 á favor del 
**Sr. López, trasmitió á ese señor el dominio que le co- 
"rrespondia en el documento y se desprendió de todos 
*'\os derechos y acciones que pudiera haber tenido 
*'para hacer el cobro; de manera que por virtud de es- 
**ta trasmisión, ya no es á él sino al último tenedor á 
"quien corresponde el derecho para demandar el pago.'' 
Mas ya que en el caso en que la sentencia quiso apli- 
car estas verdades no son aplicables, sí puedo por la 
buena é indestructible fortuna de mi causa, apelar á 
ellas en otro en que despreciándolas con imperdonable 
olvido, el fallo se pone en notoria contradicción consigo 

mismo. En el Considerando vigésimo primero se de- 
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clara que los privilegios de los pagarés y de los por- 
tadores para exigir su pago, se refieren á los vales 
que expiden los comerciantes con objeto de llevar á 
cabo operaciones mercantiles, y que como los pagarés 
presentados (entre los cuales se cuenta el mlmero 73) 
fueron expedidos por la Compañía del Ferrocarril á 
favor del Sr. Zangronis, y la operación no tuvo lugar 
entre comerciantes, y además se suscribieron no para 
llevar á efecto un negocio mercantil, sino una transac- 
ción sujeta al derecho común, de cor^formidad con lo 
dispuesto por el artículo 8.^ de la ley de 11 de Setiem- 
bre de 1867, 7ii pudieron endosarse tales documentos 
(éntrelos que se cuenta el xjagaré número 73,) ni son 
negociables, ni gozan de los privilegios que supone la 
parte actora. 

¿Cómo es esto, Señores Magistrados? ¿En qué déda- 
los, en qué laberintos, en qué contradicciones se con- 
vierte la justicia que debe manifestarse firme, segura, 
inalterable, porque así son sus eternos principios, en 
lacs augustas resoluciones judiciales? Si los pagarés no 
pueden endosarse, ni son negociables conforme á la ley 
de 67 que se cita, y de cuya cita me desentiendo por 
ahora cuanto á su exactitud y oportunidad; ¿cómo es 
que infringiéndola, olvidándola y hollándola, en los con- 
derandos 5^. y 6^ se declara que uno de aquellos do- 
cumentos, el número 73, era tan endosabie, tan nego- 
ciable, tan extraordinariamente privilegiado, que aun 
sin trasmitirse por medio de valor recibido, salió por 
su simple endoso del dominio de Sayago, y pasó con 
todos sus derechos, acciones y preeminencias al último 
tenedor, que es, como allí se afirma, el único que aho- 
ra tiene derecho para demandar el pago? Repito, Se- 
ñores Magistrados, lo que he manifestado: la senten- 
cia es fuente de contradicciones y no engendraría más 
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que vacilación y eluda, si ella fuera el dato exclusivo 
para formar juicio acerca de este negocio. El pagaré 
de que se trata ¿es por fin endosable ó nó; es de los en- 
dosables de que trata Zamorano, y endosable como 
lo declaran los considerandos 5°. y 6^; ó de los no en 
dosables de qué trata la ley de 67, y no endosable co- 
mo lo declara el considerando vigésimo primero? 

Yo no atino con la actitud que en este momento 
adopte la parte contraria, ni sé, en su sistema de de- 
fensa, á cuál de las dos contradictorias afirmaciones 
otorgue prestigio y fuerza: ignoro que le plazca, si sos- 
tener su excepción y convenir en que la sentencia ha 
andado desacertada, afirmando que los pagarés en 
cuestión no son trasmisibles por endoso; ó afianzarse 
de este recurso y hacer sentir su desaprobación sobre 
el fallo, porque en otro punto le prestó auxilio, admi- 
tió su defensa y se la declaró buena y eficaz. Hay una 
regla terrible, inspirada por la recta razón y queel de- 
recho se apresuró á sancionar con enérgica forma; ad- 
"cersa petens et sibi contrariiis non est aiidienchis. El 
derecho aborrece la contradicción, y desde el principio 
del juicio repele á quien la alega: la contradicción en- 
vuelve el error; donde ella domina se ha pronunciado 
divorcio con la verdad. Y si esto es cierto en todo ca- 
so, resalta con superior fuerza cuando la contradicción 
brota y sie manifiesta en los elementos cardinales y en 
los puntos que se invocan como fundamento de una 
sentencia. Todo el fallo del Juez de primera instan- 
cia descansa, en la esencia, sobre las aserciones que 
revestidas del carácter de principios, emitió en los 
considerandos que he comparado: en ellos está el por 
qué de la absolución que concedió á la Compañía del 
Ferrocarril Mexicano, y en cada uno se contiene la sus- 
tancias, de sus consideraciones favorables á cada una 
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de las excepciones opuestas. Ahova bien: lo que en 
una parte afirma, en otra niega; lo que funda una ex- 
cepción, destruye la otra; lo que dice aquí en pro, lle- 
varía lógica, irremisiblemente, á decir en contra allá. 
Esa sentencia, pues, que así se ha desnaturalizado, que 
así renuncia ^u carácter y su misión, es de ningún mo- 
mento y tiene, por desventura, que ser echa á un la- 
do por el tribunal: corresponde por la manera con que 
trata y decide los puntos que abraza, á la mala causa 
en cuyo favor fué pronunciada. 

Haré notar otra especie digna de atención que se 
registra en la sentencia; y digna, tanto porque el argu- 
mento que allí se desenvuelve apenas puede creerse 
que haya sido emitido . con seriedad en un documento 
de esta naturaleza, como porque parece que se le qui- 
so cubrir con la sombra de una respetable sentencia 
de casación, en la cual lo menos que se ha dicho es lo 
que el inferior dio á entender. He aquí el caso. Pro- 
curando fundar el ^considerando vigésimo la licitud y 
procedencia con que en los vales á la orden pueden 
consignarse condiciones para el pago, dice que así lo 
reconoce la sentenciado casación de 11 de Febrero de 
1884, en la cual se^declara que los referidos vales han 
de tener los requisitos que prescribe el número prime- 
ro del Cap. 14 de las Ordenanzas de Bilbao; y como 
en tal número se prescribe que en esos documentos se 
ha de expi-esar la cantidad, dónde se ha de hacer la 
paga, en qué término y á quién, infirió de ello el Juez 
que en primera instancia sentenció estos autos, que la 
ley mercantil autoriza la consignación en los vales, de 
los términos ó condiciones bajo las cuales ha de cubrir- 
se su importe; términos ó condiciones que serán obliga- 
torios para todas las personas á cuyas manos pasen los 
pagarés. 
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Tres conceptos, Señores Magistrados, se han lanzado 
en este considerando sin punto alguno de apoyo, y cu- 
biertos sin embargo con los caracteres de verdad y 
exactitud propios y necesarios en las afirnmeiolves de 
una sentencia. Se hace á la palabra términ^y jurMkar 
mente, sinónimo de la palabra condición. Se asienta 
que las Ordenanzas en esta acepción usan el primero 
de aquellos vocablos y que mandan, en consecuencia, 
consignar en los vales las condiciones á que ha de que- 
dar sujeto su pago. Y, por fin, se hacen sonar el nom- 
bre y los respetos de una sentencia de casación, dejan- 
do comprender que se ocupó en la misma materia, y la 
resolvió de un modo idéntico al que para resolverla 
empleó el considerando. 

De todos estos conceptos no hay uno solo cierto. En 
nuestro idioma ninguna de las acepciones de la palabra 
término equivale á condición, y no ha sido en verdad 
la ciencia jurídica la que ha venido a convertir al uno 
en sinónimo de la otra. Begístrese el Diccionario, por 
ejemplo, de Escriche, y se encontrará definido el tér- 
mino como un espacio de tiempo concedido para hacer 
alguna cosa ó evacuar algún acto judicial. Vayase á 
hojear las obras de Pothier ó de otro tratadista, y se 
encontrarán en ellas los artículos explicativos de las 
diferencias que existen entre el téi^mino y la condición. 
Abrase nuestro Código civil, y se verá que en uno de 
sus capítulos trata de las obligaciones condicionales, y 
en otro distinto de las obligaciones á plazo ó á término, 
que ha de contarse según el modo que para computar 
el tiempo establece el mismo Código. 

Y no fueron las Ordenanzas de Bilbao lasque, como 
la sentencia lo supone y lo atribuye, incurrieron en 
aquella confusión y sinonimia imperdonable. En el nú- 
mero citado, que es el primero del cap. 14, se dice, en 
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efecto, que al formar los vales se han de expresar la 
cantidad, dónde se ha de hacer la paga, en qué té^mi- 
no j éi quien; pero lo dice haciendo la palabra término 
sinónimo de plazo, y por eso agrega en los ntimeros 
siguientes: que de los vales hechos en la forma referi- 
da correrán los términos de tal ó cual manera, según 
sean por meses ó por dias; que deberá acudirse por el 
importe dentro de los términos que se expresan, de sus 
plazos y dias graciosos, y que durante los términos del 
vale ó después, podrán recibirse, bajo protesto, las 
cantidades que á cuenta entregue el deudor. 

Si las Ordenanzas no desconocieron ni confundieron 
la naturaleza y significación de la palabra, tampoco la 
confundió la sentencia de casación tan artificiosamente 
citada y que muy lejos de sancionar la viciosa argu- 
mentación que impugno, le niega todo apoyo, supues- 
to que al aplicar las disposiciones de aquel Código al 
caso relativo, manifiesta que se cumplieron religiosa- 
mente, porque »»el pagaré á discusión expresa con to- 
da claridad que la cantidad es de cinco mil quinientos 
pesos; que la paga se ha de hacer en México en el tér- 
mino de seis meses; tiene la fecha de 23 de Mayo de 
1878, y la firma Zitbieta y Cojnjpama.u He aquí á la 
sentencia de casación entendiendo y consignando por 
término, lo que debia entender y consignar. 

¿Qué imaginarnos en consecuencia de esos peregri- 
nos raciocinios del fallo apelado, y de las citas que. en 
él se hacen para darles amparo y protección? Debili- 
dades, Señores Magistrados; las grandes debilidades 
de la inteligencia humana, que revela su pequenez pre- 
cisamente cuando trata de ostentar prepotencia y mag- 
nitud. Hay una observación profunda confirmada por 
la historia: es esta. En los combates del error y la ver- 
dad siempre se encuentra como su causa ó se produ- 
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ce como su resultado, el desorden del idioma; con él 
la confusión de las ideas, y con uno y otro el extravio 
para los entendimientos de las nociones de las cosas, 
wJampridem vera rerum wcahtda amissimus,\\ excla- 
maba el orador romano. El inferior que falló en pri- 
mera instancia, dominado por los errores que lo sojuz- 
garon en todo este negocio, perdió también involunta- 
riamente los verdaderos nombres de las cosas, y á 
impulsos de su espíritu que ya se habia extraviado, 
ocurrió á las conclusiones mas infundadas, para otor- 
gar las palmas del triunfo á las falsas ideas que habia 
concebido. 

Pasemos á otro género de argumentos de la misma 
sentencia. En el considerando vigésimo segundo, que 
ya ha sido objeto de las certeras observaciones del Sr. 
Lie. Trujillo, se habla de los pagarés irregulares por su 
forma, y echando esta calificación sobre, los que son 
materia de los autos, se invoca para confirmarla la au- 
toridad del célebre tratadista Nouguier, y se citan pa- 
labras suyas con que defiende que un billete á la or- 
den, motivado valor segiin nuestra convención de esta 
fecha, es irregular y no constituye un efecto negocia- 
ble, que diera al portador derechos personales contra 
el que lo suscribió. Se hace mérito de la doctrina co- 
mo aplicable al caso sentenciado, y se dice, expresa- 
mente, que Sayago está sometido á los principios que 
aquella enseña. El Juzgado hizo una cita inadecuada 
y pretendió aplicarla sin justificación. Nouguier co- 
menta y explica en ese punto el artículo 188 del Códi- 
go de Comercio francés, cuya última fracción previene 
que el billete á la orden exprese nel valor que se haya 
»»dado en especies, en mercancías, en cuenta, ó de cual- 
íiquiera otra manera, né inquiérese si esta prescrip- 
ción se satisface con las palabras segtin nuestra conven- 
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ción de estafechú. Tal duda no debió levantarse en el 
ánimo deí juzg^ido; ni ella> ni las razones que en pro ó 
en contra se emiti&raH, debían preocuparlo: buenas ó 
malas par^^ una discusión científica, eran inútiles y su- 
pérfluas eq un/feUo judicial que quisiera sujetarse ala 
legislación vigente entonces. La sentencia de casación 
que el Juzgado tuvo á la vista y que cita con tanto 
respeto, le ensenaba en el considerando de que el in- 
ferior trascribió una parte, que los i^equisitos esencia- 
les en la forma de los pagarés, son los marcados en el 
número 1, cap. 14 de las Ordenanzas, entre los cuales 
no se halla el que agrega la ley francesa; y bien por es- 
to, bien por el estudio de loa Códigos que en aquella 
época regían, el Juzgado tenia que saber que para nos- 
otros no existia precepto igual al de derecho extranje- 
ro á que se refiere Nouguier. 

Caminando de esta suerte, fué como la sentencia lle- 
gó al grado de absolver de la demanda á la Compañía 
limitada del Ferrocarril Mexicano y condenar á la tes- 
tamentaría de Sayago en el punto de costas y gastos 
del juicio;, caminando sin rumbo cierto, sobre el suelo 
más movedizo y vacilante, y siéndose ya aquí, ya 
allá, de falsos puntos de apoyo que no le habían de ser- 
vir, en el momento dado, para escapar de la caida es- 
trepitosa que su destino le obliga á sufrir. El Sr. Líe. 
TrujíUo ha dado cuenta cumplida de ese documento y 
le ha cavado la fosa de su perpetuo descanso; ¡no tie- 
ne vida, ni puede comunicarla á la causa en cuyo fa- 
vor ^ dictó! Por mi parte, he contribuido á reunir 
elementos para que se le juzgue; elementos que no son 
todos los que de la sentencia brotan, pero que bastan 
ante cualquiera criterio imparcial y sereno que la exa- 
mine para desautorizarla y declarar que, en sus funda- 
mentos y resultados, es inane á los ojos do la ley y para 
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los intereses de la discusión. Al formarla quiso al pa- 
recer formarse lo imposible, conciliar el sí y el nó, san* 
cionar la contradicción incurriendo en el absurdo le- 
gal. Dejo eu paz esos restos y convierto Jiácia otro la- 
do mi atención. 

En la lucha empeñada por. los distinguidos patronos 
de los litigantes, el anterior de. la testamentaría Saya- 
go y el que permanece siéndolo, d^. la Compañía del Fe; 
rrocarril, descuellan estos supremos esfuerzos: por par- 
te del primero, el de reducir el juicio á la acqión enta- 
blada, á la3 personas que en él contienden y á las cu^s* 
tioneis únicas que eatre ellas pueden legalmente deba- 
tirse: por parte jd.el SQguudo, el de oponer excepciones 
nacidas no de hechos del actor, sino de la persona que 
trasmitió á éste los dpcumentos que QU el juicio se co-. 
bran, y cuyos hechos, reputa' y afirui^^- que son. trascen- 
dentales en perjuicio del primero. . A tal fin, invoca 
contratos ;y . estipulaciones ;que se celpbraron con esa^ 
otm persona, que up interviene en el litigio, y en cu^ 
yas estipu}3;CÍC)nes y coi^ratps UQ^jtivp, participación e]( 
^Ctor. Para hacer niás , díira . Ia contipnd..a. y d^scrib^r 
ej; terreno á donde ,me atrevo á pon^r 1^ pJant^, presen- 
taré á 1^ ponsi,(jleración de la Sala y.enbreyespftlabyas, 
el resumenidq aquellas, ; . ' i 

, El actor ccurael ii¡ijipoít¡^ de míos pagarés suscritos 
por la Compañía, en quq^e^ta se .pb,l¡ga //^. cp/0)r- 
2)iidad con lo p/evenidx;) , en la p,$critui'a pública ^e 16 
4e Julio d^ 1875,: otprgada ante .el. npt^po piibli- 
b^icoD. Ignacip .Qpsio, 4 p^gar. á, la órden.de.D, Ra- 
món Zangronis^ . en ; esta capital y á determinadas, fe- 
chívs.. ta,uil^¡en,. determinadas ^ cantidades de dinero. 
Endpsaclos esos .documento^ á favor dp D. Bernardo 
SayAgo y por. v^pr riecibido, su testanientaría deduce^ 
la acción, en garantía cqntra el signatario ^y ax^eptante 
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para exigir el pago; sostiene que este debe hacerse 
ejecutivamente y sin excepción por el demandado,, 
conforme á las reglas que fijan las Ordenanzas de Bil* 
bao para el cobro de las letras de cambio y demás do- 
cunaentos á la orden, y que han de hacerse á un lada 
cualesquiera consideraciones relativas á contratos á 
arreglos ajustados por la Compañía y Zangronis, per- 
sonalmente, cuando otorgaron la escritura en que tam- 
bién se estipuló el otorgamiento de los pagarés. 

El demandado alega como capital defensa, prescin- 
diendo de la que ha opuesto por tenencia ilegítima de 
uno de los pagarés, que, en general, los simples docu- 
mentos á la orden no son exigibles por esta forma, en 
los términos qué prescriben las Ordenanzas; sino que 
necesitan versar sobre operaciones de comercio y estar 
otorgados entre comerciantes; y que, en particular, los 
documentos en cuestión en este caso se suscribieron 
condicionálmente, sujetándolos al cumplimiento que 
¿angronis prestara á la escritura de que proceden: que 
en ella se estableció también, por sü clausula sétima, 
la condición de no hacerle pago alguno si faltaba á las 
obligaxiones que entonces contrajo; y que habiendo 
realmente, quebrantádolas, no tienen los portadores 
que de él han recibido Ckusa, acción para el cobro. 

La testamentaría de Sayago ha demostrado victo- 
riosamente, á mi modo de ver, que se quiwé arrastrar- 
la á un terreno vedado, oponiéndole excepciones que 
no con^esponden á la acción deducida, ni la estorban^ 
ni mucho menos la destruyen; y que debe evitarse la 
consumación de infracciones legales que produjeran 
la nulidad del juicio, al hacerlo recaer sobre personas 
que nó intervienen en él, y sobre la validez y efectos 
de contratos que no están ni pueden estar ahora á dis- 
cusión. La Compafíía se aforra en sus manifestaciones 
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j reputando inexpugnables sus atrincheramientos, se 
juzga y supone enteramente resguardada dentro de 
ellos. 

' Conservando todos mis respetos ai sistema de ataque 
adaptado y seguido hasta hoy por la testamentaría Sa- 
yago, y sin quitarle un ápice de sú eficacia, que es in- 
discutible para los fines que se propone, ha venidome 
á las mientes, Señores Magistrados, saltar las barreras 
contrarias, y romper caballerosamente mis lanzas con 
el adversario en el terreno que ha escogido para de- 
f6nderse,y en que se considera más apto y seguro para 
contender con éxito propicio y triunfar. La abundan- 
cia de razonamientos y el vigor manifestados por el 
Sr. Lie. Trüjillo, que ha pronunciado la última palabra 
en el debate directo y obligatorio como materia legal 
del juicio, no permiten que traiga otro contingente mió 
á esta contienda, sino el de entrar, por vía de supues- 
to, en el campo cercado de la contraria» y combatirla 
allí probándole que el recinto ¿ que se acoge no le d^- 
ría asile aunque tuviera derecho para reducirse á éL 
La Compañía demandada dá por ciertos dos supues- 
tos trascendentales que son el eje de sus movimientos: 
el de que los pagarés cobrados se suscribieron bajo 
eondición, y de que la cláusula 7.* de la escritura de 
16 de Julio de 1875, creó también como condicional la 
obligación de satisfacer esos pagarés; y teniendo así 
por exactos y seguros precedentes tap importantes, 
arranca de esos puntos de partida para oponer sus ex- 
cepciones al tenedor de los documentos. Tras del re- 
ducto no hay fuerza que lo defienda, y no temo, por lo 
mismo, penetrar á él. Insisto en que lo hago previa, 
una hipótesis, de cuyo carácter ni quiero ni puedo pres- 
cindir: la de que se hubieran opuesto con derecho á la 
testamentaria de Sayago las excepciones que intentan 
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hacerse valer en su contra. Si disquto su verdad, esto 
es^ la exactitud de los fundamentos que se les atribu- 
yen, y me abstengo de refutar su procedencia, lo ve- 
rifico nada más hipotéticamente, y manteniendo en pié 
cuánto ánt^s se ha expuesto bajo la única faz del ne- 
gocio legalmente planteada^ y que es suficiente para 
pronunciar la sentencia que hemos pedido y correspoá!- 
de.en' pleno derecho. . 

Hechas estas salvedades, me propongo demostrar: 
> Primero. — En la época en que se otorgaron los pa- 
garas de que se trata, los simples vales ó pagarés á la 
orden eran exigibles de la manera establecida por las 
Ordenanzas de Bilbao; ó, en otros términos, por sü f®r-» 
ma y para su pago se reputaban mercantiles. * 

Segundo.— Los pagarés en cuestiónj redactados á la 
orden j no están extendidos bajo condición, sino pura y 
simplemente. ^ » > - : -^ ». 

Tercero. — ^La eláüsula 7.* de la escritura de 16 de 
Jiilio'de 1875vácuya ejeotiición'y cumplimiento se su- 
pone hallarse sometidos los pagarés,* no encierara con^ 
dició}! que -afecte á,ésljos|' ni en sí misma e3 condicio- 
nal respecto- del contrató ^en cuya virtud se otorgaran 
y : entregaron ^aquellos vaies, en pago . de; precio. ; l- í i 
' iiCuart®.-^La discusión sobre cumplimiento; dé es» 
cláusula, dada su naturaleza y ya se le atribu^fa-la oohf 
dicional ó penal, tiene que ser materia de juicio ^ entre 
susi «otorgantes; diverso del presente, y-siii trasGendcui 
cia respecto de los tei*eeros tenedores: de los vaie&iír. 

Creo que sentaindo estas proposiéioneá ¡jr profeurc^n-í 
do defenderias hasta donde permitan mis fuerzas, voy 
á los últimos aáirincheramientos de la contraria y ob^ 
tengo, desde luego, el resultado importantísimo ^equi- 
tstr á su caúsala aparienciaidó justificación con que ha 
querido . cubrírsela, ^£|1 insistir tenazmente en: que está 
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puesto fuera de todo derecho el cobro absoluto que se 
intenta de unos pagarés que en sí mismos presentaban 
el anuncio de hallarse sujetos á condición, y cuando es- 
ta consta expresa y esplícita en la escritura á que tes- 
tualmente se refieren aquellos. De tal apariencia se ha 
hecho gran caudal, y lo menos que se ha imputado á 
Sayago es la impericia, como hombre de negocios, de 
que dio muestra aceptando pagarés condicionales, y su 
negligencia al no adquirir oportunamente noticia de la 
condición á que, según la escritura, estaba'sometido el 
pago. Libre era Sayago, se dice, para aceptar ó rehusar 
el negocio que se le proponía, para examinar sus con- 
diciones, sus resultados, sus seguridades, y si procedió 
con ligereza, con imprudencia y exponiendo sus inte- 
reses por la conducta que observaba, á él toca repor- 
tar las consecuencias de su culpa, y no á lá Compañía 
limitada del Ferrocarril Mexicano resarcir los males 
que le ocasione. 

Esta especiosa vestidura no demanda grandes tra- 
bajos para ser rota; el mayor consiste en probar que 
no merece el alto patrocinio del distinguidísimo profe- 
sor que la sostiene con su prestigio y con su acento. 
Y me propongo romperla para que se vea á plena luz 
que no es escudo capaz de resistir los ataques que con 
justo derecho le dirige Sayago; para que se vea que no 
hay razón en guarecerse tras de tan deleznable para- 
peto, y que no existen las condiciones que como arma 
inquebrantable y como invencible recurso, se esgrimen 
en contra nuestra. El Sr. Lie. Trujillo tomó á su car* 
go sostener que no eran armas para nuestro combate, 
que los Tribunales debían desentenderse de ellas, que 
á lo sumo correspondía declarar que se reservasen pa- 
ra desnudarlas y dirigirlas en otro caso y sobre otro 
adversario. Yo me atrevo á otra cosa, sin renunciar . 
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por esto á esa defensa enteramente regular y jurídica: 
¿ sostener que son armas desde un principio embota- 
das, y que en ningún caso podrían aplicársen(^ con 
ellas los golpes certeros que la contraria necesita para 
libertar 3u causa de la derrota á que^ no por mis débi- 
lísimas labores sino por su misma naturaleza, está con- 
denada. 

Y esta es la oportunidad para consignar una expli- 
cación. Cuando el Sr. Lie. Trujillo, en el hábil sistema 
que ha seguido y desenvuelto, habló de condición de 
la clausula 7*., según la invocaba la Compañía deman- 
dada, de la exhoneración de las obligaciones á que ella 
equivaldría, de la acción y facultad para exigir al Sr. 
Zangronis su cumplimiento ó las consecuencias de la 
inejecución, y de otras especies análogas, lo hizo siem- 
pre bajo los supuestos contrarios y adoptando el len- 
guaje de la parte demandada, y no otorgando conce- 
siones que le pusieran ligaduras para contender en otro 
terreno y que, además, tuvo cuidado de advertir no 
pendian de su mano, porque en este juicio no ha lle- 
vado la personalidad y representación de Zangronis. 
Yo procedo de idéntica manera: no soy sino abogado 
de Sayago, y procuro, únicamente por él, defenderlo 
en todos los campos á que lo veo llamado. 

Los ilustrados patronos que hasta ahora han inter- 
venido en la contienda, remontaron su vuelo á las más 
altas regiones de la jurisprudencia y han pedido auxi- 
lio para llenar respectivamente su noble oficio, á los 
ipiás ricos tesoros de la ciencia. No los seguiré en su 
elevado arranque: la esfera para mí es más limitada, y 
mis débiles miradas no alcanzan los amplios horizon- 
tes á donde llegan las suyas. Por otra parte, muy poco 
es lo que han dejado sin explorar en los caminos que re- 
. corrieron, y tanto por este motivo, como porque sa- 
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bias enseñanzas que he escuchado, entre otros labios, 
de los respetables de uno de los dignos Ma^strados 
que van á fallar el negocio, me Ijian hecho comprender 
que hay también inconcusa conveniencia en pedir au- 
xilio para estos debates á las.constancias. de autos, que 
son en el particular preciosos elementos, no citaré más 
•que las reducidas leyes y doctrinas que todavía sea lí- 
cito traer al litigio, y haré mérito en cuanto juzgue 
oportuno, de los datos que para corroborar mis aser- 
tos ofrezca el expediente. 



PRIMERA PEOPOSICION. 

En la época en que se oto^^garon los pagarés de que se 
trata^ los simples vales ó pagarés á la orden eran exi- 
gibles de la manera establecida por las Ordenanzas de 
Bilbao, ó en otroe términos, por su forma y para su 
pago se reputaban meir;antiles. 

El primer empeño del ilustrado patrono contrario, 
ha consistido en sostener que en la época del otorga- 
aniento de- loa pagarés, 16 de Julio de 1875, estos do- 
cumentos no se reputaban mercantiles ni se sujetaban 
«en su trasmisión y para su pago á las reglas estableci- 
das por las Ordenanzas, si no eran comerciales por su 
naturaleza y por razón de las personas entre quienes 
versaban; esto es, si no procedían de una operación 
mercantil y no se otorgaban entre comerciantes. 

Como fundamento de su tesis, interpreta del modo 
que cree serle más favorable, algunos números de las 
Ordenanzas referidas, cita abundantemente opiniones 
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que le parecen conducentes de notables escritores fran- 
ceses, y presenta como decisivo el texto del art. 12 del 
decreto de 1.^ de Julio de 1842, concebido en estos 
términos: 

" Las demandas sobre cumplimientos de pagarés, 
*^ solamente serán de la competencia de la jurisdicción 
" de comercio cuando procedan de algún negocio mer- 
" cantil, el cual deberá explicarse y detallarse en el 
" pagaré mismo para que se surta el fuero de Comer- 
" cío." 

También se agregan algunas disposiciones del mo- 
derno Código de estérame, que aunque no vigentes ea 
aquella época, gozan como doctrinas y por su origen,, 
de una respetable autoridad. 

Entiendo que ninguno de los fundamentos invocados 
corresponde á su propósito, y por vía de claridad y con 
objeto de que incontinenti se descubra la fuerza de 
mis observaciones, comenzaré por manifestar que la 
cuestión ha de plantearse, en este punto, como la he 
planteado y no como la parte demandada la anuncia. 
Estamos inquiriendo, en efecto y exclusivamente aho- 
ra, si los pagarés extendidos á la orden, cualquiera 
que sea su origen y cualesquiera que sean las perso- 
nas interesadas, se trasmiten, se cobran y producen, 
bajo este aspecto, las acciones y derechos atribuidos á 
los vales en que se ocupan las Ordenanzas; eá decir, si 
para esos fines se equiparan é identifican con éstos. Es 
de otro lugar examinar y demostrar, cotíió ya antes se 
ha examinado y demostrado por nosotros, que los va- 
les en cuestión procedieron también de operación mer- 
cantil y versaron entre comerciantes. Pero no estamos 
inquiriendo, como lo ha dicho el aprecíabílisimo abo- 
gado contrario, si los paga/ré^ de comsroio para que se 
trasmitan y se cobren de la manera prescrita por la» 
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Ordenanzas de Bilbao, haií de llenar los requisitos que 
en las leyes de comercio se establecen; la cuestión cir- 
cunscrita á esta fórmula sería verdaderamente ociosa. 

Pero hay que advertir, que ni acudiendo á la cita de 
las Ordenanzas, puede sostenerse que conforme á ellas, 
el vale ha de proceder de operación de Comercio y la 
ha de expresar, supuesto que en el número primero 
del cap. 14, se autoriza la formación devales por prés- 
tamos, que no son operaciones mercantiles; y que no 
se incluye entre los requisitos con que deben entender- 
se, y que precisamente determina aquel número para 
quitar variedades, dudas y diferencias, el de expresar 
la operación originaria del documento. La sentencia 
de casación de 11 de Febrero de 1884, declara en uno 
de sus considerandos, que esos requisitos del número 
primero, cap. 14 de las Ordenanzas, eran los esencia- 
les de los pagarés bajo la anterior legislación, que esa 
la que este negocio se halla sujeto. 

Ya que el texto no corresponde á las intenciones de 
la parte demandada, se ocurre á la interpretación y se 
dice: que equiparados los vales á las letras de cambio, 
y estando prevenido que respecto de éstas se exprese 
cómo se recibió el valor, lo mismo debe pasar tocante 
á los pagarés. El argumento es vicioso bajo distintos 
conceptos: uno, porque no se equiparan las letras de 
cambio y los vales cuanto al modo de extenderse, res- 
pecto del cual para cada especie de esos documentos 
se dictan reglas especiales, sino respecto del modo de 
cobrarlos contra todos los obligados, eíecutiva, suma- 
riamente y sin admitir excepción alguna, como ordena 
el número 5 del cap. 14; otro, porque las citas que se 
hacen para fundar la interpretación, iónicamente con- 
tienen el mandato de que se exprese cómo se ha reci- 
bido el valor, que es miij diverso de ¡que se exprese la 
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operación de qué procede ó la calidad mercantil de ios 
que intervienen: esto era lo que se había anunciado al 
invocar las citas y lo que la contraria debia probar con 
«Has. 

Las de escritores franceses que en tan crecido nu- 
mero aglomera el distinguido patroho contrario, tien- 
den, á tres fines: primero, á demostrar la diferencia* 
que hay entre las letras de cambio y los billetes á la 
orden, sentando como principio que aquellas siempre 
encierran una operación mercantil por su naturaleza, 
cual es el envió de dinero do una parte á otra, sea cual 
fuere la calidad de los interesados; mientras los segun- 
dos no se refieren precisamente á una operación de 
comercio, que por lo mismo es necesario especificar en 
el documento; segundo, á probar que la letra de cam- 
bio ó el billete á la orden que claramente no refieran 
Cuál es la especie de valor recibido, no surten la com- 
petencia de los Tribunales mercantiles; y tercero, á es- 
tablecer que los simples documentos á la orden, aun 
cuando se contraigan á operaciones comunes, son tras- 
misibles por endoso, deben someterse para la conser- 
vación y ejercicio de las acciones que de ellos nazcan 
á las formalidades del protesto, y que no se nulifican 
ni convierten en ineficaces las obligaciones que con- 
tienen, por cualquiera irrregularidad que se les atribu- 
ya á consecuencia de la falta de expresión de una cau- 
sa mercantil. 

La habilidad indiscutible coii que está conducida la 
defensa del demandado, se ha empleado en hacer otras 
deducciones de las doctrinas que aduce; pero para que 
se restituyan las cosas á sus verdaderos términos y 
aparezca la mente de los escritores traducida con toda 
exactitud, apartando cuanto accidentalmente hayan 
dicho y fijando su tendencia y objeto principales, voy 
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á permitirme trascribir algunos de los pasajes que se 
presentan éomo más importantes. 

Se hace mérito de la opinión de Bedarride, que dice 
comentando el art 188 del Código de Comercio fran- 
cés (núm. 660, sec. 2*. tomo 2*^.): '*E1 objeto recíproco 
" de la letra de cambio y del billete á la orden influye 
*' de una manera decisiva sobre su respectivo carácter. 
" La letra de cambio es esencialmente comercial, tan- 
*' to en el fondo como en la forma. Lo que la consti- 
*' tuye es lá remesa de dinero de lugar á lugar, es de- 
*' cir, una operación de cambio. Por esto es que la ley 
" no se contenta con calificar esta operación de acto de 
'^ comercio:' ha querido, además, explicarse tanto sobre 
** la letra de cambio, como sobre la remesa dé lugar á 
'* lugar. Son reputadas acto de comercio entre todas 
" las personas las letras de cambio, ó remesas de di- 
'5 ñero hechas de lugar á lugar." 

** Cualquiera que sea, pues, la calidad de los sus- 
" ritores, la creación de una letra de cambio es un he- 
" cho atributivo de jurisdicción. Las dificultades que 
, " su ejecución puede suscitar, no son capaces de ser 
" apreciadas más que por el tribunal de comercio. Esta 
'* ejecución entraña la prisión por deudas." 

" El billete á la orden no es por sí mismo necesaria- 
*' mente uii acto de comercio. No tiene realmente de 
*' mercantil mas que la forma. No contrae realmente 
** este carácter, sino cuand*» emana de individuos co- 
*' merciantes y si la causa de que procede es una ope- 
<* ración de comercio." 

" Esto sería, sobre todo, lo que proporcionaría el mo- 
'* tivo que determinara la decisión. En efecto, si la ley 
" hace derivar el carácter comercial del billete á la or- 
** den de la calidad del que lo suscribe, es porque pre- 
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" sume que ha sido creado por las necesidades del co- 
'* mercio. Y por consiguiente, desaparecería ese carác-^ 
" ter, á pesar de esta calidad, si el billete expresase 
" una causa puramente civil." Ejemplo de las prime- 
ras citas que he mencionado. • 

De las hechas en el segundo sentido, hé aquí estas 
en que se trata del caso en que al billete ó documento 
á la orden falte el requisito de enunciación del valor. 
Del mismo Bedarride se toman estas palabras- »iLa le- 
•I tra de cambio no podría entonces existir válidamen- 
í» te. El título producido como tal, sería nulo y de nia- 
" gún valor en el sentido de que degenera en simple 
«» promesa que el Tribunal de comercio no tendría com- 
petenciapara apreciar, d menos que se tratase en el fondo 
de una operación comercial ó que los suscritores fue- 
sen comerciantes. \ \ 

íí La nulidad del título no tendría influencia mas 
que relativamente á la jurisdicción excepcional y á los 
efectos que ella produce. Las partes y el negocio se- 
rían remitidos á les tribunales ordinarios que aplica- 
rían el derecho común, pues sería inicuo que un vi-, 
ció de forma en el título hiciese desaparecer la oblir 
gación.it 

De Dalloz se trascriben estas palabras: nLa ley no 
se contenta con una enunciación vaga del valor; es 
necesario expresar la especie de valor, para que sea 
fácil juzgar si las partes no han buscado el modo de 
eludir una prescripción formal m 

•» Aplicando estos principios se ha decidido: 1.^ que 
en un efecto que no enuncia el valor entregado, no 
hay; ni letra de cambio, ni billete á la orden, y desde 
entonces, si el suscritor no comerciante, ¡'estrechado 
al pago de este efecto, declina la competencia del Tri- 
bunal de Comercio, este Tribunal debe acoger Id de^ 
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ciinatoria, ^ aunque el efecto lleve la fimia de comer- 
ciantes, w Con estas trascripciones dejo probado el fin 
do las citas hechas en segnndo término. 

Y por último, de las concebidas en el postrer senti- 
do, haré mérito de las siguientes. De una sentencia 
que se inserta por Dalloz en eíñúm. 376 de su artícu- 
lo Efets de Commerce, se toína entre oíros esté consi- 
derando: ' . ' ' 

í« Que estando privado el billete de que se trata, por 
y^zón de la,, falta de expresión de Ips yalorqs ^ecibi- 
dps, de uii^a. de las, condicipne^ constitutivas, del bille-. 
tQ. á la: oyden, talcomg ha sido definido por el artícu- 
íq 188 del Código de Comercio, ja cuestión se reduce 
á saber sd, guede estipulavse válidamente que upa. 
obligación puramente, ciyil. ó. un ef^ctp de cpiuercio 
d^ge^nerado en simple, promesa por causa, de, irnper-* 
fección, podrá hacerse negociable por vía de endoao.^ 
Que. dpsde luego <^eb^ observarse que, este. ^giodo de, 
trasmisión de la propiedad de créditos no está exclu; 
§ÍYamente. reservada al cor^tei^cio^ pprque la ley admite 
en Ips biUeí^e^ .ája orde,». el carácter fiiyil c^i^^^ 
ter com^reial^ y quq la inlí^xpi<í^n d^UpgisJÍAdQr, ^^^í'í^ 
lo, , explican IqS; paotivos . del, .lib.. 4 d?) Pódigo de Co- 
iigL^ircip, -h?, sJi^o.fi9reepií.t9a^ la masa<de yaJ[ores;puestQgí 
en, cirQialaQián' bajo .esta, fprma,. no «¡olgimente en, iur. 
tayéSriiQl c^me^cip, sinp también en el da la agricultura,, 
y esta legtipulapipnren .materia pi,vij pp e^tá de ni^gu-, 
na .s,uefte pyojiibidiaí por ^algun^ disposición .legal,, ¿al 
menos .^e un mod^o e^fpre^o »,..,. . . , i , 

íD^' ¡Nouguieií se copianí varios pasajes, de loi^' duales^ 
á lili vez tomo loé siguientes: • nLoá' billetes á la orden* 
pueden ser objeto -de tín endosa válido, aunque la- 
negociación no haya; sido hecha por: caíuáa de comer-' 
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cío ó no intervenga entre comerciantes, n (Núm. 599, 
tom, 1.) 

it Las obligaciones hechas ante notario, pagaderas á 
la orden, y asimismo las letras de cambio j billetes 
ája orden hechos ante notario, son trasmisibles por 
vía de endoso, y el tercer poseedor adquiere su pro- 
piedad, aun respecto á terceros, sin que sea necesa." 
rio recurrir á la notificación del trasferimiento del 
deudor.!! (Núm. 609, ibi.) 

«I La estipulación contenida en una obligación nota- 
riada que contenga hipoteca con la cláusula de que 
será pagada al portador es válida, y los billetes á la 
orden suscritos al mismo tiempo que la obligación, 
serán considerados como haciendo con ella un mismo 
sólo acto, y cuando son trasferidos por vía de endoso, 
deben entrañar en provecho de los portadores, la ga- 
rantía hipotecaria estipulada: la notificación del tras- 
ferimiento no es necesaria para obtener esto resulta- 
do, el cual se deriva del endoso mismo, n (Núm. 611, 

Todas estas doctrinas dejan la cuestión intacta y no 
revelan cómo puedan aplicarse á nuestros Tribunales 
y bajo el imperio de nuestra legislación. Conformé á 
ella, ¿son irregulares los pagarés á la orden que no ex- 
presan la operación y el valor de que proceden? No 
podremos olvidar que tratamos dé la legislación que' 
regía cuando se otorgaron los documentos. La falta de 
esa expresión, ¿produce la incompetencia de Tribunales 
especiales que aquí no tenemos? De acuerdo con nues- 
tras leyes, ¿cómo se ejecutan y se hacen pagar ante nues- 
tros juzgados ordinarios los pagarés á la orden que no 
contienen ni especifican operación y valor? Basta ha** 
cer estas preguntas paja comprender cuan inútilmente 
ha levantado la parte contraria el ostentoso edificio i 
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que sirven de base y de coronamiento, las doctrinas de 
los esclarecidos escritores que al fin y al cabo vienen á 
asistir á nuestra contienda como testigos impasibles. 
Voy, no obstante esa claridad, á profundizar algo las 
especies y á tocar los puntos en que ha creído la parte 
demandada serle favorables las citas hechas. 

De la distinción entre las letras de cambio y los pa- 
garés, que tan trascendente y de provechosos resulta- 
dos parece á la contraria, porque aquellas siempre en* 
vuelven una operación mercantil y no así los segimdos, 
yo creo, salvos los merecidos respetos que guardo y 
guardaré constantemente al apreciabíiisimo patrono de 
laCompañia,que no puede ni debe hacerse mucho alarde 
ni gran caudal, supuesto que la ciencia, la práctica del 
comercio y el interés general de los pueblos han dejado 
ya establecido, sin contradicción, que las letras de cam- 
bio, los otros documentos á la orden y cualesquiera 
títulos circulantes de ^crédito, tienen un valor propiio 
que los hace equivalentes á la moneda. La antigua dis- 
tinción entre letras de cambio y libranzas, etcétera, pa- 
ra indicar que los títulos cambiaban ó pudieran cam- 
biar de efectos según acreditan distintas operaciones, 
ha venido enteramente por tierra bajo el aspecto re- 
presentativo del documento puesto eu circulación. Es- 
tas ideas no son arbitrarias, y da fe de ellas la parte 
expositiva conque se presentó el proyecto de Código de 
Comercio, en la cual se leen estos pasajes: 

" Las ideas comerciales se han modificado muoho en 
punto al contrato de cambio de pocos afios acá de- 
bido por una parte al desarrollo de los principios del 
crédito, y por otra á las teorías alemanas que han to- 
mado ya lugar en la legislación de los países más ade^ 
lantados. Antes, cualquier documento que represen- 
tase una opereción de cambio, no era considerado 
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sino como el instrumento que acreditaba aquella ope- 
ración. Hoy se ha querido dar a esta clase de docu- 
mentos un valor propio que se acercara lo más posi- 
ble á la moneda. Las ventajas de estas ideas nuevas 
se comprenden, calculando que por el crédito aumen-, 

ta la riqueza del comercio Naturalmente coi>. 

nuevas ideas ha venido una nueva nomenclatura en el 
comercio; y la comisión ha adoptado los nombres de 
letras de cambio y ma^dato3 á la orden, toipandp tamt 
bien en. consideración los mandatos al portador y laás, 
cartas : de crédito, ........ Debemos advertir antes, do, 

pdsar adelante qtie liónos dado de mano áM antigMoi^ (fi- 
xi^iáú dejetra^ de caviUo y de Mbranzm, Jjasdi/er^neim 
q^ se les suponiaera^bd^e cireunstancids accesorias pm^i 
épretientaVan im mismo contrato^ siendo i^ímles en elfm- 
doylafornia.'^ox ser ilógica tal división Ib hemos su-, 
i^viim^do\ las dispmcioned sobreeWMnPrato de ^cambio aé 
aplicarán áf todos los docunientos que á él se. refieran^; 
según i sus casos y particularidades, n. . 
...Para, honra de la antigua Metrópoli y d^ Méxiofe 
emancipado,, es de advertir; que esas idéaa. hueváis .que» 
han. dado generalnlente elcarácfcer de numedaiá los dó- 
cttmentos ciroulantesy .óilo quíe eslo mistoo átosd^cuf! 
mentes endosables, óílo-que es Ioj mismo, todavíft^ lo«f 
documehtos ala ord'en, únteos éapaces derla trásmÍH 
sión por simple ewjdqso, no eran; nuevas sino conopi-* 
das, y estaban fundamentalmente aéeptadas desde mu- 
cho tiempo atibas en España y.enia EepúblieaMexicana. 
No. solamente lo acreditan aisí nuestras- prácticas mesr-. 
cantiles, y la confianza siempre otorgada en el comei'd 
cío: á. los documentos á la ordeíi, sino .que d^ devéllo. 
solemne testimonio el número sibte, cap. 14 de Jas Ort, 
denanzas de Bilbao, quej comieiiza con emitías textuales' 
pálabrais: /Tractícase también en este comercio dar 
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libranzas unos comerciantes contra otros, para en su 
virtud hacerse varios pagamentos, y porque siempre 
se considera y supone se hacen estas libranzas como en 

dinero en contado!! Posteriormente se expidieron 

otras disposiciones ya españolas, ya mexicanas, que 
conservaron y robustecieron el principio que atribuye 
el carácter de moneda á los documentos á la orden, y 
mantiene viva la regla de que su pago ha de hacerse 
sia tropiezos ni dilaciones á los tenedores: consecuen- 
cia natural de aquella asimilación con la moneda. De 
tales disposiciones ocasión tendré de hablar en segui- 
da; pero lo dicho hasta aquí es suficiente para com- 
prender, rindiendo homenaje á las autoridades citadas 
por la contraria, que entre nosotros la anterior dife- 
rencia de letras de cambio y de los demás documentos 
á la orden, no la ha producido nunca respecto del ca- 
rácter que todos han tenido de moneda convencional: 
todos han significado bajo este aspecto la operación 
mercantil del cambio, y todos han valido dinero, desde 
el cambio seco en que, como decia Hevia Bolaftos, se 
trocaba la moneda presente por la que está ausente, 
hasta la mas perfecta letra que se ajuste á las reglas 
de los Códigos modernos. 

Es cierto que los tratadistas franceses reputan irre- 
gulares los documentos á la orden que no especifican 
el valor recibido; que algunos y muy dignos de consi- 
deración, califican en iguales términos el que ó los que 
expresan un valor que no se presenta desde luego co- 
mo mercantil y que todos convienen, tratándose del 
primer caso, en que aquellos documentos no surten la 
competencia de los tribunales de comercio. ¿Pero có- 
mo se establecen la relación é inñuencia de esas doc- 
trinas respecto de nuestros pagarés á la orden, otorga- 
dos vigentes las Ordenanzas de Bilbao? Aquellos escri- 

6 
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tores emitieron su parecer comentando el artículo 
ciento ochenta y ocho del Código de Comercio de su 
patria, como ya he dicho, que está redactado en esta 
forma: **E1 billete á la orden tiene fecha. — Anun.ña la 
*'suma que debe pagarse, — el nombre de aquel á cuya 
"orden se suscribe, — la fecha en que deba hacerse el pa- 
*'go, — el valor que se ha suministrado en especies, en 
''mercancías, en cuenta ó de cualquiera otra manera;n 
y se comprende perfectamente que en presencia de es- 
te precepto, se susciten dudas ó se crie convicción en 
el ánimo, sobre la irregularidad de un pagaré que no 
se ajusta á lo mandado, bien porque omite expresar 
el valor ó bien porque expresa alguno que no está 
comprendido en la enumeración de la ley. Y aquí es 
el lugar á propósito para notar la discrepancia produ- 
cida entre los escritores cuando se trata de la designa- 
ción de un valor no mercantil: los unos creen que este 
es indispensable para los efectos del billete, y los otros 
juzgan que la prevención legal queda satisfecha con 
designar, según las palabras del artículo, un valor su- 
ministrado de cualquiera manera^ con tal que no reve- 
le una causa ilícita. Mas es imposible que en nosotros 
surjan dudas ni se crien convicciones á este respecto y 
por esa causa, cuando nuestra Ordenanza de Bilbao 
no exige la expresión del valor, sino que en este pun- 
to se conforma con la jurisprudencia que ya citaba la 
antigua Curia Filípica, apoyada en las leyes de la Re- 
copilación y doctrinas de Parladorio, y de que hace 
mérito en el nám. 6^— § 7.° del juicio ejecutivo: "Así 
naismo trae aparejada ejecución el instrumento aunque 

en él no hayor causa de que proceda la deuda, w 

Aquí acaece una cosa semejante á lo que antes se de- 
cía de las letras de cambio: á saber, que por la natu- 
raleza del contrato, ellas contienen y revelan siempre 
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una operación mf^rcantil. Así el pagaré revela siempre 
una deuda en cuya virtud se ha extendido; deuda 
que siempre lo es, cualesquiera que liayan sido los va- 
lores que recibió el süscritor, y por cuyo importe ó 
equivalencia se entregó este papel' moneda al tenedor.- 

De manera que en Francia pasará lo que se quiera 
con vista de la legislación que allí rige; pero nosotros 
tenemos que ceñirnos á la patria para juzgar de nues- 
tra especie. Y no se crea por lo que acabo de manifes- 
tar, que conforme á ías leyes, á la jurisprudencia y á 
la doctrina de los autores franceses, sea cierto que 
el documento irregular por la expresión del vo^lor, pe- 
ro que sin embargo está extendido á la orden, d^cae 
en la eficacia de su cobro hecho por I03 tenedores que 
lo adquirieron en virtud de endoso; 

Desde luego tenemos confesado por la contraria en 
sus citas relativas, que el documento á la orden es en- 
dosable y no se nulifica cuanto á la obligación «que con- 
tiene. En verdad reputo favorables la§ ablifld^.nt^s re- 
ferencias del infoT^me contrario, para establecer esa' 
particularidad que me es interesantísima: la de que el 
documento á la orden esenjcialmente es susceptible de 
la trasmisión por simple endoso. Mi buena fortuna ha 
hecho que tal concepto sea sólidamente sentado por 
parte de la Compañía del Ferrocarril Mexicano, y á 
nadie se han de ocultar los resultados que de ahí se 
derivan en pro de la causa que sostengo.. No necesito 
desenvolverlos: se producen por sí mismos y de suyo 
vienen á la vista. El endoso es exclusivamente medio 
de trasmisión ó cesión mercantil; tiene por la necesidad 
4e las cosas que ir acompañado con sus efectos natur 
rales, y es imposible afirmar que el documento en que 
puede usarse no goza, como la demanda lo asienta.^ 
absolutamente carácter comercial. 
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' Pero avancemos y veamos, aprovechando el criterio, 
las luces y las doctrinas de los mismos escritores fran- 
ceses, qué eficacia reconocen y ha sancionado su juris- 
prudencia, en los documentos extendidos á la orden 
con expresión de causa no mercantil. Nouguier, refi- 
riendo la práctica de los tribunales sobre el valor su- 
ministrado, cita diversos é importantes fallos en los 
números 12, 13 y 15 del párrafo 1,463, que está en el 
tomo 2 ? de su obra, y hace los siguientes extractos 
de varias sentencias: 

»»üna obligación concebida en estos términos: »«Los 
»*abajo firmados comerciantes, reconocemos deber á 

"M la suma de que nos obligamos solidaria- 

»i mente á reembolsar á éléásu orden, previniéndonos 

Hconseismeses de anticipación puede considerarse 

» como efecto de comercio á la orden cuya propiedad es 
11 válidamente trasmisible por endoso. uSin duda que 
aquel no es un verdadero billete á la orden regular, su- 
puesto que la mención del valornose'expresa en el bille- 
te que no contiene sino un reconocimiento general de la 
deTuda; pero esta irregularidad no hace desaparecer el 
carácter de trdsmisibiliddd por endoso que la mención de 
la orden atribuye á esta obligación. Y en este caso el sig- 
natario de tal obligación no puede oponer al tercer por- 
tadme las excepción^ que hobbria podido invocar contra 
su acreedor primitivo. \í 

«•El billete á la orden con esta causa: ^^por término de 
arrendamiento de habitación^w llena el objeto del artícu- 
lo 188 del Código de comercio. La circunstancia, no 
indicada en el cuerpo del título, de que el beneficiario 
era el principal locatario de la casa arrendada, y el 
hecho de que por no haber pagado ese beneficiario al 
propietario, el otorgante debió desinteresar á éste, no 
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autorizan al suscritor á rohusar el pago del billete á la 
orden, que es^á en manos de un tercer tomador, n 

*» Cuando los billetes á la orden encierran todas las 
enunciaciones exigidas por el artículo 188 para su va- 
lidez y eficacia; cuando claramente anuncian el valor 
suministrado en especies, importa poco respecto de un 
tercer tomador, qiie estos billetes hagan reserva de arre- 
glos anteriores, y expi^esen que no constituyen sino una 
misma y sola cosa con una delegación consentida por un 
acto separado del otorgante al benejlciario. Estas 
menciones que no tenían mas objeto sino impedir que 
los billetes se emplearan doblemente con las obligacio- 
nes ó arreglos anteriores, no impedían que se negociaran 
conforme á la cláusula á la orden, inserta en ellos: por 
otra parte, no envuelven violación de ninguna de las 
enunciaciones esenciales en la constitución de los bi- 
lletes á la orden. De donde se sigue que el suscritor 
no podría rehusarse á pagarlos al tercer portador." Y 
aquí observaré de paso, que no puede encontrarse una 
analogía mayor con nuestro negocio: si insertamos en 
la cita los nombres de la Compañía, de Zangronis y 
Sayago, la sentencia extractada más bien que cita apli- 
cable, parecerá relación de nuestro asunto. 

Dalloz, en su largo núm. 197 del artículo Efets de 
Commeixe, se ocupa en las irregularidades por defecto 
de especificación de valor (que no lo son por nuestras 
Ordenanzas de Bilbao) y en las que proceden de no 
enunciación de la causa, y repitiendo que por ellas po- 
drá declinarse la jurisdicción consular, advierte que la 
• designación de valor ó causa no mercantil, no puede 
servir de motivo para impedir la trasmisibilidad del 
valor por simple endoso, ni para dispensar la necesi- 
dad del protesto, y agrega: '»Por otra parte no habien- 
»do excluido la ley del comercio sino á ciertos valores. 
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»íse comprende que expresada la causa y siendo lícita, 
«»no puede constituir un defecto de forma del billete á 
•da orden, capaz de quitarle su privilegio de trasmisibi- 
»didad; asi es que la ley se ha limitado á exigir que el 
"billete enunciase el valor recibido en mercancías; en 

»»e4f5pecies ó de cualquiera otra manera Desde que 

»»el billete es negociable, es necesario suponer que ha 
••sido creado con ese objeto, (habla de uno en que el va- 
ídor sea por inmuebles comprados); que circulará como 
»» circulan los billetes á la orden, con atribución de pro- 
»» piedad en provecho del tenedor, á quien no podrá opo- 
'•nerse ninguna compensacián. El quei suscribe un tal 
ubillete, de una manera pura y simple, se juzga por es- 
"te mismo hecho, que adquiere el compromiso de pagar 
•da suma que en él expresa: si quería procurarse excep- 
í»ciones ó compensaciones debió manifestarlo; ^i ha sido 
•digero ó imprudente, no debe quejarse sino á sí mismo, 
^^En estos casos, el pinncipio, según el cual nadie puede 
^i trasmitir Tfiás derechos que los que tiene, no puede apli- 
^^carse: debe cedm^ d otra regla que tiende á estahlecet^se en 
i^esta materia, p que considera el billete á la orden como 
^^una especie de moneda corriente, que es de la p^^opiedad 
^nncondicional del terce^ tenedor. Ahora bien; ¿qué con- 
'•dición de pago resulta de la causa expresada, valoren 
^nnmmblesf (Es el caso en que el autor se ocupa, y sus 
'•razones son aplicables á cualquiera otro semejante en 
»ique nada indiquq la existencia de alguna condición). 
"Ninguna, ciertamente, ni expresa ni tácita, suponien- 
»»do que pudiera imponerse una condición tácita á los 
"terceros tenedores de buena fe. Esta causa indica que 
"el suscritor es deudor de un precio; pero de ninguna 
"manera significa que el pago esté subordinado ya ala 
"cancelación de las inscripciones, ya á la liberación de 
"todo temor de evicción, y ciertamente todo el genio 
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»Kle la interpretación no podría llegar hasta ese extre- 
*»nio. Por otra parte, ¿cuál sería el inmueble que de- 
•«bería quedar libre de inscripciones ó del, temor de 
»»eviccion? El documento no lo designa.^ Si se dejase 
»» al suscritor dueño de rehusar el pago ó de oponer la 
»» compensación al tercero tenedor, ^se concibe con qué 
«» facilidad podrían cometerse fraudes, en el caso, por 
»» ejemplo, de que hubiesen tenido lugar varias ventas 
»» entre el suscritor y cualesquiera otras pegonas? iQué 
»í facilidad para crear inmensas circulaciones que nun- 
»»ca perjudicarían mas que á los terceros, porque el sus- 
»»critor no tendría sino que refugiarse tras del alegato 
»>de un simple peligro, ó que justificar elpago que tu- 
»»viera que hacer á acreedores hipotecarios ó privile- 
»»giados, para eludir toda persecución! No, una tal la- 
*i titud, una latitud tan amplía, no debe dejarse al frau- 
••de; y de la misma manera que la expresión 7)alor en 
^^cuenta, no somete al tenedor al resultado de la cúen- 
••ta, la expresión talar en inmuebles^ no es indicativa de 
>« ningún retardo, de ningún plazo, de ninguna condi- 
Hción; suponiendo, lo que aquí no examinamos, que la 
n inserción en un billete á la orden de una condición 
»• cualquiera de pago, lo haga degenerar en una simple 
»» promesa y le quite todo privilegio de negociabilidad, i? 
»» Conforme á esta teoría se ha juzgado: 
»1.° Que un billete á la orden suscrito sin condición, 
"siendo para el tenedor como una pieza de moneda, el 
»• suscritor no puede rehusar el pago, cualquiera que 
»»sea la calidad del valor suministrado. Así es, que el 
"suscritor de un billete á la orden causado, valov reú- 
^^hido en inmuebles vendidos según acta de esta/echa, es- 
•itá obligado á pagar al tercer tenedor, aunque existie- 
»»sen inscripciones hipotecarias sobre los inmuebles, 
etcétera. 
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"2.® Que el suscritor de billetes á la orden, causa- 
»»dos valor recibido en inmíiebles, no puede oponer al 
»»tercer tenedor la nulidad de los billetes por defecto ó 
^ falta de caus^^ por los que la venta del inmueble fuese 
unula, ni por consiguiente rehusar el pago.n 

'«3.^ Que el suscritor de un billete á la orden, cau- 
"sado valor en resto de precio de inmiiebles vendidos, ó 
^^de venta de un inmueble, no puede prevalerse contra 
«►el tercer tenedor, de las excepciones que habría po- 
•»dido oponer á su vendedor, y por consiguiente no pue- 
»»de rehusar el pago del billete, etcn 

En el número 198 siguiente, y después de haber 
sido el autor citado tan expresivo y terminante al sos- 
tener que el billete á la orden adquiere por esta cir- 
cunstanda el carácter de moneda, y que las irregula- 
ridades de operación ó de causa no lo privan de sus 
efectos, ni permiten que se aleguen contra el tenedor 
las excepciones que procederían respecto del primer 
acreedor, pues en virtud del endoso y de la consiguien- 
te cualidad circulante del documento, no hay lugar á 
la aplicación de la regla que rige la cesión cooiún, pre- 
senta como resumen de sus ideas y de la jurispruden- 
cia francesa en el particular, lo siguiente: '«La Corte 
iide casación ha resuelto á su vez esta cuestión de la 
"manera mas expresa, y su decisión, conforme á los 
»» verdaderos principios de la materia, parece que debe 
"fijar la jurisprudencia en lo de adelante. Esta Corte, 
»»á un impedimento formulado contra la sentencia ci- 
••tada de Bourges, de 17 de Abril de 1832, ha resuel- 
»»to que el adquirente de un inmueble, que ha suscrito 
»*en pago de su precio un billete á la orden causado, 
uvalor recibido en inmitebles, debe ser obligado para con 
^^el tercer tenedor al pago de ese billete, aun cuando á 
inconsecuencia de una orden judicial, hubiere ¡/a pagado 
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»«á los acreedares hipotecario^^ inscritos el monto integro 
^^ del precio de la venta.w 

Hé aquí, Señores Magistrados, á dónde hemos veni- 
do á parar con las citas de los escritores franceses, in- 
vocadas por la contraria; al resultado de que el billete 
á la orden, aunque adolezca de vicio de causa confor- 
me á la legislación francesa, no pierde su carácter ni 
sus preeminencias; y supuesto que nuestras Ordenan- 
zas de Bilbao no se asimilan en este punto á las refe- 
ridas leyes extranjeras, ni requieren aquella expresión, 
lo único que puede inferirse de las doctrinas que se 
aducen, dándoles la aplicación jurídicaniente posible, 
es que nu^stros simples billetes á la orden son exigí - 
bles y se cobran conforme lo prescribe el mencionado 
Código. 

Empero la ley de 1.** de Julio de 1842 es decisiva en 
la materia, se repone por la parte contraria, y ante el 
precepto claro y esplícitó de su art, 12, en que se or- 
dena que para hacer de la competencia de la jurisdic- 
ción de comercio las demandas sobre cumplimientos 
de pagarés, es necesario que procedan de operación 
mercantil, que debe explicarse y detallarse en el paga- 
ré mismo para que se surta^ repite el artículo, el fuero 
de comercio, no cabe objeción ui réplica sosteniendo 
que los simples pagarés á la orden, sin aquella expre- 
sión, pueden y deben cobrarse del modo especial que 
establecen las Ordenanzas. 

El argumento nc tiene fuerza, y la que aparentemen- 
te ostenta cede al primei* impulso hecho en contrario. 
Ante todo, hay una respuesta decisiva: el decreto ci- 
tado no está vigente desde el 1.^ de Abril de 1845. Fué 
de los decretos legislativos publicados por el Gobierno 
provisional que emanó de las bases de Tacubaya y en 
ejercicio, como su letra lo expresa, de la 7.* de estas; 
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de las diposiciones legislativas dictadas sin facultades, 
y cuya validez quiso establecerse por el decreto de 3 
de Octubre de 1843; y de las diposiciones, por fin, que 
se declararon solemnemente insubsistentes por los ar- 
tículos 2.^ y 4.** de la ley que expidió el Congreso ge 
neral y sancionó el Ejecutivo en la fecha referida, con 
declaración de nulidad del «dtado decreto de 43. 

El de Julio de 42 no ha vuelto á ser declarado vi- 
gente por ley posterior, y mal se ocurriría para ese 
efecto a^ art. 45 de, la de 23 de Noviembre de 1865, 
en que extinguidos los tribunales especiales se pre- 
vino que los ordinarios juzgaran los negocios que te- 
nían encomendados, decidiéndolos conforme á las Or- 
denanzas y leyes también peculiares de cada ramo. 
Tal prevención se contrajo, como es natural, á las le- 
yes que se hallaran en vigor, no á las insubsistentes, y 
no se ocupó por medio de la enunciación general de 
sus términos, en quitar la vida ó volverla á ésta» ó á 
las otras. Ese punto lo dejó intacto, tal como se encon- 
traba, y ni habló siquiera exclusivamente de las leyes 
especiales de comercioj para inferir que reconocía la 
existencia de algunas; sino de las que pudiera haber^ 
indistintamente, en los diversos ramos que contaban 
antes para la resolución de sus pleitos, con tribunales 
privativos. ¿Y de dónde se deduciría ó cómo está pro- 
bado, por último, que en el orden mercantil no hubie- 
se más leyes especiales propuestas á la observancia de 
los jueces, que las emanadas del Gobierno creado por 
las Bases de Tacubaya, para sostener con aquel extra- 
ño raciocinio, que nada más á éstas se refería la ley 
que abolió los fueros, concediendo, lo cual está bien 
lejos de la verdad de las cosas, que se propuso na- 
rrar la legislación vigente y dar fuerza, de nuevo, á al- 
guna derogada desde antes? 
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Por otra parte, el argumento es vicioso por el trán- 
sito que en él se hace de genere ad gentu^. El artículo 
de la ley de 42 establece el requisito de la operación 
mercantil y de su explicación en el documento, para 
surtir la competencia del Tribunal que ha de conocer 
de la demanda; y la Compañía del Ferrocarril quiere 
encontrar esa di posición como relativa á la eficacia y 
efectos para su cobro del pagaré á la orden. Una cosa 
no es lo mismo que la otra, y el artículo no decide de 
ninguna manera cómo y con qué vigor se podrían co- 
brar esos pagarés á la orden, aun ante los Tribunales 
ordinarios; y nadie llegará á poner en duda, en princi- 
pio, que ante estos eran capaces de producir los efec- 
tos y acciones que otorgan las Ordenanzas. Posterior- 
mente me ocuparé con detención en el asunto, consig- 
nando por ahora estos conceptos incontrovertibles: 1.° 
El decreto de 42 está insubsistente: 2.^ Ese decreto tra- 
tó en la parte que de él se invoca nada más que de 
competencia, y, vigente ó derogado, no es conducente 
á la cuestión que versa en estos momentos sobre las 
acciones que nacen, en general y sobre cumplimiento 
de obligación, de los documentos á la orden. 

Por último, hizo mérito la contraria de algunas dis 
posiciones del actual Código de Comercio que carecen 
de fuerza para su intento, una vez que mientras la frac- 
ción V, en su primera parte, del artículo 13, declara que 
los valesiy paga/rés, cartas órdenes de crédito y otros do- 
cumentos extendidos al portador, y no á la orden, nece- 
sitan para ser mercantiles proceder de operaciones de 
esta naturaleza y mencionarlas; en la última declara 
terminantemente, que en todo caso son mercantiles las 
operaciones de bolsa, los checks, letras de cambio y de- 
más documentos á la orden. Esta declaración, que no 
podia concebirse ni expresarse más formal y enérgica- 
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mente, corresps^nde á la teoría que sirve de base al Có- 
digo tocante al contrato de cambio, que reconoce el 
carácter de moneda en los documentos á la orden, y de 
que ya hablé é luce las citas conducentes en punto an- 
terior de este informe. 

Destruidos victoriosamente, á mi modo de ver, to- 
dos los fundamentos con que la parte demandada qui- 
so probar que Igs documentos á la orden no eran exi- 
gibles conforme á las Ordenanzas de Bilbao, sin llenar 
los requisitos en que tanto ha insistido, procedo á de- 
mosti-ar directamente mi proposición sobre que en la 
época en que se otorgaron los pagarés de que se trata, 
todos los vales ó pagarés simples á la orden, eran exi- 
gibles en los términos establecidos por aquellas Orde- 
nanzas. 

Comenzaron éstas á regir para la Villa de Bilbao el 
20 de Diciembre de 1737, en que se pubHcaron allí 
solemnemente; fecha desde la cual los otorgamientos 
de letras de cambio, vales, libranzas y demás docu- 
mentos de crédito referidos en ese Código, produjeron 
las acciones y dieron origen al enjuiciamiento prescritos 
por él, en el territorio sometido á esa jurisdicción con- 
sular. 

En el resto de los dominios españoles, los mismos 
documentos producían las acciones y efectos para su 
cobro que declaraban las leyes generales del Reino, ó 
las Ordenanzas especiales en donde existían otros Con- 
sulados, como en Burgos, San Sebastian y Madrid. En 
el ano de 1782 el Rey Don Carlos til se fijó, como 
punto de interés general para toda España, en la im- 
portancia y conveniencia del establecimiento de Bancos 
de Crédito que facilitaran sus operaciones, y por cédula 
de 2 de Junio del mismo año (ley VI, tft. 3, lib. 9.^ 
N. R.) creó y erigió el que había de denominarse Bán- 
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co de San Carlos, que por su objeto y fin era nacional 
y general para Ids Reinos españoles y lós de Indias, 
según se declara en los motivos de la ley, y al cuál se 
asignó por pi-imer objeto é instituto, formar una Caja 
general de pagos y reducciones para satisfacer, antici- 
par y reducii á dinero efectivo todas las letras de cam- 

Uo y pagarés que voluntariamente se llevasen á 

él. No fundó por esto la ley un monopolio en favor del 
Banco, sino que expresó terminantemente la libertad 
de las parttís para negociar sus letras ó pagarés con 
cualesquiera otros cambistas, comerciantes y hombres 
de negocios establecidos en España é Indias: así cons- 
ta en el núm. 2 de la cédula Real, tín el núm 31 se 
previno que el Banco se someteiia al 'sistema general 
de la monarquía; de suerte (jue donde hubiera Consu- 
lado se le oiria en él, y donde no, se procedería por las 
justicias con arreglo á las leyes generales. Bien que el 
Banco seria considerado como las personas más privi- 
legiadas para la administración de justicia. En el nú- 
mero 32 y en el 33 se otorgaron preeminencias y recur- 
sos al Banco para facilitar sus cobros, y se dispuso que 
toda letra aceptada ó endosada en favor suyo fuese 
ejecutiva y se le satisficiese por los obligados principa- 
les ó endosantes, sin admitir en este punto dudas ni 
controversias; y que el Establecimiento tuviera acción 
real hipotecaria contra los bienes de aquellos, aunque 
pertenecieran á mayorazgos. El Rey comprendió que 
otorgadas esas acciones eficacísimas en el cobro de las 
letras de cambio ó pagarés que se presentaran para an- 
ticipos, descuentos ó cambios al Banco, quedando en 
general y por el simple hecho de ocurrir al Estableci- 
miento, sujetos á su vigor los otorgantes; la justicia de- 
mandaba que el mismo vigor y la misma eficacia sé 
concedieran á tales documentos en todo el Reinoy cuales- 
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quiera que fuesen las personas que intervinieran; é hi- 
zo constar en el número 35 lo siguiente, á fin de que 
el Banco no alegara ni ignorancia, ni privilegio en este 
particular: 

"Para que sea uniforme é igual la condición del 
**Banco con la de los demás vasallos, en lo que va dis- 
'^puesto respecto á la aceptación y pago de letras en 
*'los tres artículos inmediatos; mando que su ctmteni- 
"do, excepto en el privilegio de hipoteca, y en el de 
'•proceder contra bienes de mayorazgo, que ha de ser 
"sólo á favor del Banco, se observe en lo demás como 
•'ley general, y que á este fin se expida por mi Consejo 
"y publique la Pragmática ó Cédula correspondicnite; 
"por ser esencial á la buena fé del comercio, que el pa- 
"go de las letras se haga pronta y expeditamente; de- 
"biendo cada uno considerar antes los que libra, endosa 
"rf acepta'' 

En cumplimiento de esta notificación y promesa, 
contenidas en los Estatutos del Banco, se expidió el 
mismo dia 2 de Junio de 1782 la Pragmática relativa 
declarando />or vía de regla y punto general, que toda 
letra aceptada sea ejecutiva como instrumento públi- 
co, y en defecto de pago del aceptante, la pague ejecu- 
tivamente el que la endosó á favor del tenedor de la 
letra, y en falta de éste, el que la hubiese endosado 
antes, hasta el que la haya girado por su orden sin que 
sobre este punto se admitan dudas, opiniones ni con- 
troversias; y que el tenedor de la letra no tenga nece- 
sidad de hacer excusión de bienes, cuando la paga se 
hallare difícil, para recurrir contra los demás obliga- 
dos. »»Y para que, continúa la ley, lo contenido en es- 
uta mi carta y Pragmática sanción, tenga su pleno y 
"debido cumplimiento; y el giro de las letras sin distin- 
"ción de personas, quede expeditoy libre de dilaciones ma- 
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**liciosas en perjuicio de la buena fé que hace florecer el 
''gire nacional, mando se observe y guarde puntual y 
"literalmente como en ella se contiene, sin embargo de 
"cualesquier ordenanzas, estilo ó costumbres en con- 
"trario, pues .en cuanto á esto, lo derogo y doy por 
'*uulo y de ningún valor, y quiero se esté y pase pre- 
"cisamente por lo que aquí va dispuesto, y que á su 
''tenor, sin excepción alguna , se arreglen exa^^tamente 
^^ todos los juzgados y tribunales ordinarios, Consulados 
"y cualesquiera otros de ctialquiera naturaleza p condi^ 
'^ción que sean sin diferencia alguna,'' 

De aquí, Señores Magistrados, nacieron general- 
mente las acciones eficacísimas para el cobro de los 
documentos de crédito ó cualesquiera, letras acepta- 
das, con el reconocimiento de su trasmisibilidad por 
endoso y de los efectos de éste en favor del tenedor; 
acciones otorgadas sin distinción de personas, sin ne- 
cesidad de relación alguna con operaciones mercanti- 
les, en pro de todos los habitantes de España y de las 
Indias, y procedentes ante todos los tribunales del Rei- 
no, así ordinarios como especiales. Desde entonces se 
incluyó entre los títulos ejecutivos, y por cierto privi- 
legiadísimo como se enumeró entre los del derecho ci- 
vil general, la letra aceptada, que con el mismo vigor 
é igual fuerza ha llegado hasta nosotros. Fuerza y vi- 
gor que provienen, no de su origen comercial ó de la 
calidad de comerciantes que gocen aquellos entre quie- 
nes versa; sino de su forma, que obtuvo sanción tan 
vigorosa desde que se dispuso que á favor de ella pu- 
diera el Banco Nacional de San Carlos cobrar y exi- 
gir las letras de cambio ó pagarés aceptados, que para 
anticipos y reducciones á dinero efectivo, se llevaban 
á sus cajas. No por analogía con los documentos á que 
las Ordenanzas de Bilbao se refieren, se reconocieron 
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fuerza y eficacia á. los documentos ¿Lia orden que cir- 
culaban en el Reino; sino que las leyes generales los 
revistieron por sí mismos de aquellas. 

Pasaron adelante las cosas. Para imprimir mayor 
robustez á la Pragmática de 2 de Junio de 1782 (ley 
7 ^ , tít, 3 ^. , lib. 9 ^. , N. R.) se previno por orden de 
D. Carlos IV y Cédula del Consejo de 6 de Noviem- 
bre de 1802, que para repetir contra los endosantes y 
librador y obtener el pago de las letras aceptadas, se 
observara como regla general del Reino lo prescrito 
en las Ordenanzas de Bilbao, decidiéndose al tenor de 
esta declaración todos los pleitos y causas que hubie- 
re. Expresa esta ley, en consonancia con ios principios 
umversalmente aceptados, que los cobros y repeticio- 
nes se harán en los dichos términos, iguales á los de 
las Ordenanzas, ya mercantil ya judicialmente; es de- 
cir, ya ante la jurisdicción de los Consulados, ya ante^ 
la ordinaria. Y volvió así á quedar firme la regla que 
declaró los efectos y eficacia de los documentos á la 
orden, sin excepción, en los mismos términos de los 
otros documentos á que se habían contraído los Esta- 
tutos del Banco de San Carlos y las Ordenanzas men- 
cionadas tantas veces. Solamente que desde la ley de 
1802, quedó establecido con mayor claridad y sin lu- 
gar á tergiversaciones ni dudas, que las acciones naci- 
das de todos los documentos á la orden, eran idénti- 
cas á las que producían los documentos en que se ocu- 
pó el antiguo Código de Comercio, Primera prueba 
concluyente é indiscutible, Señores Magistrados, de la 
verdad con que he afirmado que los simples pagarés á 
la orden, eran exigibJes de la manera que estableció 
aquel Código, ó, en otros términos, que por su forma 
V para su pago, se reputaban y equiparaban á los mer- 
tiles. 
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El principio, la jurisprudencia de los Tribunales y 
las doctrinas de los autores siguieron sin alteración en 
el mismo sentido, y se continuaron aplicando en esta 
mátetela, tanto en Espafia y feus Colonias, como después 
en México independiente, las reglas prescritas por las 
leyes de la Novísima Recopilación, y asimilándose en 
general todo el papel moneda que resulta de los docu- 
mentos á la orden, con los documentos ó papel mone- 
da á que se hablan reducido exclusivamente, al prin- 
cipio y para la jurisdicción Consular, las Ordenanzas 
de 1737. La práctica constante da fe de ello, y una de 
las maniíéstaciones más espléndidas que tenemos del 
reconocimiento de esas teorías legales, prueba robus- 
tísima dé que en el derecho común y ante la justicia 
ordinaria no se puso jamás eñ duda la fuerza de cual- 
quier documento á la orden, y se les reputó siempre y 
e« atención á su forma, equivalentes á la moneda y 
equiparables á los mencionados en el antiguo Código 
mercantil, se encuentra en la exposición de motivos 
que se tomaron en cuenta para reformar el de Proce- 
dimientos de 1872. En éste se conservaba todavía la 
fttcultád de preparar el juicio ejecutivo exigiendo el 
reconocimiento de los documentos privados, y como le 
pareció al legislador que el punto era digno de acla- 
ración y enmienda, previno por otro general, en el ar- 
tículo 425 del nuevo Código de 1880, que el recono- 
cimiento siempre había de ser expreso, y que no podría 
citarse á él con apercibimiento de dar por reconocida la 
firma; pero en el 428 exceptuó las letras de cambio, li- 
branzas, vales y pagat*é$ á la orden, mandando en él y en 
el siguiente, que estos documentos adquieran fuerza 
fejectítvta previo el reconocimiento de la firma ante el 
Juez aun cuando se niegue la deuda, y que cuando el 
deudor se rehuse á reconocer la primera, se dará por 
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reconocida, siempre que citado por dos veces no com- 
parezca, ó requerido por dos veces en la diligencia se 
niegue á decir si es ó no suya la firma; en cuyos casos, 
dándi)^e por hecho el reconocimiento se despuchará la 
ejecución correspondiente. E? decir, la ejecución pres- 
crita por las leyes de la Novísima Recopilación, la eje- 
cución prescrita por las Ordenanzas de Bilbao, la 
ejecución con que el tenedor tiene asegurada la efica- 
cia de su documento, la ejecución contra la cual no 
hay dilaciones, ni excepciones que se admitan. 

A fin de dar razón de la diferencia que se estableció 
entre unos y otros documentos, se dice, en el número 
169 de la exposición, que esa razón es obvia en cuan- 
to distingue las letras de cambio, libranzas, vales y 
pagarés, y otra clase de documentos privados. »»L(>s 
•»<locumentos primero referidos, son títulos de crédito 
••que circulan en el comercio como dinero, y que sirven 
"para realizar por su medio una multitud de transac- 
•«ciones. El comercio se alimenta y prospera con esos 
•'documentos, que en muchas ocasiones reemplazan 
»»con grandes ventajas al dinero efectivo cuya^s veces 
^^hacen. Por esta razón, extendido su uso en todos los 
'«pueblos civilizados, todas las legislacicmes están de 
i»acuerdo en concederles grandes privilegios, no sólo en 
»í/o relativo á su trasmisión, sino muy especialmente en 
i^lo que respecta á su pago, dándoles el carácter de eje- 
i^cutivos, previa su autenticidad, con relación á la per- 
i^sona contra quien se dernanda aquel, autenticidad qtie 
iise obtiene" mediante el reconociiniento de la firma. Así, 
npues, esta clase de XSXaA^^ perderia en el concepto publi- 
^^co todo el prestigio de que goza, si fuera licito ai que se 
^wbliga de alguna manera en ellos, rehusarse á hacer el 
"reconocimiento, y si hecho el de la firma pudiera 
»*enervarse la fuerza ejecutiva del documento porque 
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«el autor de aquella negara su obligación. Estas con- 
«• sideraciones no tienen lugar tratándose de otra clase 
«»de documentos simples que el interesado podrá reco- 
•*nocer ó no etc.»* 

No píxlria desearse y obtenerse en unas cuantas 
líneas de autoridad tan decisiva, la reunión de concep- 
tos más numerosos é importantes sobre el punto dis- 
cutido y en favor de la proposición que he venido sos- 
teniendo. Allí se reconoce el carácter de moneda con- 
vencional de los documentos de crédito, allí su equi- 
valencia ventajosa al dinero, allí sus grandes privilegios 
para trasmitirlos y cobrarlos, allí toda la trascenden- 
cia perjudicial que traería al concepto público y con- 
tra el prestigio de que gozan, cualquiera resistencia á 
la realización de sus fines; y cuanto se reconoce y se 
proclama, se proclama y se reconoce no respecto de 
los documentos que se hayan otorgado entre comer- 
ciantes, no respecto de los que versen sobre operacio- 
nes mercantiles, sino respecto de todos los documentos 
á la orden, que por esa forma y con esos favores, se han 
llevado constantemente y hecho pagaderos con éxito, 
ante las justicias ordinarias y de acuerdo con el dere- 
cho común. Otra prueba. Señores Magistrados, de que 
esos documentos como lo he afirmado y para los efec- 
tos dé trasmisión y cobro, se equiparan á los mercan- 
tiles ó se reputan mercantiles de los que hablan los 
Códigos especiales de comercio. El último Código de 
Procedimientos abolió ya completamente la prepara- 
ción del juicio ejecutivo por medio de la confesión de 
la deuda y el reconocimiento de documentos privados, 
dejando sólo vivo el precepto de la anterior sobre es- 
tos documentos á la orden, á que terminantemente da 
yá el nombre de mercantiles, en combinación con el 
Código de Comercio publicado un mes antes que el re- 
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ferido de enjuiciamiento, y en cuyo artículo 13, frac- 
ción V, según ya expuse, se declaró que en todo caso 
son actos mercantiles las opereciones de bolsa, loscheks, 
letras de cambio y demás documentos á la orden. Así 
es que desde 1782 hasta los recientes dias, están coin- 
cidiendo la legislación común y la especial, en otorgar 
los mismos efectos a los pagarés á la orden que cir- 
culen entre los comerciantes ó indistintamente en el 
seno de la sociedad. 

Y aqní es oportuno decir dos palabras acerca del de- 
creto de 1 ? de Julio de 1842, que se hacan muy cla- 
ros y perceptibles después de la extensa exposición á 
que voy dando fin. Aquel decreto no quiso quitar á 
los pagarés la fuerza y eficacia que ya tenían concedi- 
da por ílerecho ordinario cuando estaban redactados á 
la orden, y que conforme á las leyes generales podían 
hacer efectivas los tribunales comunes, aun cuando fue- 
sen la misma fuerza y eficacia de los pagarés referidos 
por las Ordenanzas de Bilbao; sino establecer, simple- 
mente, que la competencia de los Juzgados de comer- 
cio no se surtía más que cuando á la circunstancia de 
estar á la orden, se agregaban las de que procedieran de 
operaciones de comercio y las detallasen; pero al ha- 
cer semejante declaración no derogó, expresa ni tácita- 
mente, las disposiciones legislatiyas en cuya virtud se 
previno á los juzgados ordinarios, que reconociesen y 
aplicasen sobre letras de cambio y pagarés, las mencio- 
nadas reglas de las Ordenanzas. 

Cerraré este punto, más extenso de lo que mi volun- 
tad pretendía, citando en comprobación de la práctica de 
que he hecho mérito, y por la cual han declarado nues- 
tros Tribunales que las libranzas y los vales gozan los 
privilegios y producen las acciones que les atribuyen 
las Ordenanzas, cuando están á la orden y sin necesi^ 
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dad de proceder de operación mercantil ni de girarse 
entre comerciantes, la sentencia de 11 de Julio de 
1860, pronunciada por uno de los Magistrados que 
más se han distinguido por su inteligencia, su pericia 
y su rectitud en la íidniinistración dé justicia, el Sr. 
Lie. D. Teófilo Marin, y cuya sentencia se encuentra 
inserta en las páginas 232 y siguientes del tomo 2 ? 
de la Gaceta de los Tribunales. El juzgado expuso en 
ese fallo, que el tenedor de una letra de cambio ó de 
un pagaré se halla autorizado por las leyes de la Reco- 
pilación y por los números del Código de Bilbao que 
yo he invocado, á cobrar ejecutivamente el documento, 
estando mandado que se apremie al, aceptante por la 
vía más ejecutiva, ''sin admitirle excejpción de no te- 
ner pravisión, de reconvención, compensación, ni otra 
alguna, ni pretexto por legítimo que sea;" y después 
de haber sentado estas inconcusas verdades, agrega: 
''Siendo de advertir que eatas disposicimes se aplican por 
la práctica co7ista7íte de los Tribunales, aun d las libran- 
zas que no provienen de negocio mercantil, ni se giran 
entre come) ciantes'' 

Es imposible, verdaderamente imposible, Señores 
Magistrados, acceder á las pretensiones contrarias y 
dictar ahora un fallo que cubriera con su autoridad la 
teoría emitida, sosteniendo que los vales ó pagarés á 
la orden no disfrutan las preeminencias que á los do- 
cumentos mercantiles otorgan los Códigos de Comer- 
cio, y con cuyos documentos los han equiparado en 
eficacia > para su cobro, las antiguas leyes españolas 
y las modernas mexicanas. No lo hará la Sala, estoy 
seguro de! ello, porque además de que nada hará que 
peque contra la justicia é infrinja la ley, no querría te- 
ner la triste gloria de pronunciar un fallo que la pre- 
sentase desconociendo todos los precedentes jurídicos 
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que rigen en la materia, cerrando Icm ojos á la luz que 
sobre ella arroja la ciencia, pugnando C(>n el carácter 
que á la moneda convencional ha impreso el coman 
consentimiento de todos los pueblos, y descargando 
sobre la confianza pública uno de los mas terribles gol- 
pes que puede sufrir. Las garantías de que están ror 
deados los títulos ó documentos de crédito son gene- 
rales en favor de quienes quiera que los posean, son 
extensivas por disposición expresa de la ley á todos 
los habitantes de la República, y no se limitan á los 
mercaderes ni son exclusivas por razón del negocio de 
que aquellos procedan: la Sala no ha de arrebatar, por 
cierto esas garantías á los que ya son sus dueños, ni 
ha. de ser la que se pronuncie por ese exclusivismo 
destituido de todo fundamento, y que atraería el más 
terrible anatema sobre quien llegara á consagrarlo. 



SEGUNDA PROPOSICIÓN. 

Las pagarés en ctiestión, redactados á la orden, no están 
extendidos bajo condición, sino pura y simplemente. 

He dicho que en esos documentos la Compañía li- 
mitada del Ferrocarril Mexicano se obligó de confor- 
midad con lo prevenido en la escritura pública de 16 
de Julio de 1875, otorgada ante el Notario Don Igna- 
cio Cosío, á pagar en esta Capital, á la orden de Don 
Ramón Zangronis y á determinadas fechas, también 
determinadas cantidades de dinero; y estos pagarés, 
que así designan la obligación contraída y el compro- 
miso solemne ofrecido no solamente al acreedor pri- 
mitivo, sino á todos los tomadores que quisieran ad- 
quirirlos, son los que la parte contraria afirma que se 
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otorgaroi) condicionalmeute, por haberse sujetado su 
pago á las estipulaciones, cláusulas ó condiciones que 
contuviera el instrumento público en cuyo cumplimien- 
to ó por cuya causa se extendieron. 

Para fundar sus conceptos, expone la Compañía del 
Ferrocarril que las letras de cambio y pagarés á la or- 
d^n, deben esencialmeíite y conforme á su naturaleza 
ser precisos y ciertos en cuanto á su vencimiento y 
término de pago; y que este no puede sujetarse á con- 
dición, lo mismo que la aceptación no puede ser con- 
dicional, so pena de que en uno y en otro caso quedara 
perdida la índole propia y jurídica del documento. A 
este propósito se aglomeran citas de autores españoles 
y franceses, que con unánime sentir lo enseñan. 

Después se agrega que las palabras con que se ex- 
presó que la obligación consignada én los pagarés era 
de conformidad con lo convenido en la escritura, sig- 
nificaban la primera de las condiciones que ha invoca- 
do la parte demandada; esto es, la de someter el pago 
de los vales á las cláusulas y condiciones de la escri- 
tura; y á fin de robustecer semejante interpretación, 
se acude á unas respuestas que dio en el juicio Don 
Ramón Zangionis y á las cuales se ha aplicado el nom- 
bre de confesiones, en que expuso que no porque se 
convino en entregarle los pagarés, se habia alterado la 
estipulación contenida en la cláusula 7.* de la escritu- 
ra, de que la Compañía no estaría obligada á pagárselos 
ni á ninguna persona que se subrogase en su lugar y sí no 
se cumplían las condiciones contenidas en esta cláusula 
7.* Declaró igualmente al tenor de otra de sus respues- 
tas, que las dos partes expresaron en los pagarés: que 
la Compañía no cubriría su importe sino con sujeción 
á las condiciones estipuladas en la escritura, y que es- 
to significaron con las palabras de esos títulos que di- 
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cen: *'La Compañía... ...pagará de conformidad 

con lo convenido en la escritura pública de esta fe- 
cha." Con objeto de revestir esos testimonios, citados 
por la contraria, de una validez probatoria irrecusable 
para Sayago, se les atribuye el caractei- que he referi- 
do deconfesionesy.se añrma que contienen una del 
cedente Zangronis, que ha de aceptar por la fuerza de 
las cosas el cesionario Sayago. 

Cumpliré brevemente la tarea de contestar estos ar- 
gumentos. Los dos primeros no lo son, en mi concep- 
to, para combatir al actor, á quien lejos de perjudicaí-- 
le le son altamente propicios. Poique si en efecto, es 
de%, naturaleza de un billete á la orden que su térmi- 
no sea cierto, irrevocable é incondicional, lo mismo que 
deben ser incondicionales las aceptaciones, que en los 
pagarés equivalen al otorgamiento, lógica y jurídica- 
mente se, infiere de aquí, que la primera regla para in- 
terpretar aquellos documentos, si acaso dan lugar á 
duda, ha de ser la que los sujete á esos términos de fi- 
jeza é irrevocabilidad del plazo señalado para la solu- 
ción; esto es, se les ha de suponer verdaderos pagarés 
é incondicionales en cuanto al término del pago. Son 
innumerables los lugares de derecho que confirman la 
regla contenida en estas palabras: qtwd in ómnibus ac- 
tibus et v^gatiis ea interpi^etatio /acAendw sit, ut res, de 
qVfa agitury in tuto sit, ut negotium potitis valeat quam 
pe2:eat (1. quotieis, 80 de verb. oblig.), y en el español 
se hizo su resumen, por decirlo así, en la 2.* ley, tít 33, 
Part. 7.*, en que se lee »»que si la postura sobre que 
t»es la dubda, ^es atal, que non puede valer si non se- 
»gun<l el entendimiento de la una parte, e non segund 
nía otra que estonce la deue interpretar, e declarar, 
!f segijuid el entendimiento de la parte, porque puede va- 
»ler la postura, e non segund la otra.ii £s notable que 
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esta regla, dictada como expresan los autores para es- 
tablecer en la inteligencia de los contratos, la presun- 
ción de que dos ó más personas dotadas de razón no 
han de haber querido estipular cosas inútiles, ocupa el 
primer lugar entre todas las reglas de interpretación 
que se decretaron en el Código Alfonsino. 

Si, pues, de la manera que la Compañía del Ferroca- 
rril indica, resultarían los pagarés inútiles y con su ca- 
rácter perdido, y nada podría cobrarse con ellos sino 
que todo había de ser efecto de la escritura, é indife- 
rente que tales documentos se hubieran otorgado ó no, y 
' que existiesen en poder de Zangronis ó se hubieran 
endosado; y de la otra manera contraria y como n<^s- 
otros loií explicamos, ciertos é incondicionales, resultan 
válidos y eficaces, evidentemente todo se auna para in- 
terpretarlos y entenderlos como nosotros, y de ningu- 
na suerte como la demandada lo intenta. Base indes- 
tructible que la Compañía nos ha ayudado á levantar 
con sus aserciones y citas. 

La parte contraria, que repite incesantemente ser 
condicional la locución con que expresó que el com- 
promiso contraído en los pagarés, lo contraía por es- 
tar así prevenido y dispuesto en escritura pública, no 
emite razones que funden su concepto, y se limita á 
citar en apoyo de él la respuesta de D. Ramón Zan- 
gronis: ¡débil auxilio es en verdad el que le otorga! 
Con esta confesión significativa envuelta en la conduc- 
ta de la Compañía, que no encontró algún medio, si- 
quiera fuese aparente, para revestir aquella locución 
de carácter condicional considerándola aislada y sin re- 
ferencia al dicho del Sr. Zangronis, que además nada 
justifica y nada prueba, se demuestra desde luego que 
no tiene el carácter atribuido, y que sin tales respues- 
tas quizás habría faltado hasta el ánimo de decir, que 
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las palabras de que se trata constituian una condi- 
ción. 

Esta, desde las fuentes riquísimas del derecho roma- 
no hasta nuestros días y aplicada á los contratos, en- 
cierra necesariamente el sometimiento de la obligación 
á un suceso futuro é incierto, de tal manera que según 
lo declaró la ley 12, tít. 11, Part. 5.* y lo repiten todos 
los escritores, ni lo desconocido del acontecimiento á 
que la estipulación se subordine la hace propiamente 
condicional, si acaso es pasado. Entonces por amplia- 
ción se le llama así; pero esta ampliación ha necesitado 
estar y está expresamente autorizada por la ley. Aho- 
ra bien, las palabras con que la Compañía expresó en 
los pagarés el origen y razón por qué se obligaba, no 
se refieren á ningún hecho futuro é incierto, pasado y 
desconocido, y no hacen en consecuencia depender el 
pago de él. 

Pero al menos, se aventura con timidez, sí establecen 
• esas palabras el modo con que el mismo pago ha de ve- 
rificarse. No es exacto: también la ley de partida (3.*, 
tít. 14, Part, o.*) ya enseñó que el modo de los pagos 
consiste en hacerlos de aquellas cosas que fueron pro- 
metidas y no de otras. t»Dévese fazer de tales cosas, 
««como fueron puestas, et prometidas en el pleyto, e 

nnon de otras si non quisiere aquel á quien fazen 

la paga;M y ya ese modo quedó determinado en los pa 
garés cuando se previno que habían de satisfacerse en 
dinero efectivo y por la cantidad total á que cada 
uno se refería, como se previno también que había de 
entregarse á la orden deZangronis, y se designó áMé 
xico para lugar del pago. Nada, absolutamente nada 
tocante á modo ni condición se contiene en las pala- 
bras que tan ardorosamente se citan. ¡Destino infaus- 
to el de la causa adversa: ocurrir siempre para su de- 
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feíisa á esas equivocaciones en los nombres y las ideas 
de las cosas! 

Porque esto es y nada mas lo que ocurre al empe- 
ñarse en tomar por condición para el pago de los vales, 
lo que en derecho no puede significar sino la causa por 
qué se expidieron. Es cierto que entre nosotros no 
se necesita expresar el por qué se obliga quien contrata, 
es decir, dar la ratiopropter quam aliquid datur autflt; 
y por esto en el particular ni prescripción contienen si- 
quiera los Códigos. í'No puede presumirse que una 
'•obligación carezca de causa |)or el solo hecho de no 
••haberse expresado en ella. Así, cuando una persona 
••declara en un vale que es deudora-, viene á reconocer 
••por esto mismo que existe una causa legítima de la 
n deuda aunque no se haya enunciado, n (Goyena, co- 
ment. art. 1,000, proyecto Cód. civ.). Pero todos cuan- 
tos quieren manifiestan y consignan la causa de su obli- 
gación, y esto fué lo que se hizo en los pagarés referi- 
dos al expresar que se suscribían porque así estaba con- 
venido en escritura solemne otorgada ante notario pú- 
blico. 

Que con la locución no se hizo sino consignar la cau- 
sa, se demuestra, entre otros medios, con las abundan- 
tes citas que del derecho francés se nos han presenta- 
do por Ja parte contraria, refiriendo y enseñando que 
en los documentos á la orden, las frases según nuestra 
convención de esta fecha, valor de nuestra convención de 
este día,valor según mi letra de esta/echa, valor de nuestro 
contrato, etc., son las palabras patentes de la causa que 
en los mismos documentos se asigna á la obligación, l^e- 
tra caiísada, billete causado en tales términos, dicen los 
escritores y repite la parte demandada, al ocuparse en 
esas locuciones ó cláusulas. Y ¿por qué únicamente 
tratándose de estos vales y de nosotros, se incide en 
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confusión tan imperdonable y se llama condición á lo 
que no es ni nadie tomará, sino como la causa de los 
pagarés? 

A tan contradictorio extremo se ha llegado, que en 
otro punto y para otros fines, se trajo á cuento un fallo 
de los tribunales franceses, en que explicando la signifi- 
cación de la frase valor según nuestra convención de esta 
fecha^ se sienta en un considerando especial que la con- 
vención sóU) ha sido indicada corno cama de la creación 
del título; y á fin de aprovechar la cita, la contraria no 
tuvo dificultad entonces^ en decir, que allí se caitsó el 
billete, como aquí se han causado hs pctgarés. Es el ca- 
so tomado de Nouguier á propósito de una sentencia 
de casación, que copia en el número 183, tom. 1.^ de 
su obra. 

La ratio propter qmim aliquid datur autjit consistió 
en nuestra especie en lo que con las palabras mencio- 
nadas expresó la Compañía: otorgó y firmó que paga- 
ría las cantidades prescritas, porque así estaba conve- 
nido ya en formal escritura: declaró que esa escritura 
era el motivo, la razón por qué procedía al otorgamien- 
to; y no porque eso haya dicho y declarado, se hizo for- 
zoso, como en algún lugar lo deja comprender la con- 
traria, que para que se exija el cumplimiento de los 
vales, es preciso acompañar á estos la escritura de que 
hacen mérito; lo cual, por una parte, los convertiría en 
irrisorios é inútiles, mente que debemos creer ajena 
y el derecho así tiene que considerarla, de los otorgan- 
tes lie aquel instrumento, y por la otra, de ninguna 
manera se necesita en los casos en que la remisión ó 
cita de un documento, no es condicional sino causati- 
va. Así lo enseñan los prácticos y se desprende, natu- 
ralmente, del principio indiscutible que ya he citado y 
tiene la confirmación de las leyes generales y las Or- 
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denanzas de Bilbao, de no ser indispensable expresar 
la causa de la obligación (Curia Filip. núm. 8 al fin, 
§ 7 ^. , juic. ejecut.) Robusteceré todavía mis concep- 
tos, acudiendo á los* antecedentes de los autos y á cons- 
tancias que en su origen contaron con la autorización 
de la contraria. De ellas volverá á (J^ducirse, recta é 
incontestablemente, que la cláusula de conformidad 
con lo convenido en la escritura^ etc., sólo significa la 
causa de los pagarés: en el lenguaje de los escritores 
franceses de que tan frecuente uso se ha hecho, se di- 
ría que Jos pagarés estaban caít^ados en esos térmi- 
nos. Cuando se otorgó la primera escritura entre la 
Compañía del Ferrocarril y Zangronis, en 2 de Octu- 
bre de 1874, se dijo en su cláusuhx 6 ^ algo muy se- 
mejante á lo dicho en la 2 ^ de la de 1875, pues así 
cotóo en ésta se estipuló previamente cuál había de ser 
la forma de los pagarés, en aquella se estipuló cuál ha- 
bía de ser la de unas letras de cambio; y redactando 
el tenor de las últimas, se dispuso que dijeran: ná tal 
nfecha se servirá vd. mandar pagar por esta primera 
»ide cambio, no habiéndolo hecho por la segunda, á la 
»» orden del Sr. D. Ramón Zangronis, la cantidad de 
un mil libras esterlinas, parte del precio convertido en 
íite escritura pública de esta fecha, otorgada ante el no- 
»»tario 1). Ignacio Cosío entre la Compañía limitada del 
"Ferrocarril Mexicano y D. Ramón Zangronis, etcn 
Hé aquí en este caso, por qué se otorgaban unas le- 
tras de cambio; hé aquí en el otro por qué se otorgaron 
unos pagarés: en el primero por ser aquellas los docu- 
mentos con que se satisfacía parte del precio conveni- 
do en una escritura pública, extendida ante el notario 
D. Ignacio Cosío; en el segundo, por ser estos vales los 
que representaban los pagos convenidos en una escri- 
tura pública, extendida ante el mismo notario D. Ig- 
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iiacío Cosío. Qué, ¿llegará á tanto la parte contraria, 
que diga haber sido también condicionales las letras 
de cambio, y que sus tenedores hubieran estado suje- 
tos á las cláusulas y estipulaciones de ese contrato de 
venta, del cual anunciaban constituir parte de pre- 
cio......? 

Procedamos ahora á examinar las decantadas res- 
puestas con que procura imprimirse á los pagarés el 
carácter condicional de que absolutamente carecen por 
sí mismos, y sin que pudiera decirse que, cuando me- 
nos, ya que no tienen la fuerza de tales condiciones, 
presentan su apariencia por la figura y la concepción 
de las palabras i^^wra et conceptione vei^horum conditio- 
nes sunty etsi vim talium non habeant, como se explica- 
ba una ley romana. Se arguye con el testimonio de D. 
Ramón Zangronis, la mejor prueba que se supone po- 
sible en este punto, y se afirma que de acuerdo con 
ella, está confesado- y justificado, que según la cláusu- 
la 7 ^ de la escritura, la Compañía no estaría obliga- 
da á cubrir el importe de los pagarés al mismo Zan- 
gronis, ni á ninguna persona que se subrogase en su lu- 
gar, si no se cumplían las condiciones de la citada cláu- 
sula 7 ^ ; y que las dos partes expresaron en los paga- 
rés que no se satisfarían por la Compañía, sino con 
sujeción á las condiciones estipuladas en la escritura. 

Tocante á la trascendencia de esta prueba contra la 
testamentaría de Sayago, que es un tercer tenedor de 
los vales y quien interviene como actor en el juicio en 
que se cobran, ya ha dicho lo bastante, y más que lo 
bastante el Sr. Lie. Trujillo, para demostrar que no se 
está en el caso de aplicar la legislación común sobre 
cesión de acciones, sino las reglas peculiares y exclu- 
sivas del endoso, que trasfiere en propiedad absoluta 
los documentos sobre que recae, y cuyo efecto es pro- 
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ducir un liuevo contrato directo entre el que acepta ó 
suscribe y el último que adquiere, contra el cual no 
pueden oponerse excepciones personales que hayan 
existido ó existan contra el primer tomádar ó acreedor. 
Todo el sistema de los efectos del endoso y de las ac- 
ciones de los tenedores descansa en esa base: en la ba- 
se indestructible del consentimiento prestado y com- 
promiso contraído, de pagar á/ quien quiera que sea 
dueño del documento: base que expresada en una re- 
gla concisa y enérgica, citan los autores: quien acepta, 
paga. Entre la aceptación y el pago, jurídicamente, no 
se admite, diferencia, porque aquella convierte el papel 
en moneda; y para éste, se reputa indistinto que el di- 
nero se encuentre en la caja del deudor ó del tenedor; 
así es como eso» papeles pasan de mano en mano cual si 
fuesen dinero; así como en este punto, se ofrece á la 
vista la faz legal de la cuestión. 

Tanto por esto, es decir, por el examen é ilustración 
de la materia que ya se han hecho, como porque si la 
misma parte contraria cita las doctrinas y disposicio- 
nes legales relativas á la cesión civil de acciones, es 
por creerlas aplicables al caso en cuanto no reputa 
mercantiles los documentos de que se trata; y porque, 
según me atrevo á sostenerlo, he demostrado amplia y 
cumplidamente, que á los pagarés debatidos se atribuía 
aquel carácter en la época en que se otorgaron, y les 
eran aplicables todas las reglas que lo son á éstos, res- 
pecto de su endoso, de las obligaciones que contienen, 
de sus efectos, y que en consecuencia, no están sometidos 
á las de la cesión común, ni versa aquí el principio de 
que el cesionario representa al cedente, una vez que 
en las letras, vales á la orden y cualesquiera otros do- 
cumentos endosables y mercantiles, es verdad averi- 
guada y definida que los que intervienen no son apo- 
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derados los unos de los otros, sino que cada cual goza 
y ejercita acciones propias; por todo esto, nada agrego 
en el punto y lo dejo tal como se halla; es decir, re- 
suelto y terminado en favor nuestro conforme á buen 
derecho, porque ninguna justicia, ni natural, ni huma- 
na, puede imprimir ni iráprime á las respuestas del sé- 
flor Zangronis, fuerza de confesiones contra Sayago- 

Y además, mejor prefiero si he de pronunciar algu- 
nas palabras, continuar mi propósito de que se dirijan 
al contrario dentro de sus mismos supuestos. Atribu- 
ya el . carácter que le plazca especulativamente á las 
contestaciones de Zangronis: diga que deben conside- 
rarse como quiera, posiciones ó prueba testimonial. 
Yo me detendré, un momento, á examinar su valor, 
preocupándome poco con la calificación que arbitraria 
é hipotéticamente se les conceda. 

¿Dónde se registran las estipulaciones y conceptos 
que dice el llamado cedente estar contenidos en la 
cláusula 7.* de la escritura, y que las partes expresaron 
en los pagarés? ¿Dónde se hallan, para leerlas, esas 
cláusulas y palabras, de que la Compañía no estaría 
obligada á pagarle á él ni á ninguna persona que se sub- 
rogase en su lugar, y de que no se cubrirían los paga- 
rés, sino con sujeción á las condiciones estipuladas en la 
escritura? No se encuentran, Señores Magistrados, y 
para leerlas, es necesario suponerlas. Y cuenta con el 
valor y la importancia que habrían tenido, caso de no 
omitirse, y que en efecto podrían alcanzar, como un 
eco segurísimo, á los terceros tenedores de los docu- 
mentos. Precisamente se habrían destinado para afec- 
tar las relaciones de los terceros tenedores con el deu- 
dor primitivo, dado que este es el fin que hoy se les 
atribuye y con que se invocan. Si tales locuciones ó 
cláusulas no existen, ¿qué valor se quiere que concedan 
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los Tribunales y reconozcamos nosotros, á las declara- 
•ciones que hablan de ellas? 

Mas es la mente, se replica, la mente con que se con- 
trajeron las obligaciones de la Compañía, y nadie pue- 
de dar testimonio más cumplido de su existencia que 
-el otro contratante, Sr. Zangronis, á cuyo favor se cria- 
Ton. La Compañía las limitó y restringió en estos tér- 
minos, y al presente no puede demandársele que las 
^cumpla en otros más extensos. Pues si fué la mente y 
recaía en materia de tanto interés, ¿por qué se omitió 
traducirla y consignarla por medio de las palabras que 
podían haber usado las partes, como las usa ahora el 
Sr. Zangronis en la supuesta confesión, y la Compañía 
en sus alegatos para aprovecharlas? ¿Conque se nos 
arguye con la mente de la Compañía al restringir y li- 
mitar sus obligaciones, mente interpretada ahora por 
el Sr. Zangronis? Pues yo contesto levantando fícen- 
te al argumento una regla de buen sentido, de justicia 
y de derecho, contenida en la ley 99, Dig. de verh. 
oblig. que enseña y predica para seguridad de todos 
aquellos a quienes importe^ que: «» cuanto se dirige á 
j> restringir una obligación, y no se expresa con pala- 
^»bras claras y terminantes, se debe considerar como 
'• omitido »» Quidquid adstringendce ohligationis causa 
dictum sit, id nisi palam xerbis eaiprimatw\ omissum 
£sse intelligitu7\ 

He indicado que la modificación importantísima que 
ahora pretende apoyarse en las respuestas del Sr. Zan- 
gronis, iría á tener su resonancia en perjuicio de terce- 
ros. ¿Y qué facultad se ha reconocido alguna vez en de- 
recho á los otorgantes de un documento público, para 
que después de concluido y firmado lo alteren y cam- 
bien en su texto ya escrito, si no es por otro igualmen- 
te solemne y que por medio de su otorgamiento y re- 

9 
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gistro, llegue á noticia de cuantos puedan haber 
adquirido interés en el primero? La declaración del 
Sr. Zangronis afectaría los derechos adquiridos por 
Sayago, y que no tuvo dificultad en adquirir dados los 
términos de l«»s pagarés; derechos sobre los cuales, su- 
poniéndola conducente, tampoco ejercería influencia 
alguna la cláusula 7r^ de la escritura tal cual está con- 
cebida, y una vez que no encierra aquello de no pagar 
á Zangronis, ni á nadie que se subrogase en lugar suyo 
y si no se cumplían éstas ó las otras condiciones; sería 
una declaración no contenida en los documentos y fa- 
vorable al deudor de las obligaciones que expresan. 
Partiendo de In base de que Zangronis fué uno de los 
otorgantes de !a escritura y la persona á cuyo favor se 
otorgaron primitivamente los pagarés, oigamos el pa- 
saje siguiente que se encuentra en el núm. 168 de los 
comentarios de TouUier al título de los contratos y 
obligaciones condicionales: »»cualquíera que sea la fuer- 
iiza de los actos auténticos, como tiene su fuente en la 
II voluntad de los contratantes, éstos pueden cambiar 
"siempre sus disposiciones, agregarles, quitarles, mo. 
"diñcarlas ó destruirlas; pero ya hemos observado que 
uno pueden hacerlo en perjuicio de los derechos ad- 

liquiridos por terceras personas porque los dere- 

nchos de tercero deben ser siempre respetados: es ne- 
«ícesario cuidar de no herirlos. «» Y no los herirá la de- 
claración del Sr. Zangronis que fué el otro contratanto 
con la Compania: aquí está la Sala, aquí está la magis- 
tratura, personificación de la justicia, dispuesta, pron- 
ta y resuelta á cuidar que no sean heridos. 

Continúa diciendo Toullier: "Por esto es que una vez 
"firmado el contrato, los notarios no deben ex postfacto 
"Cambiar nada de su minuta, ni aun de consentimiento 
"y en presencia de las partes, porque ignoran y deben 
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"ignorar si estos cambios podrán ó no dañar á los ter- 
nceros. No es á los notarios á quienes toca juzgarlo, 
i* La experiencia ha probado que los más honrados y 
hIos más inteligentes pueden ser sorprendidos por las 
»«partes ó por una de ellas/n 

La declaración del Sr. Zangronis y la conformidad 
de la Compañía aceptándola, podrían semejarse, aun- 
que remotamente, á un contradocumento en que con- 
signaban que las obligaciones de la escritura y de los 
pagarés, debian entenderse en términos distintos de 
como fueron establecidas. Pues bien, los Códigos que 
como el francés en su artículo 1 ,321 hablan de esos con- 
tradocumentos, previenen do un modo expreso que no 
pueden producir efecto sino entré las partes contratan- 
tes; no lo producen contra los terceros. 

La Compañía del Ferrocarril ha creido que no pvido 
invocar mejor testimonio que el de su acreedor primi- 
tivo y tomador de los vales, para lijar la inteligencia 
del punto á que estamos contrayéndonos. ;Cuán des- 
acertada anduvo en su juicio! Torpe y muy torpe sería 
que ahora, después que osos vales fueron enajenados, 
después que el primer acreedor ya no tiene interés en 
ellos por haber recibido su importo de terceros, des- 
pués que la Compañía dejó de sor su deudora, después 
que esos terceros adquirieron sus derechos al tenor con 
que los vales estaban otorgados, se concediera asenso 
al desinteresado ya en los documentos y que no inter- 
viene en el juicio, cuando presta una declaración con 
tendencia á modificar los títulos primitivos y á perju- 
dicar, exclusivamente, las acciones de esos terceros ex- 
traños, que se fiaron en aquellos para consumar una 
operación y comprometer su interés. Esto lo reprueba 
la moral, lo reprueba la honestidad pública, lo repruo- 
ban las buenas costumbres, y no lo ha sancionado ni 



68 

lo sancionará jamás el derecho. Los actos que repor- 
tan, tales caracteres y anatema, ni dañan en los tes- 
tamentos, ni producen obligaciones en los contratos, ni 
dan origen á acciones y defensas en los juicios. 

Ni en los pagarés ni en la escritura está escrito lo 
que se dice, y contra scriptum testimonium testimonium 
non scriptum nihilvalet. Ahora llámense como se quiera 
las respuestas con que se nos arguye; posiciones ó de- 
claraciones de testigo, son, supuesta la nulidad de sus 
efectos, idénticas para nosotros. 

De otra manera, igualmente convincente y poderosa, 
demostraré á la contraria con sus propios hechos que 
nuncaconsideró los vales como condicionales, y que des- 
de su principio los tuvo como dinero,como moneda efec- 
tiva que valía lo que anunciaba y sin pender de hecho 
futuro é incierto, ni de otra circunstancia, para adqui- 
rir y fijar su valor. En la cláusula primera de la escritu- 
ra de 16 de Julio de 1875, se declaró que las cantidades 
que en libras esterlinas y en abonos de diez mil pesos 
anuales, habían de pagars'e á D. Ramón Zangronis por 
la Compañía del Ferrocarril, y como precio de la ven- 
ta convenida en la otra escritura de 2 de Octubre an- 
terior, se reducían por vía de transacción á la suma de 
ciento ochenta y tres mil pesos, que se pagarían á la 
orden y por mensualidades de mil quinientos cincuen- 
ta pesos cada una durante los cinco primeros años, y 
de mil quinientos durante los cinco siguientes. En la 
segunda se estipuló que dichas cantidades mensuales 
serían representadas por vales que emitiría la Compa- 
ñía, cuyo tenor había de ser el que ya está referido y 
que expresa la causa del pagaré y de la obligación que 
en él se consigna. 

Aquí me permito, protestando todos mis respetos á 
la Sala, llamar vivamente su atención, y rogar á la Se- 
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cretaríaque esté conmigo, para acreditar que en lo que 
voy á exponer ele las constancias de autos, no me apar- 
to una sola línea de ellas. 

En este punto del contrato se suspendió su otorga- 
miento y redacción, y se dio fe por el notario de que 
en ese momento se entregaban por una parte y se re- 
cibían por la otra, ciento veinte pagarés; sesenta de 
mil quinientos cincuenta pesos cada uno y de mil qui- 
nientos otros sesenta. Se cumplió desde ese instante la 
' obligación contraída, se entregaron los pagarés .que en 
ella versaban y se entregaron puros, simples, tales co- 
mo nacían de las cláusulas anteriores y sin que, su- 
puesta esa entrega y desprendimiento que hacía el deu- 
dor pasándolos en dominio efectivo y completo al acree- 
dor, pudieran considerarse los valores que representa- 
ban sujetos á cambio ni modificación posterior. Y tan 
cierto es esto, Señores Magistrado^, que en la cláusu- 
la 3.* inmediata se consignó con toda solemnidad: que 
como no se constituían dos obligaciones de pago, la 
contenida en la escritura sería únicamente satisfecha 
por medio de los vales: que los abonos pactados que- 
darían cubiertos por la Compañía, cumpliendo la obli- 
gación de entregarlos á quien fuese tenedfvde los paga- 
rés convenidos en la cláusula segunda; y que sería bue- 
no el pago que se hiciera á quien los poseyese con aquel 
carácter legítimo. Repitió la Compañía lo que ya era 
consecuencia de su firma en los documentos, lo que el 
derecho prescribe, lo que se deduce del otorgamien- 
to ó aceptación de papeles de este género: á saber, 
que no solamente pagaría á Zangronis sino á cualquie- 
ra otro tercero que lo sustituyese, porque respecto de 
todos se obligaba, y porque quien acepta paga. 

No fué esto solo, sino que las cosas pasaron adelan- 
te en términos más significativos: en la cláusula 5.* y 
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en prueba de que el comprador extendía y entregaba 
sus pagarés como dinero, hizo la Compañía que Zan- 
gronis se diera por recibido, como se dio en efecto, del 
precio pactado en ese instrumento de 16 de Julio de 
1875 y de cuyo precio, supuesto que un otorgante lo 
entregaba y el otro lo declaraba entrado á su poder, 
pudo disponer libremente y como le placiera el vende- 
dor Zangronis. El contrato que verificaron él y la Com- 
pañía fué de venta y no de permuta, y por tanto el pre- 
cio tenía que consistir en dinero conforme.estaba pres- 
crito por los arts. 2,989 y 2,940 del antiguo Código ci- 
vil, y conforme á la regla que ya sentaba el derecho 
romano: prcetium in íiumerata pecyU7iia consistere debet. 
Luego si la Compañía lo daba por entregado y exigía 
que Zangronis lo diera por recibido, ambos estuvieron 
necesariamente acordes en que aquellos pagarés eran 
no sólo el papel moneda convencional que ia ley auto-^ 
riza, sino verdadero dinero que ya no podía perder su 
carácter, ni desvanecerse cual humo y como ahora se 
pretende. 

Haré aquí un recuerdo: en la escritura de 2 de Oc- 
tubre de 1874 se contrató la compra venta que ha da- 
do origen á tocjo este negocio: allí se determináronlas 
cosas vendidas, el precio que había de darse por ellas 
y los pormenores todos de la estipulación; pero el ven- 
dedor no se dio por recibido de ese precio y el asunto 
quedó pendiente de los plazos que se habían conveni- 
do. Posteriormente se otorgó el instrumento de 16 de 
Julio de 1875, en que se contiene una transacción dé 
las partes reduciendo el precio á otra cantidad, y esti- 
pulando q^e su pago se ha de verificar de otra mane- 
ra. Fuera de este punto relativo á precio, la escritura 
primitiva no se innovó en nada y, al contrario, se de- 
claró vigente en todo. ¿Qué hizo la Compañía cuando 
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<3sa particularidad de precio que habia quedado pen- 
diente en la primera escritura, y sobre la cual versó la 
transacción de la segunda, se cerró definitivamente por 
medio del recibo que exigió ella y otorgó Zangronis? 
Lo que era racional hacer,, y lo que en lugar suyo hu- 
biera hecho y ejecutado en iguales circunstancias, toda 
persona que conoce la naturaleza de los negocios que 
trae entre manos y los efectos que producen sus tér- 
minos y su estado. Ocurrió, Señores Magistrados, al 
protocolo y al testimonio de la escritura primitiva, é 
hizo anotar en esos documentos, como consta debida- 
mente en autos, que quedaban cancelados respecto de 
precio una vez que Zangronis lo habia dado por reci- 
bido al cubrírsele con los pagarés de 16 de Julio de 
1875. 

De esta conducta de la Compañía, revelada por he- 
chos incontestables y suyos, se infieren dos cons<3Cuen- 
cias que la oprimen y la ahogan, por mayor resistencia 
que procure oponerles: 

Primera. Que los pagarés no se consideraron enla- 
zados, desde su origen, sino con las cláusulas l.*y 2.* 
de la escritura, y nunca con la 7.* que fué posterior y 
no se había estipulado siquiera cuando ya los vales se 
habían otorgado y entregado, y pedídose y recibídose 
de Zangronis la declaración de estar en su poder el 
precio que se le pagaba con ellos. 

Segunda. Que los mismos pagares se consideraron 
desde entonces como dinero, sin que para lo sucesivo 
lo3 afectara legalmente condición ni evento alguno, su- 
puesto que por el hecho de darlos en la referida cali- 
dad de dinero se exigió y obtuvo el recibo del precio: 
recibo que no se habría pedido ni otorgado si hubiesen 
quedado los vales sometidas á condición. 

Haberse entregado el precio y quedar el precio con- 
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dicionalraente pendiente de pago, y no sólo de pago 
sino de obligación de cubrirlo, como dice la contraría 
al sostener que su obligación de pagar nacería del cum- 
plimiento que en lo futuro tuvieran las de Zangronis, 
son ideas inconciliables que no admiten congruencia, y 
entre las cuales no podría establecerla, ni con el auxi- 
lio del sofisma más delicado, la inteligencia más pode- 
rosa. 

¡Qué absurdos, por otra parte, se seguirían de repu- 
tar los vales sometidos á condición! Absurdos, ya se- 
les examine con relación á ellos mismos, ya con relación 
á la escritura en que se pactó su otorgamiento y en cu- 
ya virtud se extendieron. 

Los pagarés comenzarían por haber sido completa- 
mente inútiles y no significar nada, absolutamente na- 
da de lo cjue decían. Aquí es el momento para hablar 
de la* supuesta condición, dejando aparte si lo es ó no, 
y detenernos únicamente en la exposición de aquella 
en que se la hace consistir. Se afirma que á consecuen- 
cia de ella y en observancia de la referida cláusula 7* 
de la escritura, no habían de verificarse los pagos sino 
cumpliendo Zangronis la obligación de no pedir nue- 
vas concesiones ferrocarrileras para determinadas zo- 
nas, y de no intervenir, de ninguna manera ni con nin- 
gún carácter, en empresas de ese género que se acome- 
tieran en el terreno designado. 

Ahora bien: la condición potestativa, sea negativa ó 
positiva, es decir, de hacer ó de no hacer, suspende el 
cumplimiento de los contratos en que se inserta, é im- 
pide que antes de verificarse nazcan las obligaciones 
relativas. Por esto, y en nuestro caso, ha sostenido la 
Compañía que para que ella tuviera obligación de pa- 
gar, según manifiesta estar prevenido por la cláusula 7% 
había de cumplir Zangronis sus promesas de no pedir 
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concesiones etc. ««No fvió lisa y llana la obligación de 
cubrir los pagarés, dice, se subordinó al cumplimiento 
de la promesa de Zangronis.n }Y por qué tiempo debía 
mantenerse estasuspensión? ¿Hastacuándo se daría por 
satisfecha la obligación de Zangronis, y surgiría la de 
pagar en la Compañía limitada del Ferrocarril Mexi- 
cano? Con las obligaciones de no hacer estipuladas en 
los contratos como condiciones, jamás ha pasado lo que 
con las condiciones de la misma naturaleza impuestas 
en los testamentos: antes, la institución heridataria 
ó el legado producían su efecto, desde luego y á pesar 
de ese gravamen, si el beneficiado otorgaba la caución 
Muciana: el Código Civil de 70 y lo mismo el actual, 
dan por no puesta la condición de no hacer. 

En los contratos esta condición ha surtido siempre 
y surte hasta ahora sus efectos: suspende la obligación 
en tanto que el acontecimiento previsto llegue ó no 
á verificarse, y por eso todos los intérpretes han escrito 
conformes, que la referida condición mantiene en sus- 
penso el contrato hasta la muerte del obligado. Así es 
que sometidos los pagarés á la estipulación condicional 
de no hacer, que como se expone contrajo Zangronis, 
no podría exigirse que fueran cubiertos, sino cuando se 
comprobara por su fallecimiento no haberla infrin- 
gido. 

¿No es esto. Señores Magistrados, un verdadero lu- 
dibrio del derecho, que procura revestirse con sus más 
justificadas y augustas formas? ¿A qiié venían enton- 
ces el extender los documentos, el fijar término de mes 
á mes para pagarlos, y el haberlos redactado á la or- 
den sellándolos con un falso signo y engañoso estímulo 
de circulación? ¿Qué mente tan llena de malicia era la 
una y tan insana la otra, para proponer y aceptar un 

juego indigno de personas que debían tratar sériamen- 

10 
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te sus negocios, y no sustituir qon burlas y reprobados 
artificios las estipulaciones eficaces, arregladas ajus- 
ticia y á las inspiraciones de legítimas conveniencias, 
que aquellos tuvieron por objeto explicable^y racional? 
¿Cabe en un criterio recto y juicio bien ordenado, la 
creencia de que Zangronis vendiera para no percibir 
durante su vida el precio de la venta; y cabe que quien 
ahora tal pretende se hul)iera imaginado conseguirlo, 
si otorgaba precisamente para satisfacer ese precio, 
pagarés á la orden que vencían, uno en pos de otro, 
cada mes? 

Otro absurdo, que resulta de la contradictoria con- 
ducta déla Compañía. Si los vales eran condicionales, 
lo eran por su naturaleza y desde su creación adqui- 
rieron ese carácter. La Compañía, sin embargo, ha cu- 
bierto muchos de ellos y no opuso á su cobro el repa- 
ro que hoy la detiene, cuando dice que el. nacimiento 
de sus obligaciones estaba sometido al cumplimiento 
que Zangronis prestara á las suyas. Esto es plenamen- 
te contradictorio, y^hay que inferir, cuando menos, que 
la misma Compañía no consideró existente la condi- 
ción que alega, ó que si alguna vez pensó en ésta, se 
persuadió de que no le era dado sostenerla legalmente 
por su desconveniencia jurídica, por su oposición á 
toda justicia, á las cláusulas esenciales y a las escritas 
del contrato que en realidad se había celebrado y eje- 
cutado, y fijó su interpretación é inteligencia prescin- 
diendo de ella y renunciándola por medio de actos que 
no dejaran en pie ni el mas leve asomo de duda. 

Por otra parte, establezco una hipótesis: supongo 
que se hubieran cubierto todos los pagarés, antes de 
que Zangronis ejecutara los actos con que se afirma 
que quebrantó su obligación y faltó á la condición con- 
venida. ¿Qué hubiera entonces practicado la Compañía 
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en ejercicio del derecho que hoy invoca y que presta 
fundamento, en su concepto, á la excepción ó defensa 
que ha opuesto? El recurso legal de que se vale al 
presente para no pagar, debía también valerle en ese 
caso para recobrar lo que hubiera pagado mal. Al me- 
nos, mientras la ley no se lo prohibiera, debía asistirla 
acción para repetir cuanto hubiera entregado por pago 
indebido. En el evento de obligaciones condicionales, 
el derecho nunca ha dejado de ser terminante y esplí- 
Q\to\ pendente conditione nondum debetur. Y el artículo 
1,445 del antiguo Código Civil, igual al 1,339 del vigen- 
te, declara que el deudor puede repetir lo que hubiere 
pagado antes de verificarse el acontecimiento á que se 
refiere la condición. 

¿Iría la Compañía limitada del Ferrocarril Mexica-. 
no á repetir de los terceros tomadores de los pagarés, 
io que en virtud de la cláusula á la orden les hubiera 
satisfecho? No, y mil veces no: no, como no ha repeti- 
do lo que hasta ahora tiene pagado: no, como lo ase- 
gura, entre otros motivos, la hábil dirección con que 
aquella Empresa cuenta, y bajo la cual no hemos de 
mirar, nunca, que se exponga á fracasos tales como los 
que le acarrearía una reclamación de esta especie. Y 
no se borre de la memoria que á ser condicionales los 
documentos adquiridos por los terceros, ese derecho á 
la repetición sería indudable. 

Comparemos ya los llamados vales condicionales con 
la escritura en cuyo cumplimiento se otorgaron. Ha- 
blando en ésta de la obligación de pago de la Compa- 
ñía, se consignó de un modo expreso que ^ por no ser 
sino una sola, quedaría exclusivamente satisfecha con 
la solución de los pagarés, y ni aun podría Zangro- 
nis ceder ó enajenar aquella total ó parcialmente, sien- 
do nulo cualquier acto que en contra verificase.. Y alio- 
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ra tenemos con la explicación é interpretación que se 
aplica á los documentos, y por la cual se sostiene que 
por sí son ineficaces, que por si nada valen tocante á 
pago, que por sí están sometidos enteramente á la es- 
critura para ser cubiertos, que por ésta y no por ellos, 
ha de hacerse la solución. Es decir, que una parte de 
las otorgantes de la escritura intenta establecer, para 
defenderse, lo que va derechamente contra el espíritu 
manifiesto y tenor clarísimo del contrato, A ser «exac- 
to lo que se pretende, la escritura sería la que resul- 
tase pagada y los vales sobrando, otorgados y puestos 
en circulación por demás. 

El medio que ha servido para argüir presentándolos 
como condicionales, está en el examen y exposición in- 
completos que se hacen de su texto, y en la forma con 
que se ofrecen á la consideración de los Tribunales pa- 
ra atraer las^miradas de la justicia, no sobre el conjunto 
de los documentos, sino sobre algunas de sus frases. 
Pagará la Compañíaj se dice, de conformidad con h 
convenido en la escritura de tal fecha. Pero no es esto 
lo único que se expresa; si así fuera, razón habría ple- 
nísima para decir no sólo que los pagarés eran condi- 
cionales, sino que positivamente y en la acepción legal 
de la palabra, nada existía que mereciera el nombre 
de pagaré. 

Los documentos contienen algo más: la exposición 
cumplida de todo lo que ha de pagarse, y por eso cada 
uno anuncia la cantidad á que se refiere, la fecha en 
que ha de ser cubierta, el lugar de la entrega y el nom- 
bre de la persona á cuyo orden será pagada. Y todo 
esto, que es lo necesario para la forma y la validez de un 
pagaré, es lo que se anuncia por la Compañía que cum- 
plirá y hará de conformidad con la escritura de 16 de 
Julio de 1875. Este instrumento no se cita para averi- 
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guar ninguna circunstancia ignorada de los pagos re- 
presentados por los vales, sino como la causa y motivo 
porque se extienden, supuesto que en ella ya todo que- 
dó pactado, y que por ser forzoso hacerlo, se procedió 
á crear y entregar el papel moneda que representa el 
precio de la compra en cuestión. Se hace saber que 
ese papel no tuvo una causa cualquiera, una causa que 
se callaba, sino la causa de una escritura pública en 
que el deudor declara haberse estipulado, de la mane- 
ra más solemne que el derecho reconoce, su obligación 
de firmar los documentos. Se hace saber la vatio por 
la cual se verifica el acto, el quid prceteritum que in- 
venciblemente impulsa a suscribir el documento; que 
impelió con fuerza irresistible á la formación y expre- 
sión cabales de aquellos contratos á estilo de comer- 
cio, que nacieron puros, simples, surtiendo desde lue- 
go sus efectos, y no viciosos ni engañosos para burlar 
al que los recibía, y convertir á la sociec^ad en general 
y en particular al comercio, en víctimas de ese en- 
gaño. 

En forma más científica, si bien basta la inspirada 
por el buen sentido y la sana razón, voy á precisar la 
diferencia que media entre la condición y la causa, y 
que ha reconocido en todas épocas el derecho. La ley 
52, Dig. de condition, et demonstrat, et cmis, et mod,, 
transcribe las palabras de Ulpiano para demostrar el 
ejemplo de una causa y distinguirla de la pena: Si 
ita legatum sit, ^^quoniam filius mayen* ex arca mea de- 
\\cem sustulity heves minor filius decem é medio sumito:\\ 
dehetur legatum: quia idcirco velictum esty ut conditio ñ- 
liovum exequavetuv et sane hcec causa est: nam causa in 
proeteritum, poena infutuvum covfertuv. 

Más ésplícita es la otra ley del mismo Código, 52 de 
Condit indeh, en que establece directamente la diferen- 
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donación por causa, en cuanto la coloca en servicios 
ya recibidos por el donante; y no condicional pendien- 
te de hecho futuro. Tampoco hay que confundir la cau- 
sa con el modo, observación que hago á propósito de 
alguna especie vertida por la parte contraria, y que 
lleva por objeto aplicar en general á los contratos, lo 
que respecto de modos rige en las donaciones que se 
hacen por causa de muerte ó de acto entre vivos. En 
estas ocasiones en que se ojcicc laliberalidaddel donan- 
te constituyendo una dádiva, se reconoce que en cambio 
de ella puede imponerse un gravamen ó carga futuros 
al que recibe la donación. 

En cuya inteligencia y comentando el glosador la ley 
de Partida, en el punto en que se contrae á las dona- 
ciones por manera ó modo, que son las nuestras one- 
rosas, agrega que el modo es la restricción señalada á 
cualquier acto, imponiendo un. gravamen al mismo á 
quien se honra con la disposición, para que lo cumpla 
al tiempo de realizarse aquella; é invocando otros tes- 
timonies respetabilísimos, afirma: uque ese modo es la 
"medida á que debe atempei'arse alguno, y así es que 
"determina el cómo debe realizarse la disposición. n 
Pero la ley, sus precedentes y sus comentarios, no se 
refieren sino al caso de liberalidad ó dádiva, y dejan á 
un lado los de contratos bilaterales onei-osos por am- 
1)as partes, en que nadie dona á nadie, ni uno de los 
otorgantes puede imponer por sí solo obligaciones en 
' \) de liberalidades que no dispensa, y no existen 
jue las que se estipulan por acuerdo simultáneo 
ituo interés. 

menos se confunden en esos lugares jurídiccs la 
a y el modo, permaneciendo siempre la primera con 
aturaleza propia, y siendo éste carga anexa á uu 
j de confianza y generosidad. 
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La causa tiene caracteres inalterables y que esencial- 
mente la distinguen de la condición en las sucesiones 
y los contratos, y del modo en las donaciones: no re- 
cae en hechos futuros: no encierra gravámenes venide- 
ros: en los testamentos nó produce vicio por su inexis- 
tencia ó falsedad; y en los contratos no es necesario 
expresarla porque se supone siempre existente, verda- 
dera y válida. No es la causa sino esa ratioj ese quid 
prceteritum á que me he contraído y que en los vales 
que se discuten, de ninguna suerte condicionales y 
que ninguna interpretación sería suficientemente po- 
derosa para imprimirles esta índole, se expresó con- 
signando que se otorgaban y se cumplirían por estar 
así convenido y ya pactado en una solemne escritura pú- 
blica. 



TERCERA PROPOSICIÓN. 

La cláusula 7* de la escritura de 16 de Julio de 1875, 
á cuya ejecución y cumplimiento se supone hallarse so- 
metidos los pagarés, no encierra condiciones que afec- 
ten á éstos, ni en sí mis7na es condicional respecto del 
contrato en cuya virtud se otorgaron y entregaron 
aquellos vales en pago de precio. 

No hay necesidad de repetir mis protestas y salve- 
dades anteriores; procedo al examen é interpretación 
genuina deja cláusula 7* que se invoca como el ingen- 
te argumento contra la testamentaría de Sayago, pre- 
vias lais concesiones que otorgo á la contraria, admi- 
tiendo hipotéticamente que esta fuera ocasión en que 
pudiera discutirse y fallarse en derecho, la defensa que 
se opone al auxilio de aquella estipulación. A la tes- 
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tamentaría le basta haber probado que los vales que 
cobra no son condicionales, y que por su conformidad 
absoluta con la ley deben producir y reconocérselas 
sus efectos y plena eficacia. Este examen lo verificó 
penetrando, como he dicho, en el terreno de la contra- 
ria, y para demostrarle que ni él tiene los aparentes y 
especiosos recursos á que se acoge. 

La, cláusula de que tan repetidamente se hace mé- 
rito, está concebida en estos términos: 

n Para que se hagan por la Compañía limitada los 
«» pagos convenidos «ni la presente transacción, se obli- 
ííga el Sr. Zangronis á que ni ahora ni en ningún tiem- 
í»po solicitará para sí, ni por interpósita persona, direc- 
iita ni indirectamente ninguna concesión para construir 
Hiii para explotar ningún ferrocarril de Veracruzá Ja- 
nlapa, ó de esta última ciudad á algún punto de la lí- 
i»nea férrea de Veracruz á México ó á Puebla, ni algún 
»» tramo de él, ni tampoco tomará parte en alguna Em- 
»• presa de esta naturaleza, como accionista, construc- 

t» tor ni con otro carácter sea el que fuere, etc. n 

Esta es la parte de la escritura de 16 de Julio, cuya 
influencíenlos vales sostiene con tanto empeñóla 
Compañía, y que nosotros afirmamos, llevando á nues- 
tro lado la razón, la justicia, la ley, la jurisprudencia 
y la exposición científica de los principios, no desnatu- 
raliza ni debilita aquellos documentos, especialmente 
si se les considera en poder de los terceros tomadores, 
que los adquirieron una vez arrojados á la circulación- 
La cláusula contendrá lo que se quiera: en el contrato 
se establecerían las relaciones que plazcan, tocante á 
los abonos y los actos de Zangronis; pero ni los paga- 
rés se extendieron condicionalmente; ni hubieran ex- 
tendídose con sumisión á esta cláusula, por los absurdos 

que de ello habríanjbrotado y que expliqué largamente; 

11 
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desde el momento en que aquella es perfecta, pertene- 
ce la cosa al comprador y el precio al vendedor; Zan- 
gronis, pues, con razón muy superior adquirió el que 
le fué entregado y pudo hacer con él lo que á bien tu- 
viera, desde el instante mismo que lo recibió. Dinero 
efectivo ó moneda convencional, todo fué idéntico para 
estos resultados legales: dinero ó moneda convencio- 
nal, t()do ha sido lo mismo para las terceras personas 
á quienes se haya trasferido, y que de ningún modo 
estarían sujefos á devolverlo, ni stmietidas nunca a es- 
tipulaciones individuales y exclusivas entre quienes 
fueron los primeros en pasarlo de unas manos á otras, 
á consecuencia de una venta regular y perfecta. 

Para que el suscritor de esa moneda convencional 
se viera libre de la obligación de respetar su firma que 
está en poder de terceros, sería preciso que, por una 
parte, se pronunciara la resolución de aquella por los 
. pactos personales contenidos en la escritura, y por otra, 
que el efecto de esta resolución alcanzara y ligase á 
los mencionados terceros. Equivaldría lo último á tras- 
tornar los principios más evidentes de derecho y á in- 
fringir terminantes preceptos legales, echando por tie- 
rra la teoría que domina en materia de resolución de 
contratos. Todavía adelante volveré á consagiar mi 
atención á este punto, y por ahora me limito á mani- 
festar que, prescindiendo de la oportunidad y proce- 
dencia con que la Compañía pretenda la resolución de 
sus obligaciones por la falta de cumplimiento que im- 
puta á Zangronis, esa resolución no tendría trascen- 
dencia en ningún caso contra terceros. La resolución 
que recae en contratos que producen la trasmisión de 
cosas raíces, solamente alcanza á los posteriores adqui- 
rentes de buena fé, cuando ha sido escrita y se regis- 
tró en la forma prevenida para la insciipción de 1í)s ac- 
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-tos que afectan ó modifican la propiedad: así lo dispo- 
nía el art. 1,467 del antiguo Código Civil y lo dispone 
el 1,351 del vigente, Goyena, comentando las disposi- 
ciones del proyecto del Código español análogas a es- 
tas, invoca la regla que es fundamental en la materia: 
••El Registro público es la única regla y guía paraad- 
ííquirir y conservar con seguridad la propiedad de los 
»í bienes inmuebles: el que no tiene fundado en él su 
»í derecho para lo uno ó lo otro, mal podrá hacerlo va- 
*der contra el tercero que adquirió de buena fé é ins- 
••cribió su derecho. u 

Pero tratándose de cosas muebles, en ningún caso 
llega la resolución á tener lugar contra éstos terceros. 
Para inferirlo así, era suficiente lo prevenido respecto 
de bienes raíces, dado que la trasmisión de los mue- 
bles no se registra; pero además, el precepto de ley es 
expreso é indubitable. Los arts. 1,468 y 1,352, lespec- 
tivamente de los Códigos citados, declaran que Locan- 
te á bienes muebles, »»ha}a ó no habido estipulación 
»» expresa, nunca tendrá lugar dicha resolución contra el 
'•tercero que los adquirió de buena fé.n Estas declara- 
ciones están conformes con el sistema absoluto y ex- 
presamente aceptado en nuestros Códigos, cuanto se 
refiere á trasmisiones hechas á favor de segundos y 
posteriores adquirentes, y en cuya virtud también es- 
tá determinado por los arts. 3,036 y 2,902 de aquellos, 
que la retroventa, contrato hecho con la condición de 
rescindirlo dentro de un plazo señalado, sólo puede 
tener lugar en bienes raíces. 

Así es <jue la testamentaría Sayago ó cualquiera 
otra persona que se encuentre en su mismo caso por 
haber adquirido pagarés de igual procedencia, no debe 
ni puede sufrir las consecuencias de ninguna resolu- 
ción que se pronunciara contra Zangronis atentos los 
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convenios de la escritura de 75, toda vez que la refe- 
rida testameutaría y los otros terceros son adquirentes 
de cosa mueble, carácter que la ley ha impreso á los 
documentos ó títulos de obligaciones que tienen por 
objeto cantidades exigibles sin acción hipotecaria ó 
alguna otra real. La resolución, si se pronuncia, sur- 
tirá resultado entre los contratantes primitivos y se 
reducirá á los danos, perjuicios é indemnizaciones que 
procedan; pero sin pasar de tales personas y casos, ha- 
brá de detenerse ante el dique insalvable que le impi- 
de herir á los terceros. Cuanto á ellos, la resolución 
es como si no existiera y la obligación, por tanto, con- 
serva íntegro su vigor. 

En este punto y después de tomar en cuenta lo qne 
va expuesto, se descubre con una claridad perfecta la 
diferencia esencial que media entre los dos contratos 
que han nacido de la escritura otorgada por la Com- 
pañía del Ferrocarril Mexicano y Zangronis, y los pa- 
garés á la orden suscritos por la primera y entregados 
al segundo en pleno dominio. Esta distinción y efica- 
cia de acciones son más explicables que en otro caso, 
en el de un tercer tenedor de esos documentos ala or 
den, quien ya por su posición personal respecto de 
ellos, ya por la naturaleza de los mismos documentos, 
ha gozado siempre los favores y protección especial de 
la ley. Aparte de la buena fe que lo protege con su 
poderoso escudo como á los demás adquirentes de bie- 
nes muebles, es por otros mil motivos digno de todas 
las consideraciones. Zamorano se expresa así en el 
número 135 de su "Tratado sobre Letras de cambioin 
nel portador es, de todos los que han intervenido en 
»das negociaciones de la letra, el que más consideracio- 
iines merece, y el que tiene derechos más respetables, 
íiEl librador recibe valores efectivos en cambio de la 
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««letra; el librado á nada está obligado, sino tiene á su 
««disposición los valores que le han de servir para pa- 
««garla, los endosantes se hallan reembolsados por el 
««portador; este es, en definitiva, el que ha dado un 
««valor por una letra, que hasta que se haga efectiva, 
lino es más que una promesa de pago. Por eso el por- 
««tador, que tan grande interés tiene en que se haga la 
««provisión, quizá en el dia que más ventajas puedan 
««resultarle de tener en su caja le cantidad girada, tie- 
une también derechos especiales sobre ella.«' 

El portador, por eso no sólo posee la acción dilecta 
contra el principal obligado, sino la especialísima en 
garantía contra el suscritor y cuantos más han estam- 
pado su firma, autorizando las operaciones del docu- 
mento: acción en garantía que por esto mismo, es dejir, 
por su índole jurídica, no se deriva del contrato pri- 
mitivo que haya dado origen á los documentos, sino 
de hechos posteriores y comunes á cuantos firmaron 
los segundos, aunque no hayan intervenido en aquel. 
Las obligaciones que constituyen esta garantía no na- 
cen, por relación de reciprocidad con lo antes sentado, 
de un contrato que ha sido exclusivo y peisonal entre 
el primer suscritor y el primer tomador del documen- 
to, sino del hecho general á todos los que han suscri • 
to, de haber intervenido en la autorización de las tras- 
misiones respecto del último tenedor. Y esta acción 
en garantía es la que se ejercita y esta obligación la 
que debe cumplirse, cuando el portador, que no está 
sujeto á repetir ni única ni primeramente contra su 
endosante, se dirige contra cualquiera de los otros res- 
ponsables, inclusive el primer suscritor. Entre éste y 
el portador no medió el primero de los contratos con- 
tenidos en el documento, ni mucho menos el oiigina- 
rio en cuya virtud se halla extendido el pagaré, letra 
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ó libranza: no se ejercitan, pues, acciones nacidas de 
ellos, sino la simple acción en garantia. Acerca del ca- 
rácter de garante que tiene el primer suscrití)r cuando 
la demanda se dirige contra él por el tercer ó último 
tomador, dice Zamorano en el número 318 de su obra: 
»»el portador puede dirigir la acción ejecutiva que nace 
•ule la letra protestada en tiempo y forma, no solo con- 
'•tra el deudor principal, sino también contra los ga- 
arantes.»» Explica después á quién conviene el nombre 
<le deudor principal, y luego agrega á quién el otro. 
»Y garante, todo endosante y aceptante por interven - 
íición, y todo librador que tiene hecha provisión de fon- 
í»dos el dia del vencimiento.»» 

La jurisprudencia francesa es también muy esplí- 
cita marcando la diferencia y separación de los dos con- 
tratos que existen en casos como el nuestro; y porque 
he resuelto abreviar este trabajo cuanto me sea posi- 
ble, no citaré de ella sino las siguientes ejecutorias, 
que extracta Nouquier en el núm. 714 de su obra »» Le- 
tras de Cambio, ti y de que ya también hizo mérito e\ 
inteligentísimo y diestro abogado Sr. Lie. D. José Ma- 
ría Vega Limón, que formó por la testamentaría Saya- 
go el luminoso alegato de primera instancia: 

í»!.*" Se ha decidido que cuando se trata de billetes 
á la orden que tienen su origen en la venta de un inmue- 
ble, aun cuando así se exprese en el pagaré como cau- 
sa de su expedición y citando la escritura y el dia en 
que fué otorgada, no puede rehusarse el que lo expi- 
de d pagar á los terceros poseedores su valor, aunque exis- 
tan sobre los mismos inmuebles hipotecas que se obligó á 
redimir el vendedor á cuyo favor se extendió el pagaré, w 

»»2.^ Que aunque en los billetes á la orden se expre- 
sen inmuebles como valor recibido, refiriéndose á in- 
muebles dótales, cuya venta está afectada de nulidad 
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por la ley, el otorgante debe pagar á los terceros po- 
seedores qiie los han adquirido por endoso regular y 
de buena fe.n 

«iS.*^ Que en el caso en que el adquirente de un in- 
mueble ha suscrito billetes á la orden para pagar el 
precio de su ad(piisición, si estos billetes se endosan 
regularmente á un tercero de buena fe, el otorgante no 
puede rehusarse á pagarlos al vencimiento, fundado en 
que ha pagado el precio de la adquisición á los acreedo- 
res liipotecarios de los inmuebles, w 

»»4.^ Que como no se pueden oponer al tercer posee- 
dor sino las excepciones que nacen inmediatamente del 
4>fecto de comercio mismo, no deberá^ obligarse á los ter- 
ceros poseedores de los billetes á la orden creados al mis- 
mo tiempo que %ina obligación en escritura ptíblica, y que 
por tanto no hacen mas que tina obligación con ésta, á 
esperar el vencimiento del plazo de dicha obligación.w 

Las anteriores teorías sancionadas por una respeta- 
bilísima jurisprudencia extranjera, y que para prez de 
la nuestra han sido las que ésta constantemente pro- 
fesó, recibieron nueva y solemne consagración cuando 
al publicarse el actual Código de Comercio se recono- 
ció, en su art. 802, el principio de que las trasmisiones 
verificadas por medio del endoso, dejan aparte las otras 
relaciones civiles que quizás se hayan establecido por 
el contrato en cuya ejecución se expidió el documento 
á la orden, y lo trasfieren exclusivamente con su natu- 
raleza especial y mercantil. El artículo está redactado 
así: ''Los endosos de letras sólo trasñeren la propiedad 
de ellas, no los privilegios civiles á que se refiera su 
contexto. Así en las emitidas á consecuencia de una hi- 
poteca ó de otro contrato para facilitar la circiUación de 
los valores que le sirvan de base, sólo se tomará en con- 
sideración su carácter mercantil y las prerogativas otor- 

12 
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gadas en este Código, sin perjuicio de que surtan en el 
orden civil los efectos á que haya lugar T Este precep- 
to, aunque incluido en las disposiciones relativas á las 
letras de cambio, es común á los pagarés, porque se- 
gún el art. 916, unos y otros documentos se rigen por 
las mismas reglas tocante á su endoso. 

Con la prueba de que por este camino ha ido siem- 
pre nuestra jurisprudencia, voy á producir, juntamen- 
te, el más brillante y trascendental de los testimonio» 
que puedo invocar en confirmación de mis asertos: eí 
testimonio que como uno de los monumentos de su 
justificación, lian dejado escrito esta 3.* Sala á la cual 
tengo la honra de dirigirme y el Tribunal de casación 
del Distrito, en^ las sentencias que pronunciaron fallan- 
do el juicio promovido por los Sres. Esteban Benecke, 
sucesores, contra los Sres. Zubieta y Compañía, sobre 
cobro de un pagaré á la orden suscrito por los segun- 
dos y endosado por el tomador D. Justo L. Carresse 
á favor de los primeros. El documento se otorgó por 
valor de ganado que se compró á Carresse, segiín contra- 
to de la misma fecha; y una vez entablado el juicio pa- 
ra reclamar el pago, se opusieron á la casa tenedora, Be- 
necke sucesores, la excepción de falta de cumplimien- 
to del contrato, por no haberse entregado todo el ga- 
nado vendido; reconvención por las utilidades que ha- 
bían dejado de percibirse a consecuencia de aquella 
falta, y compensación por una deuda que el Sr. Carres-' 
se estaba condenado á satisfacer á Zubieta y Compa- 
ñía. Para fundar la defensa jugaron, como en nuestro 
juicio, las especies de sumisión del pagaré al contrato 
de venta que citaba y de que procedía; de trasmisión 
al portador de las obligaciones del vendedor Carresse,. 
y de los caracteres de cedente y cesionario que estos 
tenían. Kn la primera instancia pronuncióse sentencia 
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favorable al demandado; pero venidos en apelación los^ 
autos á esta Sala, y formando parte de ella dos de sus 
mismos dignos Magistrados actuales, los Sres. Lies, 
D. Luis Maíanco y D. Mariano Botello, se revocó el 
fallo precedente, y en su lugar se dictó otro mandan- 
do hacer el pago del vale que se cobraba. Como fun- 
damentos de la resolución, y después de comparar el 
documento con los preceptos de las Ordenanzas de 
Bilbao relativos á pagarés y con los del decreto de 15 
de Noviembre de 1841, la Sala trató y resolvió las prin- 
cipales cuestiones del caso, en los considerandos que 
copio en seguida: ? 

««Considerando: que en vista de tales disposiciones 
»no es de dudarse que el pagaré suscrito por los Sres. 
««Zubieta y Comp. á favor de D. Justo L. Carresse es 
«un verdadero documento mercantil, y por consiguien- 
«»te trasmisible á terceras personas por simple endoso, 
"debiendo asegurarse que en su formación han concu- 
'«rrido los requisitos exigidos por la ley, j?;'o forma, 
"para que pueda surtir todos los efectos que en el Ca- 
"pítulo 14 de las Ordenanzas se atribuyen á esta cía- 
»«se de documentos bajo la denominación de vales, n 

»» Considerando: que al entregar los repetidos Sres. 
"Zubieta y Comp. al vendedor del ganado un docu- 
»»mento trasferible y negociable, es consiguiente que 
"quisieron entregar el precio de la venta desde luego, 
"representado por dicho documento, conformándose 
"Con no recibir desde luego la cosa vendida, sino al 
"plazo estipulado. En este sentido pudo Carresse dis- 
"poner del precio desde el momento en que se perfec- 
"cionó el contrato, aunque no hubiese entregado la 
"cosa, según las terminantes disposiciones de los ar- 
"tículos 2.946 V 2.950 del Códiao c\v\U 
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*»Coiisiderando: en cuanto al endoso del pagaré he- 
ucho por Carresse á Benecke sucesores, que en esta 
'•operación se llenaron los requisitos marcados en el 
«•núm. 3 del cap. 14 de las Ordenanzas, por lo que de- 
nbe asentarse como una verdad jurídica que los ex- 
npresados Sres. Benecke sucesores, adquirieron el do- 
i»minio de dicho pagaré y el derecho de exigir su va- 
lí lor por derecho propio y no como mandatarios de 
*» Carresse, por lo que en nada debe perjudicar á di- 
»»chos Sres. Benecke como tenedores del pagaré, lafal^ 
^\ta de cumplimiento del coíitrato celebrado entre los 
^^Sres, Zuhieta y Comp. y Carresse, por parte de este 
^níltimoj^ 

íi Considerando: que conforme al número 5 del re- 
npetido cap. 14 y números 21 y 37, cap. 13 de las Or- 
ndenanzas de Bilbao, esta clase de pagarés ó vales trae 
»i aparejada ejecución y deben exigirse en la vía ejecu- 
utiva y sin admitirse excepción que dependa de hechos 
^^del librador, ni aún que éste haya faltado á su cré- 
íídito; que son las palabras del expresado núme- 
firo 37." 



*» Considerando: en cuanto á la primera excepción 
í>que consiste en la falta de entrega de la totalidad de 
•da cosa vendida, que esta excepción no procede con- 
•ítra el tenedor del vale, por las razones aducidas en 
••los considerandos respectivos anteriores, y porque los 
«•obligados á entregar el ganado no son Benecke suca- 
••sores, sino Carresse, independientemente de la obH- 
••gación contraída por Zubieta y Comp. en el referido 
«I vale, por más que este represente el precio del gana- 
••do, pues dicho precio pudo muy bien entregarse co- 
»»mo se entregó, sin recibirse la cosa vendida, puesto 
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"que la ley en los contratos es la voluntad de los con- 
»» trayentes»» 

»» Considerando: en cuanto á la reconvención 

»»por danos y perjuicios originados por la falta de cum- 
«iplimiento del contrato entre Carresse y Zubieta y 
»»Comp., que los tenedores del pagaré no son respon- 
»»sables de tal circunstancia, pues gestionan por dere- 
»»cho propio y no como mandatarios de Carresse, su- 
»»puesta la legalidad y validez del endoso, pues al ha- 
iicer honor á la firma de los Sres. Zubieta y Comp. ad- 
quiriendo el pagaré y entregando su precio, Benecke 
sucesores compraron en la inteligencia de qtte dicho do- 
^^cumento era representativo de dinero contante, según el 
^^ estilo de córner ció, ^^ 
»»Por los fundamentos de hecho y derecho expresa- 

»»dos. se declara etc.n 

Introducido el recurso de casación contra la senten- 
cia que en gran parte he trascrito, se declaró que no 
era de casarse ni se casaba, y tal fallo lleva desde en- 
tonces el signo augusto de la verdad legal, que hace 
indiscutibles y decisivas las razones en que se apoya 
y he mencionado. El del Tribunal de Casación, que es 
notabilísimo y corresponde á la altura en que aquel ha 
sabido colocarse, altura que conserva con creciente 
prestigio, encierra los importantes y siguientes pasajes 
que no me resuelvo á dejar sin un sitio en esta ré- 
plica. 

»» Considerando: que del documento en que se con- 
»»signó el contrato que celebráronlos Sres. Zubieta y 
»» Compañía, el 23 de Mayo de 1,878, y del que se ex- 
'» tendió por aquellos á favor de éste en la misma fe- 
»»cha, se entiende á primera vista que entre las partes 
»» contratantes mediaron dos estipulaciones: una por la 
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»»que convinieron la venta de cien bestias mulares y 
n doscientos cincuenta potros en el precio de 5,500 pe- 
»»sos, que se perfeccionó con el consentimiento de am- 
nbos en la cosa y el precio (art. 1,392 Código Civil); 
»iy otro literal, á estilo de comercio, que los Sres. Zu- 
nbieta y Compañía consignaron en un pagaré á la orden 
«»dé Carresse por la cantidad expresada, y que ha sido 
itmateria del juicio ejecutivo, n 

» i Considerando: que Jijada la diferencia de los dos 
ii contratos y circunscrita la jiirisdicciÓ7i de la Sala á 
^juzgar sobre lo que es ohjeto de la demanda, es natural 
ny arreglado á derecho, que las infracciones de que el re- 
n cúrrente s% queja se concreten en su examen al docu- 
iímento discutido; imesde lo contrario se incurriría en 
\\el defecto de sentenciar á personas y en cosas que no 
^^están bajo la jurisdicción de este Tribunal; y d este res- 
^^pecto, para decidir la controversia habrá que exami- 
amarse, línicamente, si el pagaré y el endoso han dado á 
i\Benecke sucesores el derecho que les concede la senten- 
i^encia de 2^ instancia, si las excepciones debieron dése- 
^\charse para conceder ese dei*echo, y si el documento 
^^ameritó la ejecución- 

»» Considerando: que para robustecer la nulidad de 

•da cesión se pretende que el no haber cumplido 

*» Carresse en parte con el contrato de compra- venta, 
•«perjudicó los derechos del cesionario, mediante áque 
••el cedente no pudo trasmitir más que lo que tenía por 
»»el contrato. Intencionalmentp se ha hecho observar 
••que entre Carresse y Zubieta y Compañía mediaron 
••dos contratos: el de compra- venta de ganado mular y 
••caballar, y el literal nacido de aquel, originario uno del 
••otro, pero independientes entre sí, y ahora haciendo 
••la debida aplicación á la cesión verificada por medio 
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í»del endoso, á fin de establecer la independencia en 
»das obligaciones de los dos contratos, es de tenerse 
«•presente, para que se comprenda la improcedencia 
••del descargo, la terminante doctrina que enseña 
i' con el carácter de jurisprudencia el expresado Nou- 
•íguier, en el lugar citado, la que literalmente es como 
1» sigue: ^^El suscrito)^ no jmede por el motivo de que la 
^^convención d la cual se refiere la carta no ha sido eje- 
y^cutada,rehusaQ'se apagar al tercer poseedor de hueha 
^^fe, porque este tercer poseedor no tiene, fuera déla ne- 
^^gociación hecha por él, que irse á informar de la rea- 
^didad déla causa licita que se expresa en la carta: w y 
lien efecto si al endoso se le diera más extensión que 
»da que en sí tiene el documento endosado, resulta- 
^rto que el juicio sobre rescisión ó nulidad del contrato 
^^de bestias mulares y potros, y la aplicación de las penas 
^^en que haya incurrido el que ha faltado á él, venían á re- 
disolverse dentro del juicio ejecutivo, reputándolas como 
iicondición del pagaré,y con personas que no celebraron el 
i\ contrato, prejuzgando una cuestiónquedebeventilarse en 
ajuicio separado para que la sentencia recaiga en los con- 
Mi^atantes; pues en el contrato de compra-venta Carresse 
^i está pagado del precio de las bestias, y si el vendedor 
^^debe algo á Zubieta y Compañía la deuda existe dentro 
116?^ ese contrato, y no en otro; y en el literal, Zubieta y 
<» Compañía son deudores á Benecke sucesores de los 5,500 
^ipesos, porque estos adquirieron todo el importe del pa- 
^\garé por virtud del endoso perfecto que los co7istituyó 
^^en dueños de un papel moneda, y subsistiendo la obliga- 
iición, de deuda subsiste, w 

uPor estas consideraciones y fundamentos legales..- 
•««se falla etc.n 

Estas sentencias más que probar simplemente la par» 
te primera de mi proposición, en que he sostenido que 
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la cláusula 7* de la escritura no afectad los vales, con- 
siderados sobre todo en poder de terceros tomadores, 
contienen casi un resumen completo de las ideas ca- 
pitales que he emitido en el presente informe y apoyan 
en todos sentidos la causa do la testamentaría de Sa- 
yago. El valioso concurso que esos fallos me prestan, 
será debidamente estimado por la Sala. Me ocuparé 
ya en demostrar que la mencionada cláusula 7.*, no es- 
tablece condición alguna ni en el mismo contrato de que 
forma parte, que es el otro objeto de mi proposición. 

¿Y cuál condición, en efecto, encerraría esta cláusu- 
la, si tuviera el carácter que se lo atribuye? Expresa- 
mente no consigna ninguna; faltan las palabras claras, 
precisas, que serían indispensables para establecer una 
ampliación ó limitación de las obligaciones naturales 
contenidas en la escritura de 16 de Julio de 1875, que 
es en la que está incluida aquella cláusula. Sólo las 
que pertenecen á la naturaleza de los contratos, se dan 
por existentes aunque no se expresen; las que signifi- 
can su renuncia ó su modificación, necesitan determi- 
narse y detallarse. Y como nada de esto existe en nues- 
tro caso, tenemos por punto de partida la ausencia de 
toda condición expresa, y la necesidad para descubrir- 
la, dado que la hubiese, de ocurrir á interpretaciones 
más ó menos violentas y más ó menos admisibles. 

La locución empleada en la cláusula no revela, des-- 
de luego, pacto condicional, y mucho mejor parece ser 
de aquellas á que se refería el derecho romano, dicien- 
do que no significaban sino una advertencia ó admo- 
nición: adrnonitionem magis qiiamdam, quamconditio- 
nem hahet stipulatio. nPara que se hagan por la Com- 
iípañía limitada los pagos convenidos en la presente 
' Htransacción, se obliga el Sr. Zangronis á no ejecutar 
1 1 ahora ni en tiempo alguno, estos y los otros actos que 
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se determinan. if Aisladamente esto so semeja al con- 
tFiíto innominado doutfacias, que no es condicional 
sino puro y simple, y produce los efectos propios de su 
naturaleza. No hace depender la obligación de los pa- 
gos, del cumplimiento que Zangronis preste á sus obli- 
gaciones de no Inicer; sino que manifiesta que eu re- 
compensa, por decirlo así, de aquellos, que son pagos 
además de convenidos ya legalmente verificados según 
sabemos, se constituye y otci'ga por el segundo esa otra 
obligación, que goza su naturaleza peculiar y surtirá 
sns resultados jurídicos. Pero de ninguna manera se 
procuró, ni mucho menos se opei'ó por medio de esta 
cláusula, e! trastorno completo que se produciría al en- 
tenderla como hoy se quiere, tanto del mismo contrato 
de 1875, en cuya virtud se otorgaron, entregaron los 
pagarés y se dio por recibido del precio Zangronis, co" 
mo del de venta de 1874, que fué puro, no quedó so- 
metido á condiciones, y expresamente se declaró vivo 
y subsistente en la escritura posterior de transac- 
ción. 

Los antiguos jurisconsultos que tanto se dedicaron 
á explicarla índole y fuerza de algunas dicciones ó pa 
labras como si, cuín, nisi, ut, etc., usadas en los contra- 
tos, nunca creyeron ni enseñaron que la preposición 
para^ uty indicara condición. Más bien la tomaron por 
la causa ó razón que había existido ó existía para eje- 
cutar alguna cosa, que es también una de sus acepcio- 
nes en el idioma común: así es que, á lo sumo, podría 
decirse que una de las causas que tuvo la Compañía 
para verificar los pagos representativos del precio de la 
cosa vendida, fué la obligación efectiva de no hacer, 
que con todas sus consecuencias contrajo Zangronis. 
Barbosa, en su tratado de Dictionibiis usu freqitentiori- 

btis, expone en la 479, que la preposición pai^a, capaz 
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de tomarse en diversos, sentidos, regularmente nunca 
tiene el de condición. 

Esta dificultad innegable envuelta en el avanzado é 
insostenible concepto de que la cláusula 7^ de la es- 
critura de 1875, expresa una condición, dio por resul- 
tado que no obstante la reconocidísima pericia y el po- 
deroso talento que posee el distinguido patrono de la 
parte contraria, se haya andado por una senda de ver- 
daderas vacilaciones al especificar la condición de que 
se trate. Se ha dicho, por eyomplo, que aquella es una 
estipulación modificativa de las obligaciones de la Com- 
pañía; pero esto equivale a hablar de ungéner«>, dejan- 
do incierta la especie: no se precisa de qué manera ó 
con qué condición se modifiquen las obligaciones. 

La que contrajo la Compañía, se replica entonces, es 
la modal de que trata la ley 2 ^ , tít. 4 ^ , Part, 4 "=? : 
nueva inconducencia y nueva inexactitud en mi concep- 
to. Sería tanto como afirmar que es la limitacién one. 
rosa en que se ocupa el art. 2,599 del Código Civil, su- 
puesto que en este lugar y en aquella ley de Partida, 
se habla de los gravámenes que en las donaciones y 
por razón de ellas, se imponen al donatario. Entre 
Zangronis y la Compañía del Ferrocarril Mexicano, lo 
menos que pasó y se constituyó, fué una donación. 

La modificación y el modo no fueron propiamente 
tales, sino que consistieron, vuelve á exponerse, en es- 
tablecer una obligación á término resolutorio. Pero el 
hecho es que en la cláusula no se expresa término al- 
guno, ni dia cierto en que se cumpla; y cuando es in- 
cierto si este llegará ó no, la obligación, conforme al 
art. 1,357 del mismo Código civil, igual al 1,473 del 
anterior, tiene la naturaleza de condicional y se ri- 
ge por las reglas de las condiciones. Ademas, las obli- 
gaciones á término existen desde luego, á diferencia de 
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las condicioesn al en que, como explica Goyena comen- 
tando el art. 1,046 del proyecto de Código español, na- 
da se debe hasta cumplirse la condición. Y precisa- 
mente esto último es lo que la Compañía del Ferroca- 
rril ha pretendido, al sostener que el nacimiento de su$ 
obligaciones se subordinó por el contrato á un hecho 
de Zangronis; á que él cumpliera las suyas. 

En tal hipótesis parece que ya se precisó la condi- 
ción, y que con la que tenemos que habérnosla es con 
la suspensiva. Mas luego ocurre naturalmente pregun- 
tar: ¿qué contrato fué el que quedó suspenso, y cuáles 
las obligaciones y derechos sujetos al acontecimiento 
dudoso y fiíturo de que debían depender? ¿Fué el con- 
trato de venta de 2 de Octubre de 1874, en que no 
se puso ni estipuló condición alguna, y cuya venta 
habría que tener ahora por no hecha, dado que como se 
afirma, se infrigieron por Zangronis los compromisos 
que contrajo, y que ejecutó hechos que no debía eie- 
tar? ¿Fué el contrato de transacción de 1875, que en 
consecuencia no gozó ninguna fuerza obligatoria antes, 
y ahora ha quedado sometido al resultado de aquellas 
mismas infracciones? ¿01o que estuvo desde un principio 
en suspenso, fué exclusivamente la misma cláusula 7.*> 
reconociéndose como jJuras y eficaces todas las otras 
estipulaciones del primero y del segundo contrato! Si 
esto postrero es lo que se sostiene, la cuestión entre 
la compañía del Ferrocarril y Sayago es inútil, y el pre- 
sente juicio no ha tenido razón de ser. Aquella ha re- 
petido incesantemente, que la cláusula 7/ no se en- 
cierra dentro de sí misma, sino que produce sus efec- 
tos fuera; y por eso la ha esgrin^ido como una arma 
poderosa en contra de los terceros portadores de los 
pagarés. La parte demandada jamas ha reputado con- 
dicional la compra que hizo á Zangronis, y tampoco 
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puede calificar la cláusula 7.* como suspensiva de la 
transacción ó del pago de precio en ella convenido, to- 
da vez que en lugar de mantenerse en suspenso, la 
Comp<tfna lo verificó y exigió su recibo, aun antes de 
contraer la estipulación que vamos interpretando, y 
posteriormente á su otorgamiento usó el recibo dado 
para exigir que se cancelara la escritura primitiva, en 
que aparecía deudora de precio. 

Venimoá ya á lo único que queda; á la condición re- 
solutoria. Mas como tampoco se encuentra expresa- 
mente establecida, nos hallamos al fin de esta carrera 
á que se nos ha estrechado, con que la cláusula no ma- 
nifiesta ni consigna en sus palabras condición de nin- 
guna especie, ni naturaleza, contra lo que antes y tan 
repetidamente se aseguraba. Si venimos á parar en la 
condición resolutoria, será en la resolutoria tácita y 
siempre implícita en los contratos bilaterales; pero á 
la verdad, para llegar á resultado semejante, la Com- 
pañía no necesitaba de los rodeos en que se ha envuelto, 
de las vacilaciones que han revelado su perplegidad, y 
de los trabajos con que ha buscado interpretaciones y 
explicaciones á que acogerse; ni era j)reciso que some- 
tiera nuestras débiles fuerzas á las fatigas de ir en pos 
suya y desalojarla de cada una de sus posiciones. Exa- 
minemos el punto bajo la faz de esa condición resolu- 
toria. 

Desde luego la Compañía no ha demostrado su creen- 
cia de que alguno de los contratos se haya resuelto, 
porque ha estado muy lejos de hacer y decir siquiera, 
que las cosas habían de volver á su anterior estado, 
según es consiguiente cuando la condición resolutoria 
se realiza. Esa vuelta in pristinum statum significaría 
la devolución de las cosas compradas, si se resoMa la 
venta; ó manteniéndose firme, como la Compañía quie- 
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re y se muesti'íi dispuesta á mantenerla, la devolución 
de las letras sobre Londres y^del derecho de participar 
de una subvención; valores que importarían mucho 
mas que los pagarés, si se resolvía la transacción. La 
parte demandada no pretende nada de esto: la condi- 
ción resolutoria cuyo advenimiento apetecería y sos- 
tendría, es una condición extraña y suigeneris, que le 
permitiera quedar libre de sus obligaciones del contra- 
to y de sus obligaciones de la resolución. Por más ra- 
ro que parezca, esto es lo que procura: no estar sujeta 
á pagar los vales y no estarlo tampoco á restituir nada 
de lo que compró. Con objeto de imprimir á este postrer 
extremo algún barniz de justificación, indica que para 
retener el importe de los pagaréssin devolver nada 
de lo xidquirido, le asisten ó bien el título de los danos 
y perjuicios de que es responsable Zangronis, ó bien el 
de la pena que aceptó el último para el evento de ine- 
jecución de sus promesas. Por de contado la Sala verá 
que no hay ni en todo el contrato de 75, ni especialmen- 
te en su cláusula 7.* estipulada ninguna pena; de modo 
que no sólo sería arbitratria la aplicación de ella sin 
sentencia que la decretara, y que declarase si era llega- 
da la vez de exigirla total ó parcialmente; sin.o que de 
luego á luego, tenemos que es arbitraria su creación. 
Tocante á daños y perjuicios, paiñ j)cissu amhulani: ig- 
noro que haya juicio en que estén probados, en que se 
haya condenado á satisfacerlos y en que se haya fijado 
su importancia: la Compañía sola es la que los declara, 
los tasa y se los aplica. ¡En condiciones resolutorias de 
tamaños y resultados tan estupendos, no llegó á pen- 
sar ni el mas fecundo ingenio, entre los jurisconsultos 
que produjeron las numerosas ficciones del derecho 
romano! 

A fin de cuentas, la parte demandada se dirige co- 
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mo resultado práctico de sus defensas, tá que se le de- 
clare suelta délas obligaciones que contrajo; áque és^ 
tas se tengan por extinguidas en virtud de resolución. 
¿Y cómo y cuándo lo pretende? Sin haber obtenida 
sentencia de rescisión contra Zangronis^ y cuando ha 
trascurrido el plazo de cuatro años que para pedirla 
señalaba el art. 1,774 del anterior Código civil y señala 
el 1,660 del actual: es decir, después que han pasado 
esos cuatro años, desde que tuvo conocimiento de lo& 
actos de Zangronis á que se refiere, y estando en con- 
secuencia, prescrita enteramente la acción relativa. 

Pues hay más: no solamente quiere la Compañía que 
se repute vivo un derecho que dejó morir, sino que 
quiere que sus golpes se descarguen sobre quienes nun- 
ca estarían obligados á sufrirlos: arguye con la condi- 
ción resolutoria en contra de los terceros poseedores 
de los pagarés, á quienes no alcanzan sus efectos coma 
en otro lugar hemos visto. Apenas en un caso tocan á 
los terceros adquirentes: cuando se trata de bienes raí- 
ces y la condición además de exprosa, fué inscrita: 
nunca versando títulos de crédito, derechos sobre can- 
tidades exigibles sin acción real, y en general, bienes 
muebles. 

Las breves pero clarísimas explicaciones preceden- 
tes, autorizan la deducción de estas tres consecuencias: 
l^,la cláusula 7 ^ del contrato de 16 de Julio de 
1875, no expresa condición alguna relativa á él, ni al 
de compra- venta anterior; 2 *^. , la mencionada cláusula 
no es la que contiene la condición resolutoria, legal é 
implícita, de ninguno de los contratos de 2 de Octubre 
de 1874 y 16 de Julio de 1875; 3 <=? , cumplidos y eje- 
cutados estos por la entrega respectiva de la cosa com- 
prada y de su precio, y supuesto que lo que ahora se 
rehusa por la Compañía del Ferrocarril, es el cumplí- 
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miento clel otro contrato diverso de aquellos, el literal 
á estilo de comercio contenido en los pagarés, ya no 
hay lugar á pedir que se rescindan, ni a rescindir los 
primeros. 

Quizás contra las observaciones anteriores se oponga 
otra atacándolas por la tendencia negativa que las de- 
mina, y se diría las conduce en último término, a pri- 
var de todo valor y efecto á una estipulación formad 
mente convenida, que expresamente se incluyó en un 
contrato y debe suponerse pactada por los otorgantes 
con ánimo de obligarse. No llego á tanto, Señores Ma^ 
gistrados; ni al negar que la cláusula 7 ^. exprese con* 
dición respecto de los convenios de 74 y 75, he venido 
á punto de calificarla y presentarla como una estipula- 
ción inútil. He deseado simplemente que la realidad 
de las cosas se restablezca, y no se alteren más su na- 
turaleza y resultados legales, para prestar á una milla 
causa las apariencias de una defensa autorizada por 
derecho. La cláusula 7 ^ no es ignorada en el nuestro, 
que la describe, le reconoce su carácter y le asigna sus 
trascendencias legítimas. 

Esa cláusula contiene un pacto no esencial ni natu- 
ral del contrato de compra-venta, distinto sustancial- 
mente de él y que, como otros varios aceptados con un 
valor jurídico propio, pudo agiegarse en la segunda y 
última escritura que otorgaron la Compañía y Zangro- 
nis, relativa á la transacción sobre monto y pago del 
precio de la cosa vendida. Fué un pacto en que el últi- 
mo aceptó una obligación de no hacer en favor de la 
primera; obligación pura que absolutamente no se con- 
funde con las condiciones potestativas de no hacer, de 
cuyo cumplimiento depende que nazcan derechos y 
obligaciones, ó en otros términos, que se hagan obliga- 
torios los contratos que se someten á ellas. 
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Esta es la oportunidad de una reminiscencia. Para 
que resalte el carácter condicional de la cláusula res- 
pecto del contrato de compra-venta, se dice que fué 
tan importante y fundamental para la Compañía com- 
prar bajo aquellas obligaciones de no hacer de Zangro- 
nis, que sin haberlas contraido no se le hubiera com- 
prado. De este aserto se usa frecuentemente y se le 
aprovecha á todas horas, para afirmar que aquel fue 
el requisito imprescindible y la condición sineqiía non^ 
de todo el negocio. A fin de robustecerlo, se apeló 
otra vez al testimonio del Sr. Zangronis, que lo produ- 
jo de conformidad; y se atribuyó de nuevo á sus res- 
puestas la fuerza legal de confesiones. Y por todos los 
medios posibles se saca á relucir esta base, queriendo 
atraer con ella las miradas propicias y la opinión favo- 
rable de los Tribunales y de las personas que lleguen 
á conocer este asunto. 

Pues vamos allá: vamos al campo contrario para exa- 
minar, en efecto, cómo se encuentra esta otra y tam- 
bién cardinal defensa con que se le resguarda. ¡Triste, 
e$ decirlol Nada hay, jurídicamente, de positivo ni 
exacto en ella. Las respuestas á las imaginadas posi- 
ciones, que son la prueba á que apeló la Compañía, 
están abiertamente contradichas por medio de las cons- 
tancias de autos. La famosa cláusula 7^ , tan á mal 
traer llevada de aquí para allá por la parte demanda- 
da, y que en sentir de ésta expresa y encierra una con- 
dición esencial del contrato de compra-venta, se agre- 
gó no á éste sino al de transación sobre pago de pre- 
cio, celebrado y otorgado ¡cerca de diez meses 

después! Cuando se verificó la compra- venta y se con- 
signaron todas sus cláusulas en 2 de Oc tiibre de 1874, 
no se puso entre ellas nada semejante, nada parecido 
de algún modo á la 7^'^. de 1875, ni en general á obli- 
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gaciones de no hacer por parte de Zangronis. En 1874 
fué cuando la Compañía compró, cuando se determi- 
naron las cosas y derechos que adquiría por un precio 
dado, y entonces nada dijo, nada se estipuló en aquel 
particular. ¡Qué raro, qué inexplicable fuera que la 
. condición que hoy se llama indispensable de la com- 
pra, no se hubiera convenido y consignado en los tér- 
minos más expresos y estrechos, al tiempo de celebrar 
«1 contrato! ¡Inexplicable y raro que precisamente se 
liubiera omitido, lo que ahora se refiere como esencial 
de la convenciónl Para que aparezca bajo una luz me- 
ridiana la inexactitud con que se lanzan la defensa y 
los conceptos que la fundan, basta esta observación. 
Si la Compañía del Ferrocarril Mexicano hubiera cum- 
plido el contrato de compra-venta de 1874, que debe- 
mos suponer y suponemos gustosos contraído de bue- 
na fe; si en lugar de dar motivo á un juicio por falta 
de pago del precio representado por las Letras sobre 
Londres, lo hubiera satisfecho y ejecutado lisa y llana- 
mente cuanto se contenía en el contrato puro de 1874; 
si cada quién se hubiera quedado con la cosa vendida y 
el precio ajustado entonces, la Compañía no habría ad- 
quirido ni tendría ninguno de los derechos que pro- 
vengan de la obligación de no hacer de Zangronis, ni 
este tampoco habría quedado de ninguna manera so- 
metido á ella. Cumplido aquel contrato, nada, absolu- 
tamente nada tendría esta que hacer con él. Jamás, 
so protesto de su ejecución y cumplimiento, ni por 
obligaciones que se derivaran de su contenido, hubiera 
reclamado la Compañía á Zangronis la de no hacer, 
<][ue ni esencial, ni accidentalmente, ni de cualquiera 
modo se incluyó en esa convención. ¡Hé ahí la reali- 
dad y fuerza de los argumentos con que se resiste el 
justo pago que reclama Sayago! 



106 

Arrastrada por el celo de la defensa y cediendo á 
impulsos que le impidieron mantenerse dueña de sí 
misma, la Compañía no se ha fijado en las desfavora- 
bles interpretaciones á que daría marceen, por una par- 
te, ese propósito que dice haber sido siempre el suyo, 
de no comprar sino bajo las condiciones de no hacer 
que aceptase Zangronis, y el hecho, por otra, de que 
no se estipularan en el contrato de compra, ni allí se 
ligara con ellas el vendedor. Parecería que la parte 
demandada contrató la compra con ocultas miras, con 
propósito preconcebido do no cumplirla, con intención 
anticipada de provocar dificultados, de dar origen á un 
juicio, do oprimir al vendedor como fuera dado, y es- 
trecharlo á una transacción desesperada y desventajo- 
sa, en que se le arrancaran obligaciones que en la com- 
pra no hubo atrevimiento para pedirle y no fueron, 
por lo mismo, condición ni requisito, ni siquiera ma- 
teria de esta. Yo no lo supongo; más aún, no tengo 
ánimo para creerlo. Pero repito que la Compañía sola, 
por su conducta de hoy, desatentada y rebelde á la 
justicia, y debiendo imputárselo á sí misma, es la que 
da origen á esas suposiciones. 

El pacto de la cláusula 7^ no fué condicional de la 
compra-venta: no produce los efectos de la condición 
suspensiva ó resolutoria que ha querido atribuírsele; y 
considerado en su simple y verdadera naturaleza de 
obligación de no hacer, no surte otros en caso de in- 
fracción, más que los de responsabilidad de daños y 
perjuicios que á tal estipulación asignó el derecho ro- 
mano, señaló después la legislación española y expre- 
samente han señalado al último los artículos 1,544 y 
1,428 de nuestros Códigos civiles, que están redacta- 
dos así: «»E1 que se hubiere obligado á no hacer alguna 
»«cosa, quedará sujeto al pago de daños y perjuicios en 
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»í caso de contravención »» Este precepto obede- 
ce al principio, también sancionado por nuestras leyes, 
de que las obligaciones puramente personales por su 
naturaleza son intrasmisibles y no afectan, por tanto 
y en ningiin caso, á los terceros; principio que aplica- 
do frecuentemente á la obligación de no hacer, deja 
sujeto á quien la quebranta a las responsabilidades 
por los daños y perjuicios que haya causado, y ala vez 
subsistente el acto en que la infracción haya consistido, 
y en que intervinieron personas extrañas al contrato 
y á las cuales no ata el víncnlo de la prohibición. 

Citare un ejemplo que pone en relieve y en eviden- 
cia todas estas ideas y muestra cómo so reducen á la 
práctica. Puede verificarse un préstamo con hipoteca, 
y después de haberlo concertado y consignado solem- 
nemente, serial también legalmente posible que se le 
agregara un pacto semejante al que examinamos, re- 
dactado en estos términos: ^Para que se haga el prés- 
tamo con hipoteca convenido en esta escritura, el deu- 
dor se obliga á que por ningún motivo y én ningún 
tiempo antes do pagarlo, volverá á hipotecar la finca 
que ahora sujeta á este gravamen •» Corriendo el tiem- 
po y cumpliendo religiosamente el deudor con la solu- 
ción de los intereses y con cualesquiera otras estipula- 
ciones diversas que haya contraido, infringe la obliga- 
ción de no hacer y segunda vez hipoteca el inmueble. 

A suceder en derecho lo que la contraria ha venido 
sosteniendo, y á ser ciertas sus teorías del caso sobre 
obligación condicional y condición suspensiva ó resolu- 
toria, aquella infracción del pacto de no hacer no solo 
daría margen á la indemnización de daños y perjuicios; 
sino que desatando los lazos del contrato principal y 
relevando al acreedor de sus obligaciones, le permiti- 
' ría cobrar su crédito y no prolongar por más tiempo la 
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imposición. Las cosas, sin embargo, no son ni pasan 
así. La tal cláusula no se juzga condicional, y el con- 
trató hipotecario mantiene íntegros é independientes 
de ella su ser y sus consecuencias. La ley ha recono- 
cido que de esta suerte tiene que resolverse forzosa- 
mente la especie y por eso no ha señalado, en las dis- 
posiciones sobre hipotecas y sobre censos, la infrac- 
ción del pacto como motivo para exigir el pago anti- 
cipado del capital, y sí declaró en el art. 1,831 del Có- 
digo civil, que pueden ser hipotecados válidamente los 
bienes que ya- antes lo hayan sido y aunque en el con- 
trato exista la mencionada estipulación. 

Pero á los ejemplos suelen oponérseles reparos acer- 
ca de su similitud, y además me encuentro en posi- 
bilidad por la certeza de mis afirmaciones, de presen- 
tarlas directamente apoyadas en los precedentes de 
nuestra legislación. Ya alguna vez he dicho que el pac- 
to aquí examinado y debatido, no ha sido ignorado en 
nuestras leyes y que estas precisaron su naturaleza y 
sus efectos. Su testimonio va á prestarme auxilio pa- 
ra cerrar victoriosamente los conceptos con que daré 
fin á mi tercera proposición. La ley 58, tít. 5^, Part. 5* 
habla de los pleytos que pueden hacerse por razón de 
la vendida, y de cómo esta puede ó no deshacerse por 
ellos: es decir, de los pactos que pueden y deben repu- 
tarse requisitos esenciales del contrato, y de los que 
son susceptibles de separarse de él y lo dejan intacto, 
cualquiera que sea el resultado y desenlace de los pri- 
meros. Cuando la venta se hace por pacto ó promesa 
otorgados antes ó al mismo tiempo al menos, de mane- 
ra que sin estos absolutamente no se hubiera contratado, 
la infracción de aquellos disuelve la compra. »»£ por 
»»ende dezimos: que quando alguno vendiesse su cosa 
•isobre tal pleyto, que conviene en todos guisas, que el ^ 
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iipleyto sea guardado, ca si non lo guardassen en la 
*» manera que fué puesto, desfazerse y a por ende la 
»» vendida. II Hipótesis que no es la nuestra, supues- 
to que el contrato de compra de la Compañía á Zan- 
gronis se verificó sin pactar ni indicar la obligación de 
no hacer del segundo, y que deja en pié cuanto he ex- 
puesto y procede también en derecho, afirmando que 
aun. en el evento de una rescisión sus efectos no alcan- 
zan á los terceros, sino respecto de inmuebles y cuando 
la cláusula es expresa y está inscrita. 

Se ocupa luego la ley en el otro caso, á saber, en el 
de que los pactos que se dicen hechos y se hagan por 
razón de la venta, serán posteriores á esta y después 
que la hubieren concertado y avenídose acerca de ella 
el vendedor y el comprador; y entonces declara, con 
las palabras más esplícitas y expresas, que no hay con- 
dición quebrantada, ip requisito roto, ni rescisión de 
las obligaciones del contrato principal, aunque el pacto 
agregado se infrinja. »»Más si la vendida fuesse fecha 
í»de otra guisa, que la non fiziessen señaladamente 
»»por razón de los pleytos^ mas aviniéfidose el compra- 
i^dor é el vendedor en la vendida; é de si fiziessen pleyto 
^^ después en razón de ella, entonce valdría é non se pue- 
í«de desatar, maguer los pleytos non fuessen guarda- 
"dos.n 

Bajo el imperio de estos principios, porque son prin- 
cipios nunca desmentidos y siempre confirmados de 
nuestro derecho, se encuentra el punto debatido. La 
Compañía y Zangronis no celebraron la venta por ra- 
zón del pacto, se avinieron sobre la cosa vendida y su 
precio, sin tomarlo en consideración ni hacerlo existir; 
y no fué sinodespueSy mucho después de ella, cuando 
lo hicieron constar en una transacción sobrevenida por 
accidente, y que ni siquiera es de tenerse como una de 
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las consecuencias naturales del contrato primitivo de 
la compra- venta. Sea pues la importancia del pacto la 
que fuere y dígase en él lo que se quiera, su cumplí»- 
aniento no es, con efecto retroactivo, condición de lo 
¡principal, ni lo afecta y disuelve ejecútese ó no. 
Es inútil, por parte m¡a; agregar una palabra más. 



CUARTA PROPOSICIÓN. 

La discusión sobre cumplimiento de la cláusula 7.^, dada 
su naturaleza y ya se le atribuya la condicional ó pe- 
naly tiene que ser materia de juicio entre su^ otorgan- 
teSf diverso del presente y sin trascendencia respecto 
de los terceros tenedores de los vales. 

En gran parte está ya hecha con todo lo expuesto 
hasta aquí, la demostración de este postrer punto de 
mi informe, y tanto por esa causa cuanto por ser pre- 
ciso que se reduzca á breves términos lo que todavía 
diré en cumplimiento de la tarea emprendida, pues 
mi trabajo toca tamaños quizás inconvenientes y dis- 
culpables sólo por la benevolencia de la Sala, procu- 
raré ser conciso, tan conciso como lo apetecen mis de- 
seos y lo permite la claridad de esta proposición, eu 
fundar y probar su verdad. 

Discutir la cláusula 7* como ella por sí misma lo 
demanda y como su discusión naturalmente ha debido 
plantearse, exige que el debate se refiera, y así en efec- 
to se ha referido, á la inteligencia y al cumplimiento de 
un contrato, á los hechos de su inejecución ú obser- 
vancia, á las responsabilidades que produzcan los pri- 
meros y á los efectos en que estas se traduzcan por da- 
ños y perjuicios. 
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Ahora bien: bajo todos conceptos y por todos moti. 
vos, esa discusión tiene que verificarse entre los otor - 
gantes del contrato" mismo. Ellos son los que están li 
gados por los vínculos que ha creado y entre ellos se 
encuentra el que los respeta, el que los viola, el que ad- 
quiere las acciones consiguientes á la fidelidad del pac- 
co, el que responde de su quebrantamiento, el que por 
<lorecho se sujeta á las indemnizaciones de que su con- 
ducta lo haga reo, y el que ha de ser condenado por 
sentencia, á pagar cualesquiera daños y perjuicios ó á 
sufrir alguna pena. 

Los contratos sólo obligan a las personas que los 
•otorgan, y, por lo mismo, sólo entre ellas producen las 
<5onsecuencias que les señala la ley. Este principio con- 
signado en el anterior y en el vigente Código Civil, na- 
cido directamente de las mas rectas inspiraciones de la 
justicia y sancionado por todas las legislaciones positi- 
vas, se hizo traducir en el derecho romano por medio 
de aquellas palabras: Animadvertendum est ne conven- 
iio in alia re, aut cum alia persona, in alia re, aliave 
persona noceat (ley 27, párrafo 4.^, Dig. de pact.); y en 
el de las Partidas, por medio de estas otras: »» cuando 
*i alguna de las partes fizo lo que deuia, puede deman- 
i»dar á la otra quel cumpla lo que le deuia fazer, équel 
<i peche los daños, é los menos cabos que recibió por 
'«•esta razón. if 

No son estos los únicos lugares, sino también otros 
muchos numerosísimos, aquellos en que tales reglas se 
-establecen y repiten. Así, por ejemplo, tratando gene- 
ralmente el antiguo Código Civil de la ejecución délos 
contratos y de las responsabilidades que resultan de su 
inobservancia, declara en sus artículos 1,535 y 1,675: 
que únicamente á los que los otorgaron compete ac- 
-ción para exigir que se ejecuten, ó se satisfagan las in- 
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demnizaciones en que la inejecución se resuelve; y qiio 
únicamente sobre ellos pesa la falta ele su cumplimien- 
to y la responsabilidad consiguiente. »»Si el obligado 
♦I en un contrato dejare de cumplir su obligación, dice 
í>el primero de estos preceptos, podrá el otro interesado 
<» exigir judicialmente el cumplimiento de lo convenida 
í'ó la rescisión del contrato y en uno y en otro caso, el 
*ípago de danos y perjuicios. n El segundo de los ar- 
tículos citados, prescribe que: ^^El cAmtr atante que /al- 
»»í^ al cumplimiento del contrato, sea en la sustancia^., 
•«sea en el modo, será responsable de los danos y per- 
»»juicios, que cause al otro contratante, etc.n 

Ocupándose el mismo Código particularmente en eí 
contrato de compra-venta y en el de transacción, que 
son los sucesivos celebrados por la Compañía del Fe- 
rrocarril y Zangronis, y haciendo aplicación en estos 
de aquellas reglas generales, vuelve á declarar en sus 
artículos 2,950 y 8,318, que sólo los, que los otorgaron 
pueden exigirse el mutuo cumplimiento y las respon- 
sabilidades por inejecución; artículos que. así como lo& 
que cité antes, se hallan igualmente insertos en el ac- 
tual Código, y cuyo contenido fundamental presta ma- 
teria á las doctrinas y enseñanzas uniformes de los au-. 
tores. Y por ser semejante materia tan llana y sabida 
en derecho, me abstengo de acudir á más letras de sus 
leyes y de copiar pasajes de sus expositores. 

Pero sí me es preciso fijar una deducción inde- 
clinable y legítima: la de que un debate que verse 
sobre todos esos puntos indicados y tocante á la cláu- 
sula 7 ^ de la escritura de 16 de Julio de 1875, no 
puede tener lugar en este juicio, y sólo cabría en otra 
en que intervinieran los que otorgaron el contrato 
y respectivamente reportan y aprovechan sus conse- 
cuencias. Aquí y ahora, no aparece el obligado y res- 
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ponsable cuyos hechos se invocan como la fuente de 
donde nacen las defensas y acciones de la Compañía, 
y como la causa que desatando sus obligaciones, la co- 
loca en aptitud de reclamar los males que le irroga el 
quebrantamiento á que se refiere. En este litigio con 
el portador de los pagarés, está ausente el infractor del 
pacto, el que ha de concurrir a la prueba y declaración 
de los actos imputados y el que por haber aceptado la 
ley del contrato, tendría que sufrir sus rigores en el 
supuesto propicio que la Compañía del Ferrocarril emi- 
te, con la condenación que pronunciara la sentencia. 
Fallar en el sentido que la contraria pretende, re- 
solviendo que Zangronis faltó á la estipulación de la 
cláusula 7 ^. , sería fallar contra quien no es parte en el 
juicio, y hacer con motivo del cobro de un pagaré inde- 
pendiente y separado de la escritura tantas veces men- 
cionada, pagaré que no vale más que la cantidad li- 
mitada que representa y sus intereses legales, la decla- 
ración general de inobservancia de un convenio y título 
diversos, y la de las responsabilidades indeterminadas 
y no probadas, que resulten de la infracción. Sería fa- 
llar contra las reglas imperiosas que menciona la frac- 
ción 2^. del artículo 711 del Código de Procedimien- 
tos, y prohiben á los jueces y tribunales que compren- 
dan en las sentencias personas y cosas que no son 
materia del juicio, bajo el terrible anatema de una 
casación indefectible. Sería fallar poniéndose en abier- 
ta pugna con la sentencia de que ya hice mérito, pro- 
nunciada por la primera Sala dé este Tribunal Superior 
en el caso de los Sres. Benecke Sucesores y Zubieta y 
Compañía, en la cual se hallan entre otros estos expre- 
sivos conceptos: »»Si al endoso se le diera más extensión 
«que en la que en sí tiene el documento endosado, resul- 

"taría que el juicio sobre rescisión ó nulidad del con- 

]5 
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iitrato y la aplicación de las penasen que haya 

4»incuiTÍdo el que ha faltado a él, venían á resolverse 
«identro del juicio ejecutivo reputándolas como condi- 
<ición del pagaré, y con personas que no celebraron el 
<i contrato, prejuzgando una cuestión qué debe ventilarse 
i^en juicio separado, para que la sentencia recaiga en los 
contratantes n Sería herir de frente y con un re- 
probado é inútil esfuerzo que nunca ha de hacer esta 
Sala, encargada y cuidadosa del cumplimiento extricto 
de la ley, los principios en que aquel fallo descansa, en 
que han descansado los mismos suyos y son la base 
inamovible sobre la cual se erige la santidad de la cosa 
juzgada; y desde donde arroja los rayos de su luz y su 
poder, la incon.trovertible verdad legal. 

No, Señores Magistrados, no temo que se pronuncie 
la sentencia que poj- tan extraviados caminos se soli- 
cita. Creo, y lo creo con convicción inquebrantable, que 
antes se rompería la pluma en las ízanos de los dig- 
nos Ministros de la justicia á quienes tengo la honra 
de dirigirme, que el que firmaran con ella una resolu- 
ción en que so pretexto de hechos de Zangronis, con- 
denaran á Sayago; en que por responsabilidades ajenas, 
decretaran contra un tercero las penas que aquellas 
ameriten; en que tomando por fundamento la ley de 
un contrato, hiciéranla pesar sobre quien no contrató* 

Examinemos la cuestión desde otro punto de vista. 
Al término de sus defensas y alegatos, lo que sustan- 
cialmente la Compañía pretende, según he repetido, es 
la resolución de sus obhgaciones de pago, y que se le 
declare libre de ellas por la inejecución del contrato en 
que se dice haber incurrido Zangronis. Pues bien: la re- 
solución legal de un convenio no se verifica de pleno 
derecho, y si los autores disienten en el punto cuando 
se trata de resolverlo por cláusula expresa y pactada, 
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no discrepan y están contextes eu afirmar que es ne- 
cesaria la sentencia judicial, cuando la rescisión haya 
de fundarse en la condición resolutoria implícita de 
los contratos bilaterales. Mourlon, excelente comenta- 
dor del Código Civil francés, que ha escrito sobre esta 
materia con su lucidez característica, se expresa así: 
«»Todo contrato sinalagmático encierra tácitamente una 
««condición resolutoria: la ley supone haberse conven- 
cí cido entre las partes, que si una no ejecuta su obliga- 
«ición, la otra no será estrechada á cumplir la suya. Así 
<«es que, la parte que ha ejecutado ú ofrece ejecutar el 
<« contrato, puede demandar su rescisión si la otra rehu- 
.*««sa ejecutarlo; pero bien entendidas las cosas, es nece- 
«•sario no mirar en esto más que una facultad que po- 
ndrá ejercer ó no á su arbitrio: de otra manera, una de 
•das partes rehusando el cumplimiento de su obliga- 
«íción, podría indirectamente rescindir siempre el con- 

««trato, lo cual es absurdo. El que ha ejecutado 

««tiene dos partidos que tomar á su elección: ó deman- 
»dar que el convenio se rescinda, ó sostenerlo y estre* 
««char á la otra parte á cumplirlo por todos los medios 
««legales. La inejecución de sus obligaciones por una 
i«de las partes, no basta por sí sola para producir la res- 

««cisión del contrato Este permanece válido mien- 

n tras que la rescisión no ha sido pronunciada en 

Mjusticia. La ley ha considerado que el deudor que no 
««ejecuta su obligación, ha podido ser víctima de alguna 
««circunstancia desgraciada, y que quizás la ejecutará en 
"pocos dias. Debe, en consecuencia, ocurrirse á lajus_^ 
'•ticia para que verifique los hechos y aprecie las cir. 

««cunstancias Este poder que la ley da á los jue- 

«•ces de venir en auxilio del deudor malaventurado y 
"de buena fé, explica por qué la condición resolutoria 
«I implícita en todo contrato sinalagmático, no tiene lii- 
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H^ar de pleno derecho] por qué la resolución del. contrato 
\\ debe ^er demandada enjuicio'^ Precisando mas ade- 
lante sus ideas y contrayéndose al caso en que un ter- 
cero invocara la condición resolutoria tácita, idéntico 
por sus razones al caso nuestro en que la misma con- 
dición se invoca contra quien fué extraño al contrato^ 
agrega: »'así es que la resolución no tiene lugar deple- 
nno derecho, en el sentido de que no puede invocarse pcn"" 
idos terceros (ni contra los terceros, diremos tam- 
Hbién nosotros), mientras no haya sido declarada en 
ii juicio, á consecuencia de la demanda del vende- 
\\dor,\\ 

Estas teorías universales por sus precedentes y su 
aceptación, han sido plenamente consagradas en nues- 
tros dos Códigos Civiles, cuyos artículos 1,537 y 1,421^ 
declaran que el derecho del que ha cumplido el con- 
trato es facultativo para exigir del otro el cumplimien- 
to ó la rescisión, y que el extremo elegido debe dedu- 
cirse en juicio: »iSi el obligado en un contrato dejare- 
»»de cumplir su obligación, podrá el otro interesada 
i^erúgiY judicialmente el cumplimiento de lo convenido 
í»o la rescisión del contrato y en uno y otro caso el pago 
»»de danos y perjuicios. n 

Hé aquí, Sefiores Magistrados, la necesidad indis- 
cutible del juicio que no existe, que no es ni puede 
ser el presente y del cual, por tanto, ni mérito se nos 
ha hecho; del juicio en que se hubiera pedido y obte- 
nido la rescisión, para que se nos hablara con derecho, 
siquiera, de la condición resolutoria del contrato cele- 
brado entre la Compañía y Zangronis. Sin este juicio 
y la sentencia que rescindiera el convenio, el último 
subsiste, produce todos sus efectos; los produce con- 
tra el mismo que se creyera con acción á quejarse, su- 
puesto que no la ha usado como se lo permitía la ley y 
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que no atacó lo que con tanta seguridad- afirma que 
podía destruir. 

Tocante á los terceros tomadores de los pagarés, ya 
me he explicado suficientemente. Si en este otro jui- 
cio se hubiera pronunciado ó se pronunciara sentencia 
en el sentido de la resolución de los contratos de 1874 
ó 1875, no les afectaría el fallo. En el estado actual 
del negocio no hay sentencia rescisoria que fuera tras- 
cendente en contra suya, y este solo hecho acaba de- 
cisivamente la cuestión: de la influencia de la condi- 
ción resolutoria en su perjuicio y sin fallo previo, que 
la declare, hasta ocioso me parece hablar. Y en la hi- 
pótesis de que el fallo estuviera pronunciado ó se pro- 
nunciara en el sentido quo ha venido indicando la Com- 
pañía, tendríamos aun que observar, siendo la ley la 
causa y el fundamento de la observación, que las obli- 
gaciones de pago representadas por títulos de crédito, 
que son bienes muebles, no alcanzan á resolverse en 
daño de terceros. Esa sentencia que obligaría y con- 
denaría á Zangronis á lo que se quiera, no tendría una 
sola palabra para obligar y condenar ér Sayago á 
nada. 



He concluido la tarea que me impuse y cuyo des- 
enlace queda fiado á la justificación de esa Sala. El 
distinguido abogado contrario invocaba en pro de su 
cliente la fe de los pactos; yo invoco en favor del mió 
causa más procedente y poder mayor, el imperio de la 
ley. Aquella invocación, buena y fructuosa para ha- 
cerla en contra de Zangronis, si la verdad y la justicia 
le prestaran apoyo, está fuera de sitio tratándose de 
Sayago. Yo apelo á la ley; á la ley que ni la Compa- 
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nía del Ferrocarril Mexicano ni nadie puedo sacudir^ 
y que muestra á la parte demandada, con su faz lu- 
ciente y severa, que no puede dispensarle auxilio en 
los caminos extraviados que ha seguido; á la ley 
creada para reprimir injustas intenciones, para ser es- 
cudo del derecho, y para estrechar al que lo vulnera, á 
que se incline y rinda pleito homenaje á sus fueros; á 
la ley que en este negocio y consultada sobre todos y 
cada uno de sus pormenores, y desde todos y cada uno 
de sus puntos de vista, dicta la sentencia que hemos- 
pedido y en que tendrá que decretarse el pago de los 
documentos á la orden que se cobran á la contraria. 
Si no se pronunciara así, adolecería de los mismos vi- 
cios que contiene la de 1.* instancia, que la sujetarían 
entonces infaliblemente á ser destruida por el fallo de 
casación y convertirían en edificio deleznable lo que 
debiera ser monumento imperecedero de justificación 
y verdad. 

De estos vicios y para el fin del recurso consiguien- 
te, ya hizo el Sr. Lie. Trujillo una enumeración proli- 
ja: á ella agregaré dos palabras. La sentencia de pri- 
mera instancia ha infringido, é igualmente las infringi- 
rá la resolución de esta Sala si se conformara con ella, 
las leyes 7.* y 8.% tít. 3.^ hb. 9.<^ de la N. E., que en su 
texto y en su interpretación jurídica previenen que 
los documentos á la orden se paguen, generalmente 
y sin consideración á los negocios y personas de que 
procedan, de la misma manera que los documentos 
mercantiles en que se ocupan las Ordenanzas de Bil- 
bao. Alego y consigno ese agravio en cumplimiento de 
la ley. 

Al dar punto á este informe y retirarme del sitio en 
que he sido escuchado con tanta benevolencia, consig- 
no solemnemente la expresión del estado que guarda 



119 

mi espíritu, después que consagré sus fuerzas aja de- 
fens(i de una causa cuya justicia es inconcusa, y que 
así ha de revelarse á cuantas mii'adas la examinen im- 
parcialmento, siquiera un instante. Retiróme de aquí, ' 
Señores Magistrados, tranquilo, por completo tranqui- 
lo y confiado. Y no me retiro asíj sólo porque el testi- 
monio de mi conciencia me deje quieto acerca del leal 
cumplimiento que he prestado á mis deberes profesio- 
nales, patrocinando iú piesente negocio en estas au- 
diencias, sino porque el éxito que tenga ante la Sa- 
la, sea el que fuere, no comprometerá de ninguna suer- 
te y en concepto desfavorable, los intereses de la parte 
á cuyo favor abogo. 

Ellos estarán desde luego á salvo si se pronuncia 
el fallo que solicito, que es el único procedente y dig- 
no de la ley y el Tribunal: que será roca inamovible en 
vano combatida después por cualesquiera tempestades 
queen su contra intente levantar, todavía, la parte de- 
mandada. Nada me hace temer, nada imaginarme que 
la sentencia que se pronuncie no sea aquella por la cual 
militan las razones con tanta maestría desenvueltas 
por mis distinguidos predecesores y compañeros, y tan 
desordenada, pero también robustamente expuestos 
^por mí: además, á las unas y á las otras agregará la 
Sala las que inspiradas por su levantado criterio y su 
sed de recta aplicación del derecho, decidan magistral 
é incontestablemente este nuevo triunfo de la razón y 
de la ley, que con especiosos obstáculos y argumentos 
sin solidez, se procura evitar. 

Pero en el orden de la posibilidad cabe otro extremo 
cuya realización deplorable apenas admito por hipóte- 
sis. Para tal evento y en ese caso, repito mis concep- 
tos y haré de ellos una ligerísima explicación. La sen- 
tencia perdería entonces todos sus caracteres de firme- 
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za, y quedando sujeta al ineludible recurso de casación 
por un vicio notorio en el procedimiento, no habría da- 
do origen sino á alguna pérdida de tiempo y dejaría sin 
jconmoverlcs los fundamentos de nuestra causa. 

La jurisdicción de esa Sala, á la cual vuelvo á pro- 
testar mis respetos y los de la testamentaría de Saya- 
go, fué declinada formalmente cuando se resolvió, sin 
recurso, que era el Tribunal encargado de fallar este 
pleito, y al efecto se promovió el incidente respectivo 
que tenía que sustanciarse de la manera prescrita en 
el Cap. 1.^ tít. XI, lib. 1.** del Código de Procedimien- 
tos; pero la misma Sala creyendo que esta promoción 
no era arreglada á derecho y calificándola como inter- 
posición de un recurso, cuyo carácter de ningún modo 
le corresponde, se sirvió desecharla de plano, no admi- 
tir el incidente, no sustanciarlo en forma alguna, y no 
reponer luego su providencia como con rendidas ins- 
tancias se le suplicó. 

Al proceder así, fué infringido abiertamente el ar- 
tículo 163 del citado Código, que ordena: que »» todo juez 
HÓ tribunal... suspenderá sus providencias luego que se 
*tle presente el escrito de declinatoria para ocuparse 
nsólo de ésta, II y los 162 y 164 anterior y siguiente, en 
que se previene que la declinatoria se promovei^á y de- 
cidirá en los mismos términos que las demás excepciones 
dilatorias, cuyos términos son los de los incidentes, se- 
gún dispone el art 34; y que la infracción cometida al 
no suspender el juicio y ocuparse exclusivamente en 
el artículo, producirá la nulidad de lo actuado. Estas 
infracciones que ya se reclamaron en el acto de ser sa- 
bidas, y cuya reclamación recuerdo y expreso ahora de 
nuevo, por instrucciones especiales de mi cliente y pa- 
ra cumplir con lo que dispone el art. 702 del Código de 
Procedimientos, colocarían la sentencia adversa á la 
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testamentaría de Sáyago en el caso que precisa la frac- 
ción 8.» del art. 714 posterior, cuando declara haber 
lugar al recurso de casación por violarse la ley del en- 
juiciamiento y por incompetencia de jurisdicción, siem- 
pre que el juez infrinja el art. 163 ó cuando interpues- 
ta la declinatoria no suspenda sus procedimientos. 

La sentencia contraria al ejecutante sería, pues, nu- 
lificada irremisiblemente por medio de la casación, y 
volveríamos á pedir y recibir en esta instancia, la jus- 
ticia que ahora no se nos hubiera querido conceder. 

Y no se diga, Señores Magistrados, que en el punto 
de jurisdicción y competencia tenemos dos pesos y dos 
medidas para calificar el venidero fallo, llamando mo- 
numento indestructible al favorable y fugitiva sombra 
al adverso, No: contra el primero no podría ocurrir 
en casación la parte demandada, que al no reclamar el 
vicio de incompetencia se puso voluntariamente bajo 
el precepto que veda el recurso, cuando el que lo in- 
terpone, pudiendo reclamar la violación, no lo ha he* 
cho antes de pronunciarse la sentencia; mientras nos- 
otros preparamos contra el segundo nuestras acciones 
y las veríamos, llegada la vez, dar plenamente su re- 
sultado. Firme por tanto en un evento, no sólo por su 
procedencia intrínseca, sino por el concurso que la con- 
traria ha prestado al modo de enjuiciársenos, 'en el 
otro caería al golpe de la. ley, descargado á nuestras 
instancias oportunamente preparadas y que repetire- 
mos en su eventual oportunidad. 

Después de esa exposición, repito igualmente que al 
concurrir á estas audiencias, para mí tan honrosas y 
de las cuales espero con seguridad frutos tan opimos, 
no se rece noce, respetuosamente hablando y por la 
testamentaría de Sayago, más jurisdicción en laSala> 
que la que por derecho le corresponda. 
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Ruego por todo lo que tan largamente he manifesta- 
do, se revoque la sentencia que pronunció el Juez de 
1.* instancia en estos autos, y se declare que hubo lu- 
gar á la ejecución entablada contra la Compañía limi- 
tada del Ferrocarril Mexicano, siendo de llevarse ade- 
lante hasta el completo pago de los vales demandados, 
con el de sus réditos legales, de los otros daños y per- 
juicios que se justifiquen y de las costas todas de este 
juicio. 

México, Agosto 28 de 1886. 

Lie. Luis Gutiérrez Otero. 
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